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Introducción

A. BASES DEL PRESENTE INFORME

1. En su decimocuarto período de sesiones, la Comi-
sión aprobó provisionalemente la parte I de su proyecto
de artículos sobre el derecho de los tratados, compuesto
de 29 artículos relativos a la celebración, la entrada en
vigor y el registro de los tratados (A/5209, capítulo II,
párrafo 23). Al mismo tiempo, la Comisión decidió, de
conformidad con los artículos 16 y 21 de su Estatuto,
remitir su proyecto a los gobiernos por conducto del
Secretario General para que formularan sus observa-
ciones (ibid, párrafo 19). La Comisión acordó además
proseguir su estudio del derecho de los tratados en el
período de sesiones siguiente, dar prioridad a este tema
y proceder en ese período de sesiones al examen de la
validez y la duración de los tratados (ibid, capítulo III,
párrafo 32 y capítulo IV, párrafo 65). El relator espe-
cial presenta en consecuencia a la Comisión su segundo
informe, que trata de estos dos aspectos del derecho de
los tratados.
2. Tanto la «validez» como la «duración» de los tra-
tados han sido objeto de informes de los relatores espe-
ciales anteriores. La «validez» fue estudiada por
Sir H. Lauterpacht en los artículos 10-16 de su primer
infome sobre el derecho de los tratados (A/CN.4/63),
y en la revisión que del artículo 16 hizo en su segundo
informe (A/CN.4/87); y por Sir G. Fitzmaurice en su
tercer informe (A/CN.4/115). La «duración» no fue
examinada por Sir H. Lauterpacht en ninguno de sus
dos informes, pero fue estudiada con detenimiento en
el segundo informe de Sir G. Fitzmaurice (A/CN.4/
107). Debido a la presión de otros trabajos, ninguno
de estos informes ha sido examinado por la Comisión;
pero el relator actual, como es lógico, los ha utilizado
en todo lo posible al preparar su proprio informe.

B. ALCANCE Y ORDENACIÓN DEL PRESENTE GRUPO
DE ARTÍCULOS

3. El presente grupo de artículos abarca las cuestiones
generales de: a) «la validez esencial» y b) «la dura-
ción». La «validez esencial» ha sido interpretada en el
sentido de abarcar todas las cuestiones que pueden
entrañar la nulidad de los tratados, entre ellas la de los
efectos de las limitaciones constitucionales impuestas a
los poderes de los agentes del Estado, pero no la cues-
tión de las limitaciones a la capacidad de los Estados
para celebrar tratados. Esta última cuestión guarda
relación con otras causas de nulidad y se menciona en
uno o dos lugares del informe, pero la capacidad de
las partes no se ha considerado comprendida dentro del
ámbito de los presentes artículos. La «capacidad para
celebrar tratados» fue examinada por la Comisión en
su decimocuarto período de sesiones al redactar el
artículo 3 de la parte I del proyecto de artículos sobre
el derecho de los tratados; y, teniendo en cuenta la posi-
ción adoptada por la Comisión en el artículo 3, en
cuanto a la «capacidad» el relator especial ha excluido
del presente grupo de artículos la cuestión de la posible
«nulidad» de los tratados por falta de capacidad de

una de las partes. La «imposibilidad de ejecución» no
ha sido tratada tampoco como causa independiente de
«nulidad», porque la imposibilidad de ejecución que es
causa de nulidad ab initio, en cuanto distinta de la
imposibilidad superveniente que es causa de extinción
de los tratados, entre en realidad dentro del error que
vicia el consentimiento. La «duración» se ha inter-
pretado en el sentido de que comprende la duración, la
extinción, la suspensión y la caducidad de los tratados,
pero no su revisión. La revisión, aunque en ciertos
aspectos guarda relación con las cuestiones de extin-
ción y caducidad de los tratados, es un procedimiento
jurídico diferente que plantea complejos problemas pro-
pios y que, por consiguiente, debe ser objeto de examen
por separado. La sucesión de Estados es otro tema que
tiene puntos de contacto con la extinción y caducidad
de los tratados, pero la sucesión de Estados constituye
también en realidad un proceso especial que la Comi-
sión, por esa razón ha decidido ya examinar como
tema aparte.
4. En el presente grupo de artículos se examinan
diversas causas que pueden servir de fundamento a un
Estado para sostener que un tratado concluido por él
no le obliga. Algunas de estas causas, tales como los
efectos de las limitaciones constitucionales, el conflicto
con tratados anteriores y el principio rebus sic stanti-
bus, además de ser discutibles dejan un margen para
las decisiones subjetivas de los Estados interesados.
Estas causas, y otras como el derecho a poner fin a un
tratado que resulta de la violación de éste por la otra
parte, suponen un cierto peligro para la seguridad de
los tratados porque pueden dar lugar a decisiones uni-
laterales de los Estados interesados. De ahí que los
aspectos formales de la anulación o denuncia de un
tratado adquieran particular importancia y se estudien
en el proyecto en una sección aparte.
5. En su decimocuarto período de sesiones, la Comi-
sión decidió, provisionalmente, y con el fin de facilitar
la labor de redacción, seguir el procedimiento utilizado
para el estudio del derecho del mar, y preparar «diver-
sos proyectos de artículos, cada uno de ellos completo
pero estrechamente relacionado a los demás» (A/5209,
capítulo II, párrafo 18). En consecuencia, el presente
grupo de artículos relativos a la «validez esencial, dura-
ción y extinción de los tratados» se ha dispuesto en
forma de proyecto de convención aparte, con el título
de «Parte II». Los artículos comprendidos en esta parte
han sido dispuestos en cinco secciones: i) disposiciones
generales, ii) principios que rigen la validez esencial de
los tratados, iii) principios que rigen la duración, extin-
ción, suspensión y caducidad de los tratados, iv) requi-
sitos procesales relativos a la anulación, la denuncia o
la suspensión de un tratado; y v) consecuencias jurídi-
cas de anulación, la denuncia o la suspensión del tra-
tado. En esta Parte, lo mismo que en la Parte I, el rela-
tor especial ha procurado codificar las normas actuales
del derecho internacional relativas a las materias objeto
del informe. En ciertas cuestiones, no obstante, además
de los elementos de codificación del derecho, los ar-
tículos formulados en el informe contienen elementos de
desarrollo progresivo.
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PROYECTO DE ARTÍCULOS SOBRE
EL DERECHO DE LOS TRATADOS

PARTE II

Validez esencial, duración y extinción de los tratados

SECCIÓN I. — DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. — Definiciones

1. La expresión «Parte I» utilizada en los presentes
artículos indica la Parte I del proyecto de artículos
sobre el derecho de los tratados.
2. Las expresiones definidas en el artículo 1 de la
Parte I tendrán en la presente Parte la misma signi-
ficación que se les atribuye en dicho artículo.
3. A los efectos de los presentes artículos:

a) Por «concertar» un tratado se entiende hacer
constar en la esfera internacional el consentimiento del
Estado para obligarse por un tratado mediante uno de
los procedimientos previstos en la Parte I.

b) Por «denunciar» un tratado se entiende declarar
que un Estado dejará de considerarse obligado por el
tratado, ya sea a partir de la fecha de la declaración,
ya sea a partir de otra fecha.

c) Por «jus cogens» se entiende una norma peren-
toria de derecho internacional general que no admite
excepción más que por una causa expresamente san-
cionada en el derecho internacional general, y que sólo
puede ser modificada o anulada por una norma poste-
rior de derecho internacional general.

Comentario
1. La cuestión de si las diversas Partes del derecho de
los tratados han de refundirse en un solo proyecto de
convención o han de seguir separadas, como partes
completas por sí solas, deberá decidirse más adelante.
Pero, en todo caso, conviene que los términos técnicos
se utilicen de modo uniforme en las diferentes Partes.
Puede suceder que en definitiva se considere más con-
veniente colocar todas las definiciones del derecho de
los tratados en un solo artículo. Mientras tanto, sin
embargo, parece oportuno prever que se aplicarán a la
presente Parte las definiciones contenidas en la Parte I.
Eso es lo que se hace en el párrafo 2 del artículo que
se comenta y el párrafo 1, por conveniencia de redac-
ción, indica que el término Parte I se aplicará siempre
para designar los artículos relativos a la «celebración,
la entrada en vigor y el registro de los tratados» exami-
nados por la Comisión en su 14.° período de sesiones.
2. El párrafo 2 agrega tres nuevas definiciones para
los efectos de la presente Parte. Las que figuran en los
incisos a) y b) no parecen exigir comentario; la defi-
nición de esos dos términos se estima útil para evitar
circunloquios en otros artículos. El término «juscogens»
se define en el inciso c) para los efectos del artículo 13.
Es un término que se comprende bien, pero que no es
fácil definir con precisión. Se estima que lo esencial de
este concepto está en que la regla de jug cogens es una

regla que enuncia una norma de derecho internacional
general que no admite excepción y que no se puede
modificar o dejar sin efecto más que creando otra norma
de derecho internacional general. Por otra parte, parece
oportuno hacer a la frase «que no admite excepción»
la salvedad de una causa «expresamente sancionada por
el derecho internacional», con objeto de prever la posi-
bilidad de ciertas causas como la legítima defensa.

Artículo 2. — Presunción a favor de la validez
del tratado

Todo tratado concertado y puesto en vigor conforme
a las disposiciones de la Parte II se presumirá válido
y obligatorio para las partes, a menos que: a) carezca
de validez esencial con arreglo a las normas enunciadas
en la Sección II de la presente Parte; o b) haya dejado
de estar en vigor conforme a las normas enunciadas en
la Sección III de la presente Parte.

Comentario
Esta Parte del proyecto de artículos contiene una

serie de disposiciones que indican las causas en virtud
de las cuales puede rescindirse el tratado por carecer
de validez esencial o bien denunciarse por no tener ya
la validez que tenía. En consecuencia, parece conve-
niente señalar a la Sección I que la regla primaria es
que todo tratado celebrado y puesto en vigor conforme
a las normas enunciadas en la Parte I del proyectos de
artículos se presume válido y obligatorio. En otras pala-
bras, la carga de la prueba corresponde a la parte que
afirma que un tratado celebrado de modo regular no
es ya obligatorio para ella. Las afirmaciones unilate-
rales del derecho a rescindir o denunciar tratados
fundados en alguna de las causas que se estudian en
esta Parte y hechas simplemente como pretexto para
substraerse a obligaciones incómodas, han sido siempre
une causa de inseguridad de los tratados; y uno de los
problemas más difíciles de esta Parte es formular las
causas de nulidad de modo que no se ofrezcan dema-
siada oportunidad para la rescisión o la denuncia uni-
laterales de los tratados. Por eso se ha considerado
importante subrayar en este artículo que la presunción
es siempre a favor de la validez del tratado celebrado
y puesto en vigor con arreglo a los procedimientos y
normas establecidos en la Parte I.

Artículo 3. — Requisitos de procedimiento para
el ejercicio del derecho

a invalidar o denunciar un tratado

El derecho a invalidar o denunciar un tratado, con-
forme a cualquiera de las disposiciones contenidas en
las Secciones II y III de la presente Parte, sólo podrá
ejercerse según el procedimiento establecido en la Sec-
ción IV.

Comentario
El objeto de este artículo, como el del artículo 2, es

señalar que las causas de invalidación o extinción de
un tratado enunciadas en esta Parte no pueden invo-
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carse a la ligera, ni utilizarse simplemente como un pre-
texto para substraerse a un tratado que no es ventajoso.
Estas causas de invalidación o extinción de un tratado,
legítimas por sí mismas, suponen en efecto ciertos
riesgos para la seguridad de los tratados debido a la
posibilidad de que un Estado afirme arbitrariamente la
existencia de una de esas causas y se constituya en juez
de la validez de su propia afirmación. Por eso casi todos
los comentaristas de esta rama del derecho de los trata-
dos han procurado que el derecho a invalidar o denun-
ciar un tratado esté subordinado en cierto modo al
cumplimiento de requisitos de procedimiento. Si bien
la formulación de requisitos procesales sobre la invali-
dación o denuncia del tratado que tengan alguna
perspectiva de ser aceptados en una conferencia inter-
nacional es labor delicada, ello parece necesario para
plantear el problema correctamente. La Sección IV
contiene las propuestas del relator especial para estos
requisitos; parece conveniente señalar desde ahora en
la presente sección que los derechos de invalidación
y denuncia contenidos en esta Parte están ligados con
los requisitos de procedimiento de la Sección IV.

Artículo 4. — Pérdida del derecho
a invalidar o denunciar un tratado
por renuncia u otros actos propios

El derecho a invalidar o denunciar un tratado, con-
forme a cualesquiera de las disposiciones de las Sec-
ciones II y III de esta Parte, no podrá ejercerse si, des-
pués de tener conocimiento del hecho que crea tal dere-
cho, el Estado interesado: a) ha renunciado a ese dere-
cho; tí) ha aceptado ventajas o exigido el cumplimiento
de obligaciones en virtud del tratado; o c) de otro
modo, por actos u omisiones propios, se ha inhabilitado
para sostener, contra cualquier otra parte o cualesquiera
otras partes, que el tratado carece de validez esencial
0, en su caso, que no sigue en vigor.

Comentario

1. El principio según el cual nadie puede ir contra los
actos propios {preclusion estoppel) es un principio gene-
ral de derecho cuya aplicación en derecho internacional
se admite de modo general y ha sido reconocido
expresamente por la Corte Internacional de Justicia
misma en dos asuntos recientes 1. En virtud de este
principio, una parte no puede adoptar una actitud jurí-
dica que esté en contradicción con sus manifestaciones
o su conducta anteriores cuando la otra parte ha sido
inducida a contraer obligaciones con respecto a la
primera, o atribuirle derechos a ella, confiando en tales
manifestaciones o conducta 2. Si bien en algunos sistemas
de derecho, tales como los del common law, la aplica-
ción de este principio puede estar sujeta hasta cierto

punto a reglas formales3, el principio se basa esencial-
mente en la buena fe y la equidad, que exige que no
se permita a una parte obtener ventajas de sus propias
contradicciones (allegans contraria non audiendus est).
2. La doctrina de la exclusión en virtud de los actos
propios (estoppel) es un principio de aplicación general,
que no se concreta al derecho de los tratados, ni menos
todavía a esta Parte del mismo4, pero que tiene parti-
cular importancia para esta rama del derecho interna-
cional. Según se ha señalado ya en los dos comentarios
anteriores, las causas en virtud de las cuales pueden
invalidarse los tratados con arreglo a la Sección II o
a darse por terminados con arreglo a la Sección III
suponen cierto riesgo de que un tratado sea invalidado
o denunciado arbitrariamente. Otro peligro es el de que
un Estado, después de tener conocimiento de un error
esencial en la celebración del tratado, de un exceso de
poder en que haya incurrido su representante, de una
violación por la otra parte, etc., siga con el tratado
como si nada hubiera sucedido y no plantee la cuestión
hasta mucho después, cuando desee, por razones muy
distintas, poner fin a las obligaciones que tiene contraída
en virtud del tratado. De este modo, en efecto, mucho
después de ocurrido el hecho puede tratar de resucitar
una pretendida causa de nulidad o de extinción basán-
dose en afirmaciones de hecho arbitrarias o discutibles.
La doctrina de los actos propios, si bien no puede
evitar del todo que se invoque arbitrariamente un
derecho a invalidar o denunciar un tratado, limita muy
eficazmente los casos en que esas pretensiones pueden
reivindicarse con visos de legitimidad. Tal ha sido, en
efecto, la intervención que ha tenido esa doctrina en
el asunto del Templo y en el asunto de la Sentencia
arbitral dictada por el Rey de España. En consecuencia,
el relator especial, aun teniendo en cuenta que el
principio es de carácter general, sugiere que se
reconozca de modo expreso en esta Parte su aplicación
particular en la esfera de la validez y la extinción de
los tratados. Además, aunque podrían aducirse lógi-
camente razones para colocar este artículo en una
sección posterior, parère haber ciertas ventajas en
insertarlo entre las «disposiciones generales».

3. Se ha previsto en este artículo la «renuncia»
porque, si bien no es idéntica a la exclusión por actos
propios, está estrechamente relacionada con ésta;
efectivamente, muchos casos de exclusión por actos
propios pueden considerarse también como casos de
renuncia tácita. El inciso a) prevé, pues, los casos
de renuncia expresa del derecho a la anulación de un
tratado por falta de validez esencial o a ponerle
fin mediante denuncia por violación, etc.
4. No se ha considerado necesario u oportuno intentar
en este artículo una definición exhaustiva de los casos

1 The Arbitral Award made by the King of Spain, C. I. J.
Reports, 1960, págs. 213-214; The Temple of Preah Vihear,
C. I. J. Reports, 1962, págs. 23 a 32.

2 En los ordenamientos jurídicos hispánicos este principio se
conoce con la expresión « doctrina de los actos propios ».

3 Véase en general Canadian and Dominion Sugar Co. v.
Canadian National {West Indies) Steamships Ltd. [1947], Law
Reports Appeal Cases, en pág. 55.

4 Véase en general D. W. Bowett, British Yearbook of Inter-
national Law, 1957, págs. 176 a 202; Bin Cheng, General Prin-
ciples of Law, págs. 141 a 149; Magistrados Alfaro y Fitzmau-
rice en The Temple of Preah Vihear, C.I.J. Reports, 1962,
págs. 39 a 65.
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de exclusión por actos propios ya que se trata de
un principio general que puede aplicarse también
fuera del derecho de los tratados. En esta rama del
derecho el caso más obvio y común es probablemente
el que se plantea cuando un Estado, a pesar de tener
conocimiento de la existencia de una causa de nulidad
o de extinción, invoca el tratado, ya sea para reivindicar
derechos, ya sea para exigir el cumplimiento de obli-
gaciones. Ello se menciona pues expresamente en el
inciso b), mientras que el principio general de la
exclusión por actos propios se trata en el inciso c).
5. Los incisos b) y c se basan en las decisiones de
la Corte con motivo del asunto del Templo y del
asunto de la Sentencia arbitral dictada por el Rey de
España, de donde se desprende claramente que la
doctrina de los actos propios comprende tanto los actos
propiamente dichos como las omisiones. En el asunto
del Templo, en el que se ventilaba la pretensión de
dejar sin efecto un acuerdo fundado en la existencia
de un error, la Corte declaró lo siguiente:

«Aun cuando hubiese dudas en cuanto a la
aceptación por Siam, en 1908, del mapa, y por
consiguiente de la frontera que en él se indica, la
Corte, teniendo en cuenta los acontecimientos poste-
riores, consideraría que Tailandia, por su conducta,
no puede afirmar hoy que no ha aceptado el mapa.
Durante cincuenta años ese Estado ha gozado de
las ventajas que le proporcionaba el Convenio de
1904, aunque no sea más que la ventaja de una
frontera estable. Francia y, por conducto de ésta,
Camboya, confiaron en la aceptación de ese mapa.
Como ninguna de las Partes puede invocar el
error, poco importa saber si esa confianza se basaba
o no en la convicción de la exactitud del mapa.
Tailandia no puede hoy, a la vez que sigue invo-
cando los beneficios del acuerdo y gozando de ellos,
negar que haya sido jamás parte consistente en el
arreglo.» 5

En el asunto de la Sentencia arbitral Nicaragua trató
de que se declarase la nulidad en la sentencia basán-
dose en tres razones, una de las cuales era la de que
el tratado de arbitraje en que se estipulaba la consti-
tución del tribunal había expirado antes de la desi-
gnación del Rey de España como arbitro. El Tribunal,
no obstante, dijo lo siguiente:

«Nicaragua, con sus declaraciones expresas y su
conducta, ha reconocido la validez de la sentencia
arbitral y no tiene ya derecho a retractarse de ese
reconocimiento para impugnar la validez de la
sentencia. El hecho de que Nicaragua no hiciese
sentencia hasta varios años después de haber tenido
ninguna objeción en cuanto a la validez de la
conocimiento de su texto completo confirma la
conclusión a que ha llegado la Corte.» 6

Con los incisos b) y c), cuya formulación se basa en

5 The Temple of Preah Vihear, International Court of
Justice, Reports 1962, pág. 32.

6 The Arbitral Award made by the King of Spain, Inter-
national Court of Justice Reports, 1960, pág. 213.

la jurisprudencia de la Corte en estos dos asuntos, se
ha querido abarcar en conjunto todo el principio de la
exclusión por actos propios.

SECCIÓN II. — PRINCIPIOS QUE RIGEN LA VALIDEZ
ESENCIAL DE LOS TRATADOS

Artículo 5. — Limitaciones constitucionales a la facultad
para concertar tratados

1. Cuando la constitución de un Estado:
a) Prescriba que no se concertarán tratados, o

determinadas clases de tratados, sin haber sido previa-
mente presentados a un determinado órgano del Estado
para su confirmación o aprobación, o que esos
tratados no obligarán al Estado o no surtirán efectos
en el derecho interno del Estado a menos que previa-
mente hayan sido ratificados o aprobados por un
órgano determinado del Estado, o

b) Contenga otras disposiciones que limiten el
ejercicio de la facultad para concertar tratados o la
validez de los tratados en el derecho interno, el efecto
de tales disposiciones sobre la validez esencial de los
tratados se determinará conforme a las normas
contenidas en los siguientes párrafos de este artículo.
2. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 4, un
Estado no podrá negar la validez en derecho inter-
nacional del acto de un representante suyo por el cual,
sin tener en cuenta las disposiciones pertinentes de
la Constitución, ese representante haya manifestado
concertar un tratado en su nombre, cuando:

a) En el caso de un tratado que se haga obligatorio
por la firma, conforme a los artículos 11 y 12 de la
Parte I, el tratado haya sido firmado por un repre-
sentante que, conforme a las normas enunciadas en
el artículo 4 de la Parte I sea competente para obligar
al Estado con su firma;

b) En los demás casos, se haya canjeado o depo-
sitado un instrumento de ratificación, aceptación, apro-
bación o adhesión de conformidad con el tratado y
el instrumento parezca manifiestamente haber sido
ejecutado en debida forma por un representante del
Estado que, conforme a las normas enunciadas en el
artículo 4 de la parte I, sea competente para ello.
3. En los casos previstos en el párrafo 2:

a) Si el tratado está ya en vigor, o entra en vigor
por la firma inconstitucional u otro acto inconstitu-
cional de su órgano, el Estado interesado no podrá
retirar su consentimiento para obligarse por el tratado
más que con el acuerdo de la otra parte o de las otras
partes en el tratado;

b) Si el tratado no está todavía en vigor, el Estado
interesado podrá sin embargo retirar la firma inconsti-
tucional u otro acto inconstitucional de su órgano
en cualquier momento antes de que el tratado entre
en vigor, mediante notificación al depositario y a la
otra parte o a las otras partes en el tratado.
4. a) No serán aplicables los párrafos 2 y 3 si el
otro Estado o los otros Estados interesados o el depo-
sitario hubiesen tenido en realidad conocimiento a su
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tiempo de que el representante carecía de facultades
constitucionales para hacer constar el consentimiento
de su Estado en obligarse por el tratado, o si, dadas
las circunstancias del caso, su falta de facultades
constitucionales para obligar a su Estado fuese mani-
fiesta para cualquier representante de un Estado
extranjero que negociase la cuestión de buena fe.

b) En los casos mencionados en el inciso a), el
Estado interesado podrá en cualquier momento anular
la firma de su representante o retirar el instrumento
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesion
canjeado o depositado en su nombre, siempre que:
i) No haya ratificado posteriormente el acto no

autorizado de su representante;
ii) No se haya conducido de modo que haga apli-

cables al caso las disposiciones del artículo 4 de
esta Parte.

Comentario
1. Las limitaciones constitucionales que afectan el
ejercicio de la facultad para concertar tratados asumen
diversas formasT. Algunas constituciones tratan de
impedir que el Ejecutivo concluya tratados o deter-
minados tipos de tratados, salvo con el consentimiento
previo de un órgano legislativo; otras prevén que los
tratados no tendrán fuerza de ley dentro del Estado a
menos que hayan sido «aprobados» o confirmados de
alguna manera por un órgano legislativo; en otras
constituciones figuran normas fundamentales que sólo
pueden ser alteradas por un procedimiento especial
de reforma constitucional, lo que impone así indi-
rectamente restricciones a las facultades del poder
ejecutivo para celebrar tratados. Jurídicamente, cabe
hacer una distinción en el derecho interno entre las
disposiciones que señalan límites constitucionales a las
facultades de un gobierno para concertar tratados y
las que simplemente coartan las facultades de ese
gobierno para dar efectividad a un tratado dentro del
derecho interno del Estado sin cierto tipo de apro-
bación del mismo por el órgano legislativo. Puede
decirse que las primeras afectan las facultades reales
del Ejecutivo para celebrar un tratado, en tanto que
las segundas simplemente restringen las facultades para
dar aplicación a un tratado después de celebrado.
Políticamente, sin embargo, los efectos de ambos tipos
de disposiciones en el ejercicio de la facultad para
concertar tratados no parecen diferir gran cosa, ya que
un gobierno responsable nunca hará a sabiendas que
el Estado se obligue por un tratado si no tiene
seguridades razonables de que ha de lograr que el
órgano legislativo apruebe los cambios en el derecho
interno que sean necesarios para cumplir sus obliga-
ciones conforme al tratado. La cuestión que se plantea
en relación a los artículos 4 y 5 es la de si esas
limitaciones constitucionales afectan —y en caso
afirmativo, en qué grado— la validez en derecho inter-
nacional del consentimiento dado a un tratado por

un agente del Estado ostensiblemente facultado para
hacer constar ese consentimiento. Sobre esta cuestión,
las opiniones se hallan muy divididas.
2. Un grupo de tratadistas 8 sostiene que el derecho
internacional deja que el derecho interno de cada
Estado determine los órganos y procedimientos por
los cuales el consentimiento del Estado para obligarse
por un tratado ha de formularse y expresarse; y que
han de tenerse siempre en cuenta las normas consti-
tucionales que rigen la formación y expresión del
consentimiento de un Estado en un tratado al consi-
derar si un acto internacional de firma, ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión obliga efectivamente
al Estado. Según esta doctrina, las leyes internas que
limitan las facultades de los órganos del Estado para
concluir tratados han de considerarse parte del
derecho internacional a fin de anular, o por lo menos
hacer anulable, todo consentimiento dado a un tratado
en el plano internacional contraviniendo una limitación
constitucional; el agente que manifiesta comprometer
al Estado y contraviene lo dispuesto en la constitución
es totalmente incompetente tanto en derecho inter-
nacional como en derecho interno para hacer constar
el consentimiento de ese Estado en el tratado. Si se
acepta esta doctrina, la consecuencia es que los demás
Estados no pueden confiar en las facultades ostensibles
que para obligar al Estado poseen los jefes de Estado,
primeros ministros, ministros de relaciones exteriores,
etcétera, conforme al artículo 4 de la Parte 1; tendrán
que estudiar en cada caso si no están infringiendo las
disposiciones de la constitución del Estado o correr
el riesgo de comprobar posteriormente que el tratado
es nulo. Para quienes defienden esta doctrina, el debi-
litamiento de la seguridad de los tratados que la
misma entraña queda más que compensado por la
necesidad de que los principios democráticos cuenten
con el apoyo del derecho internacional en lo que se
refiere a la concertación de los tratados.
3. El primer Relator Especial del derecho de los
tratados designado por la Comisión, Profesor Brierly,
adoptó este punto de vista y, en 1951, la propia
Comisión aprobó un artículo basado en tal criterio 9.
Algunos miembros, sin embargo, hicieron fuertes
críticas de la doctrina según la cual las limitaciones
constitucionales quedan incorporadas al derecho inter-
nacional y el Sr. Kerno, Secretario General Adjunto,
expresó temores en cuanto a las dificultades que
aquélla podía suponer para los depositarios. Durante
el debate, el Relator Especial dijo que la decisión de

T Véase United Nations Legislative Series, Laws and Prac-
tices concerning the Conclusion of Treaties (ST/LEG/SER.B/3).

8 P. e., M. W. Schücking, Annuaire de l'Institut de droit
international, 1930, pág. 225; P. Chailley, La Nature juridique
des traités internationaux selon le droit contemporain, págs.
175 y 215; S. B. Crandall, Treaties, Their Making and Enfor-
cement, págs. 13 y 14; C. De Visscher, Bibliotheca Visseriana,
vol. 2 (1924), pág. 98.

8 Artículo 2 : « Un tratado llega a ser obligatorio con res-
pecto a un Estado mediante la firma, la ratificación, la adhesión
o cualesquiera otros medios de expresar la voluntad del Estado,
conforme a su derecho y su práctica constitucionales, por
intermedio de un órgano competente a ese efecto. » (Yearbook
of International Law Commission, 1951, vol. II, pág. 73; texto
expañol en A/CN.4/L.28, pág. 2.)
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la Comisión se había basado, más que en principios
jurídicos, en la consideración práctica de que los
Estados no aceptarían ninguna otra norma.
4. Un segundo grupo de tratadistas10, si bien
aceptan la incorporación de las limitaciones consti-
tucionales al derecho internacional, reconocen que es
esencial calificar en cierto grado esa doctrina a fin de
que no quede socavada de los tratados. Según este
grupo, la buena fe exige que solamente se tomen en
cuenta las limitaciones constitucionales que, por su
índole notoria, sea razonable esperar que otros
Estados conozcan. Según esta tesis, el Estado que
impugna la validez de un tratado por razones consti-
tucionales sólo puede invocar las disposiciones de su
constitución que son notorias o que podían haberse
averiguado fácilmente mediante consulta. Además,
algunos autores de este grupo sostienen asimismo que
el Estado que invoca sus disposiciones constitucionales
para anular su firma, ratificación, etc., de un tratado,
debe resarcir a la otra parte que «confió, de buena
fe y sin falta por su parte, en la autoridad aparente
de los órganos constitucionales normales del Estado» n .
Sostienen también que el Estado que deja transcurrir
un período excesivo antes de invocar la falta de validez
de un tratado, o que reivindica derechos conforme al
tratado, puede quedar inhabilitado para impugnar la
fuerza obligatoria de su firma, ratificación, etc.
5. El segundo Relator Especial del derecho de los
tratados designado por la Comisión, Sir H. Lauter-
pacht, pertenecía a este grupo: en el artículo 11 de su
primer informe 12 propuso las siguientes normas sobre
la cuestión de las limitaciones constitucionales:

«1. Un tratado será anulable, a petición de
parte interesada, cuando se haya concertado infrin-
giendo las limitaciones impuestas por el derecho y
la práctica constitucionales.

2. Atendidas las circunstancias de cada caso, se
podrá considerar que una parte contratante ha
renunciado al derecho de impugnar la validez de
un tratado concertado con infracción de las limi-
taciones constitucionales, si deja transcurrir un plazo
prolongado sin invocar su nulidad, o ha ejecutado
las disposiciones del tratado u obtenido de él alguna
ventaja.

3. Cuando un tratado se declare nulo por
infringir las disposiciones constitucionales impuestas

10 P.e., Lord McNair, Law of Treaties (1961), cap. Ill; Paul
De Visscher, De la conclusion des traités internationaux (1943),
pág. 275; P. Guggenheim, Recueil des cours de l'Académie de
droit international, vol. 74 (1949), pág. 236; J. Mervyn Jones,
Full Powers and Ratification (1946), págs 154 y 155; Sir
H. Lauterpacht, «Primer informe sobre el derecho de los trata-
dos», Yearbook of the International Law Commission, 1953,
vol. II, págs. 141 a 146 (texto español en A/CN.4/63, pág. 160
a 177).

11 Sir H. Lauterpacht, ibid., pág. 143; (texto español en
A/CN.4/63, pág. 166); véase también Lord McNair, op. cit.,
pág. 77; Research in International Law, Harvard Law School,
part l u , Law of Treaties, art. 21.

12 Sir H. Lauterpacht, ibid., pág. 141 (texto español en A/
CN.4/63, pág. 160).

por el derecho o la práctica de una parte contratante,
dicha parte será responsable de los perjuicios que
sufra la otra parte contratante, si no se puede
alegar con fundamento que ésta tenía conocimiento
de las limitaciones constitucionales mencionadas.

4. Una parte podrá invocar la nulidad de un
tratado alegando que se ha concertado con infrac-
ción de las limitaciones constitucionales de la otra
parte contratante.

5. La parte que alegue la nulidad de un tratado,
fundándose en una infracción de las limitaciones
constitucionales, estará obligada, en caso de desa-
venencia, a someter el fondo del litigio o la cuestión
de los perjuicios a la Corte Internacional de Jus-
ticia o a cualquier otro tribunal internacional
aceptado por las partes.»

Al presentar estas propuestas, Sir H. Lauterpacht man-
tuvo que la práctica de los Estados y la gran mayoría
de los tratadistas modernos apoyaban tal tesis concilia-
toria del principio fundamental de la nulidad de los actos
ejecutados por agentes del Estado excediéndose de sus
facultades constitucionales y de los requisitos de buena
fe y de seguridad de los tratados. La Comisión pro-
piamente dicha no tuvo oportunidad de discutir esas
propuestas.

6. Presenta ciertas dificultades lógicas y de tipo
práctico la solución de transacción basada en la hipó-
tesis inicial de la falta de validez, en derecho inter-
nacional, de la firma, ratificación, etc., inconstitucional
de un tratado. Si una limitación constitucional enun-
ciada en el derecho interno de un Estado ha de consi-
derarse tan efectiva en derecho internacional que
restringe la facultad de un jefe de Estado u otro agente
del Estado para hacer constar el consentimiento del
Estado en un tratado, cabe preguntar en virtud de
qué principio una limitación «notoria» surte efectos
al respecto y en cambio no ocurre así con una limi-
tación «no notoria». Según el derecho interno del
Estado, ambos tipos de limitaciones surten efectos
jurídicos y restringen la facultad del agente para
concluir el tratado. Análogamente, si la limitación
constitucional surte en derecho internacional el efecto
de privar al agente de toda facultad para comprometer
al Estado con respecto al tratado, acaso no sea fácil
comprender en virtud de qué principio el Estado ha
de responder internacionalmente de los daños y per-
juicios originados por la firma, ratificación, etc., no
autorizada del tratado por su agente. Si la firma, rati-
ficación, etc., del tratado inicial no puede atribuirse
al Estado por falta de autorización, no parece lógico
que ninguno de los actos posteriores de su agente en
lo que respecta al mismo tratado pueda atribuirse
tampoco al Estado. Cabe agregar que si se considera
que las disposiciones de derecho constitucional interno
quedan incorporadas al derecho internacional, no hay
ninguna razón evidente para que la inconstitucionalidad
de un tratado sea una cuestión que únicamente pueda
alegarse por el Estado cuya constitución es la causa
de su invalidez, y no por las demás partes en el
tratado.
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7. Las dificultades de tipo práctico son aun más
formidables, ya que la noción de que puede esta-
blecerse fácilmente una distinción entre las limitaciones
constitucionales «notorias» y las «no notorias» resulta
en gran parte ilusoria. Es cierto que existen en la
actualidad varias colecciones de textos constitucionales
y que las Naciones Unidas ha publicado un volumen
titulado Laws and Practices concerning the Conclusion
of Treaties " a base de la información suministrada
por gran número de Estados. Desgraciadamente, sin
embargo, ni las colecciones de textos constitucionales
ni la información suministrada por las Naciones Unidas
son en modo alguno suficientes para permitir que los
Estados extranjeros aprecien con el grado apetecido de
certeza si un tratado particular queda o no compren-
dido en una determinada disposición constitucional.
Algunas de esas disposiciones se prestan a interpreta-
ciones subjetivas, por ejemplo la exigencia de que los
tratados «políticos» o los tratados de «importancia
especial» se sometan al órgano legislativo; algunas
constituciones no exponen clara y expresamente si
la limitación se refiere a la facultad para celebrar
tratados o a su aplicabilidad en el derecho interno.
Pero incluso cuando las disposiciones constitucionales
parecen ser claras y sin complicaciones, la claridad y
notoriedad superficial de las limitaciones pueden
resultar muy engañosas, como ocurre en el caso de la
Constitución de los Estados Unidos. En la mayoría
de los casos en que la propia constitución contiene
limitaciones aparentemente rigurosas y exactas, ha
resultado necesario, sin embargo, admitir que el
poder ejecutivo debe gozar de amplia libertad para
celebrar tratados en forma simplificada sin ajustarse
al procedimiento estricto prescrito en la constitución;
y este uso de la facuidad de concertar tratados sola-^
mente se armoniza con la letra de la constitución
mediante un proceso de interpretación o haciendo
entrar en juego inteligencias políticas. Por lo demás,
la práctica constitucional relativa a los tratados en
forma simplificada tiende a ser un tanto flexible; y la
cuestión de si un tratado particular ha de considerarse
o no conforme a los procedimientos enunciados en la
constitución llega a ser así, en cierta medida, un
asunto de discreción política del poder ejecutivo, cuya
decisión podrá posteriormente impugnarse en el órgano
legislativo o en los tribunales.

8. Sin duda, sigue siendo cierto que en varios casos
podrá afirmarse que determinada disposición consti-
tucional es notoria y clara y que determinado tratado
queda comprendido en ella. Pero es igualmente cierto
que son muchos los casos en que ni un Estado
extranjero, ni el propio gobierno nacional, puede juzgar
de antemano con certeza si un tratado particular, de
ser impugnado, se consideraría comprendido conforme
al derecho interno en la limitación constitucional, o
si un tribunal internacional estimaría que esa dispo-
sición constitucional es «notoria» y «clara» a los
efectos del derecho internacional. En consecuencia,

la solución de transacción defendida por Sir H. Lau-
terpacht y por otras autoridades en la materia parece
eliminar tan sólo una pequeña proporción de los
riesgos que para la seguridad de los tratados supone
el hecho de que las limitaciones constitucionales surtan
en derecho internacional el efecto de limitar la auto-
rización que, para actuar en nombre del Estado,
poseen ostensiblemente determinados agentes del
Estado conforme al derecho consuetudinario.
9. Un tercer grupo de tratadistas 14 considera que el
derecho internacional no solamente deja que cada
Estado determine los órganos y procedimientos por
los cuales se formula su consentimiento para celebrar
tratados, sino que además sólo tiene en cuenta las
manifestaciones externas de ese consentimiento en el
plano internacional. Según este grupo de autores,
el derecho internacional determina los procedimientos
y las condiciones conforme a los cuales los Estados
expresan su consentimiento para quedar obligados por
los tratados en el plano internacional; regula no sola-
mente el procedimiento que ha de seguirse para
consentir en un tratado sino también las condiciones
en que las diversas categorías de agentes de Estado
han de reconocerse competentes para cumplir ese
procedimiento en nombre de su Estado. En conse-
cuencia, cuando un agente, competente conforme al
derecho internacional para comprometer al Estado y
aparentemente autorizado por el gobierno del Estado
para hacerlo, expresa el consentimiento del Estado en
un tratado por alguno de los procedimientos estable-
cidos, ha de considerarse en derecho internacional que
el Estado queda obligado por el tratado. Conforme
a esta doctrina, la falta de cumplimiento de los requi-
sitos constitucionales puede entrañar la nulidad del
tratado como derecho interno y hacer que el agente
o el gobierno sea objeto de un procedimiento legal
conforme a la legislación interna; pero no afecta la
validez esencial del tratado en el derecho interna-
cional si el agente ha actuado dentro de los límites de
sus facultades ostensibles conforme al derecho inter-
nacional. Algunos miembres de este grupo 15 atenúan
el rigor de la norma cuando el otro Estado tiene en
realidad conocimiento de que se han dejado de
cumplir los requisitos constitucionales o cuando la
falta de autorización constitucional es tan manifiesta

13 United Nations Legislative Series, Laws and Practices
concerning the Conclusion of Treaties (ST/LEG/SER.B/3).

14 P.e., Anzilotti, Cours de droit international (traducción de
Gidel), vol. 1 (1929), págs. 366 y 367; G. Scelle, Précis du droit
des gens, vol. 2 (1934), pág. 455; Sir G. Fitzmaurice, British
Yearbook of International Law, vol. 15 (1934), págs. 129 a 137;
I. Seild-Hohenveldern, International and Comparative Law
Quaterly, vol. 12 (1963), págs. 102 y 103; Blix, Treaty-making
Power (1960), capítulo 24; y véase UNESCO, Survey of the
Ways in which States interpret their International Obligations,
págs. 7 y 8.

15 J. Basdevant, por ejemplo, si bien sostiene que los Estados
han de poder, en general, confiar en las facultades ostensibles
del agente de un Estado, sin tener en cuenta las limitaciones
constitucionales de esas facultades, considera que ello no debe
aplicarse cuando se trata de une « violación manifiesta de la
constitución de un Estado»; Recueil des cours de VAcadémie
de droit international, 1926, vol. V, pág. 581; véase también
UNESCO, Survey on the Ways in which States interpret their
International Obligations (P. Guggenheim), pág. 8.
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que ha de presumirse que el otro Estado tenía cono-
cimiento de ello. Esta solución conciliatoria, que toma
como punto de partida la supremacía de las normas
internacionales sobre celebración de los tratados, no
parece presentar las mismas dificultades lógicas que
la fórmula de transacción apoyada por el grupo
anterior. Como el principio fundamental, según el
tercer grupo, es que el Estado puede presumir el
carácter regular de todo lo que se haga dentro de las
facultades ostensibles de un agente competente
conforme al derecho internacional, parece lógico que
el Estado no pueda hacerlo cuando sabe, o puede
presumirse en derecho que sabe, que en el caso parti-
cular de que se trata esas facultades no existen.

10. El tercer Relator Especial de la Comisión,
Sir G. Fitmaurice, pertenecía a este tercer grupo, y
en su tercer informe sobre del derecho de los tratados
(A/CN.4/115) propuso un artículo (artículo 10)
conforme al cual las disposiciones constitucionales no
surtían efecto en la validez esencial de un tratado,
cualesquiera que fuesen las circunstancias. Estimó que
ésta era «la tesis correcta desde el punto de vista
internacional» y que las doctrinas que reconocían la
efectividad de las limitaciones constitucionales en el
derecho internacional eran difíciles de conciliar con
el principio de la supremacía del derecho internacional
sobre el derecho interno.

11. La mayoría de los autores que defienden la
tesis constitucional en relación con el problema parecen
hacerlo fundándose más bien en bases teóricas que
en un examen detenido de la jurisprudencia inter-
nacional y de la práctica de los Estados. Efectivamente,
los testimonios que ofrecen estas fuentes, aunque no
enteramente decisivos, parecen apoyar una solución
basada en la tesis del tercer grupo. Por supuesto, la
jurisprudencia internacional no es abundante ni con-
cluyente. Las sentencias arbitrales dictadas en los
asuntos de Cleveland 16 (1888) y de George Pinson 17

(1928), aunque no contienen ninguna decisión precisa
al efecto, formulan algunas observaciones a favor de
la pertinencia de las disposiciones constitucionales en
relación con la validez internacional de los tratados. En
cambio, en los asuntos del Régimen aduanero franco-
suizo1' (1912) y Río-Martin13 (1924) los arbitros
se pronunciaron claramente cuando se negaron a tener
en cuenta supuestas infracciones de las limitaciones
constitucionales y sostuvieron la validez de un protocolo
y de un canje de notas respectivamente; también en
el asunto Metzger20 figura una observación en el
mismo sentido. Asimismo, los fallos en los asuntos de
Groenlandia oriental21 y de las Zonas francas22,
aunque no tratan directamente la cuestión, parecen

16 Moore, International Arbitrations, vol. 2, pág. 1946.
l r Naciones Unidas, Reports of International Arbitral Awards,

vol. V, pág. 327.
« Ibid., vol. XI, pág. 411.
i» Ibid., vol II, pág. 724.
20 Foreign Relation* of the United Stale's, 1901, pac. 262.
« C.P.I.I., Series A/B, N.° 53, págs 56 a 71 y pág. 91.
22 C.P.J.I., Series A/B, N.° 46, pág. 170.

indicar que la Corte Internacional no estaba dispuesta
a ir más allá de las facultades ostensibles que, conforme
al derecho internacional, tienen los agentes —respec-
tivamente un Ministro de Relaciones Exteriores y un
agente en los asuntos mencionados— para obligar a
sus Estados.
12. En cuanto a la práctica de los Estados, en
una obra reciente se examinan en detalle varios inci-
dentes diplomáticos23. En estos incidentes figuran
ejemplos en los que se alegó la falta de validez de
tratados por razones constitucionales, pero en ninguno
de ellos tal alegación fue reconocida por la otra parte
en la controversia. Además, en tres casos —la
admisión de Luxemburgo, el incidente Politis y el
ingreso de Argentina— la Sociedad de las Naciones
parece haberse guiado por el principio de que el
consentimiento dado en el plano internacional por un
agente del Estado ostensiblemente competente no
queda invalidado por la posterior revelación de que
ese agente carecía de facultades constitucionales para
obligar a su Estado. Asimismo, los depositarios de
tratados, si bien se han preocupado por las facultades
ostensibles de los agentes del Estado conforme al
derecho internacional y por la regularidad de la
forma de las plenipotencias y de los instrumentos de
ratificación, aceptación, etc., nunca se han preocupado,
en cambio, de las facultades constitucionales del agente
que firma el tratado o deposita el instrumento de
ratificación, aceptación, etc. En un caso, el Gobierno
de los Estados Unidos, como depositario, parece haber
presumido que una notificación de adhesión a un
acuerdo, ostensiblemente en debida forma, no podía
ser retirada so pretexto de falta de facultades consti-
tucionales, salvo con el consentimiento de las demás
partes24. Tampoco los agentes de los Estados, al
celebrar tratados, tienen por práctica hacer indaga-
ciones mutuas sobre sus facultades constitucionales
para firmar el tratado o depositar el instrumento de
ratificación, aceptación, etc. Es cierto que en el asunto
de Groenlandia oriental, Dinamarca admitió que en
principio eran procedentes las disposiciones constitu-
cionales de Noruega al apreciar el efecto de la Decla-
ración Ihlen, aunque impugnó su procedencia en las
circunstancias particulares del asunto. Es cierto también
que, en el decimoséptimo período de sesiones de la
Asamblea General, el representante italiano en la
Sexta Comisión mostró preocupación por ciertos
pasajes del informe de la Comisión de Derecho Inter-
nacional (A/5209) que parecían entrañar un punto
de vista desfavorable a la pertinencia de las dispo-
siciones constitucionales al determinar la cuestión del
consentimiento de un Estado en derecho internacional.
Pero otros Estados, como Suiza, Estados Unidos
y Luxemburgo, se han manifestado muy claramente
en sentido contrario y el peso de la práctica de los
Estados parece inclinar la balanza en este sentido.

13. El actual Relator Especial ha basado sus pro-
puestas en el principio de que la declaración del

23 H . Blix, op. cit., capítulo 20.
24 H . Blix, op. cit., pág. 267.
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consentimiento de un Estado para quedar obligado por
un tratado compromete a ese Estado si se hace por
un agente que ostensiblemente está facultado conforme
al derecho internacional para hacer esa declaración
particular en nombre de su Estado. Al adoptar esta
actitud, se ha guiado principalmente por las indi-
caciones contenidas en la jurisprudencia internacional
y en la práctica de los Estados, así como también por
las normas relativas a la celebración de los tratados
ya adoptados provisionalmente por la Comisión en la
Parte I. Tampoco podía dejar de tener en cuenta que
la propia Comisión, al examinar las facultades de los
agentes para firmar, ratificar, etc., un tratado, en el
artículo 4 de la Parte I, y las cuestiones de la firma,
!la ratificación y la aceptación, en los artículos 11,
12 y 14 de esa Parte, se mostró francamente reacia
a introducir en esos artículos cualquier referencia a
las normas y prácticas constitucionales diversas que
siguen los distintos Estados.
14. Otras consideraciones de tipo más general parecen
justificar también la renuencia de la Comisión a incor-
porar al derecho internacional las disposiciones cons-
titucionales de los distintos Estados. El derecho inter-
nacional ha ideado varios procedimientos de
concertación de tratados —ratificación, aceptación y
aprobación— expresamente con el propósito de per-
mitir que los gobiernos reflexionen detenidamente
sobre el instrumento antes de decidir si sus países
deben o no ser parte en él, así como también con el
fin de permitirles satisfacer cualesquiera requisitos
constitucionales internos. Cuando un tratado queda
sujeto a ratificación, aceptación o aprobación, parece
que los Estados negociadores tienen todas las opor-
tunidades que razonablemente cabe exigir para poner
en práctica los principios democráticos de la concer-
tación de los tratados. No es razonable esperar que
cada gobierno tenga posteriormente que seguir de cerca
la tramitación interna del tratado por cada uno de
los demás gobiernos; es más, cualquier indagación que
hagan otros gobiernos sobre las razones constitu-
cionales de la tramitación interna de un tratado se
considerará sin duda como una injerencia inadmisible
en los asuntos del país. Lo mismo cabe decir de los
casos de adhesión, en los que el gobierno tiene
plenas oportunidades para estudiar el tratado y satis-
facer las exigencias constitucionales antes de adoptar
cualquier medida en el plano internacional por la que
se adhiere al tratado. También en el caso del tratado
que se hace obligatorio mediante la firma, el gobierno,
que autoriza el uso de este procedimiento, sabe bien
cuál es el objeto del tratado antes de que se inicien las
negociaciones y, con los métodos modernos de comu-
nicaciones, normalmente está al tanto del contenido
exacto del tratado antes de que su representante
proceda a firmarlo; además, si lo juzga oportuno,
puede dar instrucciones a su representante para que
firme «ad referendum». Se reconoce por supuesto que,
en el caso de los tratados que se hacen obligatorios
mediante la firma, y especialmente los de forma simpli-
ficada, puede haber un peligro ligeramente mayor de
que se pase por alto una disposición constitucional;

pero, incluso en esos casos, el gobierno dispone de
todos los medios necesarios para controlar los actos
de su representante y para satisfacer cualesquiera
exigencias constitucionales. En otras palabras, en todos
los casos el incumplimiento de las disposiciones consti-
tucionales al concluir un tratado constituye respon-
sabilidad clara del gobierno del Estado interesado.
15. La mayoría de los incidentes diplomáticos en los
que los Estados han alegado sus requisitos constitu-
cionales como causa de invalidez han sido asuntos
en los que, por razones muy diferentes, deseaban
eludir sus obligaciones convencionales. Además, en la
mayoría de esos casos la otra parte en la controversia
ha impugnado la tesis de que el incumplimiento de las
disposiciones constitucionales podía en lo sucesivo
constituir causa para invalidar un tratado celebrado
por representantes que ostensiblemente poseían auto-
rización del Estado para ello. Cuando un gobierno se
encuentra realmente en dificultades constitucionales a
raíz de la celebración de un tratado y plantea pron-
tamente el asunto, parece que por lo general puede
salvar el obstáculo constitucional con medidas internas
y obtener mientras tanto la indulgencia necesaria de
las demás partes. En tales casos, la dificultad parece
obedecer a menudo a que se plantea la cuestión, no
ya en el órgano legislativo cuyo consentimiento se ha
pasado por alto, sino más bien ante los tribunales,
cuando la validez del tratado como derecho interno
se impugna por razones constitucionales25. A veces
los tribunales nacionales parecen haber estimado que
un tratado, constitucionalmente inválido en el derecho
interno, dejaba también automáticamente de surtir
efectos en el plano internacional. Pero más a menudo
han considerado que los aspectos internacionales de
la cuestión quedaban fuera de su competencia o que
si se reputaba el tratado constitucionalmente inválido,
el Estado podría verse imposibilitado para cumplir
sus obligaciones internacionales. Cuando se vea ante
una decisión judicial que niegue la validez consti-
tucional de un tratado, un gobierno procurará normal-
mente regularizar su posición en relación con el tratado
adoptando las medidas pertinentes en la esfera interna
o internacional.
16. El Relator Especial no deja de apreciar toda la
importancia que tienen las limitaciones impuestas
constitucionalmente a la facultad para concertar
tratados. Teniendo todo en cuenta, sin embargo,
considera que la Comisión debe atribuir mayor impor-
tancia a la necesidad de salvaguardar la seguridad de
los acuerdos internacionales. La complejidad de las
disposiciones constitucionales y su aplicación incierta,
incluso cuando son aparentemente claras, pueden
suponer un riesgo demasiado grave para la seguridad
de los tratados si se admite que esas disposiciones
constitucionales rigen el alcance de las facultades inter-
nacionales de los agentes de un Estado para concluir
tratados en su nombre. Al enunciar el artículo que se

-° P.e., Prosecution for Misdemeanours (Germany) Case,
(International Law Reports, 1955, págs. 560 y 561); Belgian
State v. Leroy (ibid., págs. 614 a 616).
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comenta, por tanto, ha tomado como punto de partida
el principio de que el Estado queda obligado por los
actos que efectúan sus agentes dentro de los límites
de sus facultades ostensibles conforme al derecho
internacional.
17. El párrafo 1 define las condiciones para la
aplicación del artículo que se examina y enuncia los
tipos de limitaciones constitucionales a la facultad de
concertar tratados que lo hacen aplicable. Como ya
se ha dicho en el párrafo 1 de este comentario, puede
sostenerse que las disposiciones constitucionales que
sólo se refieren a la validez de los tratados en el
derecho interno no son pertinentes en absoluto en
cuanto a la validez internacional de los tratados. En
la práctica, sin embargo, afectan las facultades de los
agentes del Estado para concertar tratados y a veces
puede alegarse, aunque erróneamente, que privan a
esos agentes de facultades constitucionales para
comprometer al Estado. En consecuencia, parece
conveniente prever este tipo de limitaciones en el
artículo y si «las facultades ostensibles» se aceptan
como criterio procedente, no hay ninguna razón para
establecer una distinción, por muy correcta que sea
jurídicamente, entre las limitaciones a la facultad
para comprometer al Estado externamente y las limi-
taciones a la facultad para obligarlo en el plano interno.
No, obstante, si la Comisión adoptase la tesis de que
las limitaciones constitucionales han de considerarse
como parte del derecho internacional, habría que
distinguir entre los dos tipos de limitaciones.

18.. El párrafo 2 enuncia la regla general de que
los Estados se obligan internacionalmente por los
actos que efectúen sus agentes dentro de los límites
de las facultades que ostensiblemente poseen conforme
al derecho internacional. El inciso a) prevé el caso
de los tratados que se hacen obligatorios por la firma,
en tanto que el inciso b) se refiere a los tratados
sujetos a ratificación, aceptación o aprobación. En
ambos casos, las normas para determinar las «facul-
tades ostensibles» son las que figuran en el artículo 4
de la Parte I, ya adoptadas provisionalmente por la
Comisión.
19. El párrafo 3 enuncia la situación jurídica que
es consecuencia de la aplicación de la doctrina de las
«facultades ostensibles». El inciso a) siente la con-
clusión lógica de esa doctrina en el sentido de que, si
el tratado se encuentra ya en vigor o entra en vigor
por la firma o el depósito del instrumento del Estado
de que se trata, éste sólo podrá retirarse del tratado con
el acuerdo de las demás partes. Si el Estado intenta
posteriormente impugnar la validez del acto de sus
propios agentes, ello supondrá una perturbación de
los derechos ya adquiridos por las demás partes; y,
habiéndose comprometido en el plano internacional
por el acto de su agente realizado dentro de los límites
de sus facultades ostensibles, sólo podrá retirarse del
tratado con el consentimiento de las demás partes.
20. Lógicamente, cabe sostener que semejante regla
debe aplicarse incluso cuando el tratado no se
encuentra todavía en vigor; en otras palabras, que

la firma o el instrumento inconstitucional sólo pueden
retirarse con el consentimiento de los demás Estados
interesados. Por otra parte, parece razonable que
cuando el tratado no ha entrado aún en vigor se
permita al Estado un locus poerútentiae para que pueda
retractarse del acto inconstitucional de sus repre-
sentantes. En estos casos no puede haber cuestión de
evasión por un Estado de sus obligaciones mediante
la invocación especiosa de limitaciones constitucionales
y será mínima la perturbación producida en los inte-
reses de los demás Estados. En consecuencia, en el
inciso b) se propone de lege ferenda el derecho unila-
teral a retirarse en cualquier momento antes de la
entrada en vigor del tratado.
21. El párrafo 4, inciso a), califica la doctrina de
las «facultades ostensibles» en cuanto reconoce que
cuando en realidad se ha tenido conocimiento de la
falta de facultades constitucionales del representante,
desaparece el derecho a considerar que posee osten-
siblemente autorización para obligar a su Estado. La
buena fe impide que cualquier otro Estado alegue que
ha confiado en unas facultades que de hecho sabía
no poseía el representante que manifestó comprometer
a su Estado. Varias autoridades26 admiten también
como excepción a la doctrina de las «facultades osten-
sibles» los casos en que la falta de autorización del
agente es «manifiesta». Cabe ciertamente imaginar que
la propia cuestión de las facultades constitucionales
sea discutida en el Parlamento o en la prensa, caso
en el que la falta de autorización puede calificarse
de «manifiesta»; cabe pensar también en un tratado
que, por su naturaleza, haga evidente la necesidad
de una autorización especial constitucional. En estos
casos puede decirse que sería incompatible con la
buena fe alegar que se ha confiado en la existencia
de unas facultades que cualquier persona razonable
sabría que no existen. Por otra parte, el principal
mérito de doctrina de las «facultades ostensibles» es
excluir la necesidad de que los Estados negociadores
efectúen investigaciones recíprocas sobre la situación
interna constitucional; hay que evitar toda reserva a
tal doctrina que pueda plantear la necesidad de tales
indagaciones. Desde este punto de vista, acaso haya
alguna vacilación en admitir la excepción de la falta
«manifiesta» de facultades constitucionales; pero el
Relator Especial la ha incluido en el párrafo 4 para
su examen por la Comisión.
22. El párrafo 4, inciso b), prevé que cuando la
falta de facultades constitucionales sea sabida por
los demás Estados o resulte manifiesta a la sazón,
podrá invocarse para anular el acto autorizado del
agente, a menos que el Estado interesado haya reivin-
dicado ventajas o reclamado obligaciones emanadas
del tratado o por sus actos se haya inhabilitado para
retractar su consentimiento a quedar obligado por el
tratado. Estas cláusulas son importantes, ya que hay
el peligro de que un Estado se abstenga de plantear
la objeción constitucional a su participación en el

26 P.e., J. Basdevant, Recueil des Cours, 1926, vol. V,
pág. 581; P. de Visscher, op. cit., págs. 272 y 273.
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tratado hasta que llegue el día en que, tras haber
actuado largo tiempo como si el tratado fuese válido,
estime súbitamente que no le conviene ejecutar sus
obligaciones. El artículo 4, a que se hace referencia
en el inciso b), apartado ii), es la disposición general
que reconoce la procedencia de la doctrina de los actos
propios (estoppel) en los casos en que un Estado
pretende anular o denunciar un tratado por falta de
validez esencial.

Artículo 6. — Restricciones particulares
de las facultades de los representantes

1. Si un representante, sin estar dotado de facultades
ostensibles para obligar al Estado con arreglo al
artículo 4 de la Parte I, ni gozar de facultades
expresas para ello respecto de un tratado determinado,
manifiesta obligar al Estado mediante una firma no
autorizada o mediante un canje o depósito no auto-
rizado de un instrumento, el Estado interesado podrá
desconocer el acto de su representante, siempre que:
a) No haya ratificado posteriormente el acto no auto-
rizado de su representante; b) No se haya conducido de
modo que haga aplicables al caso las disposiciones del
artículo 4 de esta Parte.
2. a) Cuando un representante, dotado de facultades
ostensibles para obligar a su Estado, con arreglo al
artículo 4 de la Parte I, recibe instrucciones de su
Estado que restringen esas facultades en determinados
aspectos, las instrucciones sólo tendrán el efecto de
limitar sus facultades si se dan a conocer a los otros
Estados interesados antes de que aquel Estado con-
cierte el tratado.

b) En tal caso, si el representante no se atiene a las
restricciones que le han impuesto las instrucciones reci-
bidas, el Estado podrá desconocer el acto no autori-
zado de su representante, con sujeción a las mismas con-
diciones que se enuncian en el párrafo 1 del presente
artículo.

Comentario
1. En el artículo 6 se trata de prever los casos en que
un representante procede como si con su acto obligara
al Estado, pero en realidad carece de faculdades para
ello. Eso puede obedecer a que, no poseyendo facul-
tades ostensibles en derecho internacional para obligar
al Estado conforme a las disposiciones del artículo 4
de la Parte I, carece además de toda autorización
expresa de su gobierno para concertar el tratado en
nombre del mismo; o bien puede deberse a que, aún
poseyendo facultades ostensibles con arreglo al dere-
cho internacional, está sujeto a instrucciones expresas
de su gobierno que limitan sus facultades en ese caso
particular. Ninguno de esos casos es común, pero
ambos han ocurrido alguna vez en la práctica27.
2. Cuando un tratado no ha de adquirir fuerza obli-
gatoria más que con la ratificación, la aceptación o la
aprobación ulteriores, toda extralimitación en sus

facultades cometida por un representante al formalizar
el texto del tratado se solventará automáticamente en la
etapa posterior de ratificación, aceptación o aprobación.
El Estado de que se trate podrá entonces optar entre
repudiar el texto suscrito por su representante o bien
ratificar, aceptar o aprobar el tratado; y en caso de que
opte por esto último, forzosamente se entenderá que ha
confirmado el acto no autorizado de su representante
y, con ello, subsanado la falta de autorización inicial.
En consecuencia, el presente artículo se concreta a los
casos en que la falta de autorización se refiere a la
ejecución de un acto con el que un representante intenta
hacer constar definitivamente el consentimiento de su
Estado a la obligación. Estos casos pueden surgir, ya
sea en virtud de la firma no autorizada de un tratado
que ha de pasar a ser obligatorio con la firma, ya sea
cuando un representante, autorizado para canjear a
depositar un instrumento de ratificación con fuerza
obligatoria en ciertas condiciones o con sujeción a deter-
minada reservas, se excede en sus facultades porque
deja de atenerse a las condiciones o de especificar las
reservas al efectuar el canje o el depósito del instru-
mento.
3. El párrafo 1 de este artículo se refiere a los casos
en que el representante carece de toda facultad para
concluir el tratado. En 1908, por ejemplo, el Ministro
de Estados Unidos en Rumania firmó dos convenios sin
tener facultad para ello 2S. Para uno de estos convenios,
no había recibido autorización alguna de su gobierno y
para el otro había obtenido de éste plenos poderes por
haberle dado a entender que iba a firmar un tratado
totalmente distinto. Más recientemente —en 1951—
con ocasión de un convenio relativo a la designación de
los quesos que se concertó en Stresa, un delegado firmó
en nombre de Noruega y de Suecia, cuando por lo visto
sólo estaba autorizado a hacerlo en nombre del pri-
mero de los dos países. En los dos casos el tratado*
estaba, en realidad, sujeto a la ratificación, pero ello
sirve para ilustrar el tipo de situaciones que pueden
suscitarse29. Otro caso en que puede presentarse la.
misma situación, y que es más probable que ocurra en
la práctica, es el que se produce cuando un agente está
autorizado para concertar un determinado tratado, pero
rebasa sus poderes al aceptar extensiones o modifica-
ciones de ese tratado que no han sido autorizadas. Un
ejemplo de esta clase fue el intento de Persia, en el
curso de debates celebrados en el Consejo de la Socie-
dad de las Naciones, de desconocer el Tratado de Erze-
rum de 1947 alegando que el representante de Persia
se había excedido en sus facultades al aceptar una
determinada nota explicativa con ocasión del canje d&
ratificaciones30.

2? Véase en general H . Blíx, op. cit., págs. 5 a 12 y 76 a 82.

28 Hackworth's Digest of International Law, Vol . IV,.
pág. 467.

29 Cf. además el conocido incidente histórico de la desau to -
rización por el Gobierno bri tánico de un acuerdo concertado-
entre u n agente político bri tánico en el Golfo Pérsico y un
ministro persa, acuerdo que el Gobie rno bri tánico dijo posterior-
men te haber sido concer tado sin autorización a lguna; Adamyat , .
Bahrein Islands, pág. 106.

30 Pa ra o t ros casos, véase H . Blix, op. cit., págs . 77 a 8 1 .
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4. Cuando no hay poderes ostensibles o expresos para
concertar un tratado, parece evidente, en principio, que
el Estado debe tener derecho a desconocer el acto de
su representante y así lo dispone el párrafo 1. Por otra
parte, parece igualmente claro que, a pesar de la falta
de autorización inicial de ese representante, el Estado
puede luego suscribir y validar su acto, y se entenderá
implícitamente que lo ha hecho si invoca las disposi-
ciones del tratado o si realiza de otro modo actos que
inducen a las otras partes a suponer que se considera
obligado por el acto de su representante. En otras
palabras, no tendrá derecho a invocar la falta de auto-
rización de su representante en los casos en que se
haya inhabilitado a sí mismo para hacerlo en virtud del
principio de la exclusión por actos propios (estoppel)
enunciados en el artículo 4.
5. El párrafo 2 del artículo trata del otro tipo de
casos, en que existen las facultades ostensibles pero esas
facultades han sido limitadas por instrucciones expresas.
En principio, y con objeto de preservar la seguridad
en las transacciones internacionales, se sugiere que la
regla sea la de que las instrucciones expresas dadas por
un Estado a su representante sólo surtan el efecto de
limitar sus facultades ante otros Estados si se dan a
conocer debidamente a los demás Estados antes de que
aquel Estado concierte el tratado. El reducido número
de los casos en que un Estado ha tratado de desconocer
el acto de su representante alegando las limitaciones
secretas impuestas a las facultades del mismo quizás
constituya una indicación de que ésa es la norma que
aplican los Estados. En el incidente de 1923 de la
firma por el representante húngaro de una resolución
del Consejo de la Sociedad, el Gobierno de Hungría
trató de desautorizar su acto a base de interpretar el
alcance de la plenipotencia de ese representante más
bien que a base de sostener que tuviera instrucciones
expresas que limitaran el ejercicio de ella. Parece que
el Consejo de la Sociedad sostuvo claramente que un
Estado no podrá desconocer el acto de un agente suyo
realizado dentro del ámbito de las facultades ostensibles
que le confería su plenipotencia.
6. El párrafo 2 del artículo prevé, pues, que las ins-
trucciones expresas sólo pueden tenerse en cuenta si se
revelan a las otras partes antes de que el Estado intere-
sado concierte el tratado.

Artículo 7. — Dolo que induce a consentir en el tratado

1. La parte en un tratado que haya sido inducida a
concertarlo por dolo de otra, tendrá derecho, una vez
se haya descubierto el dolo:

a) A declarar que el dolo anula ab initio su consen-
timiento para obligarse por el tratado;

b) A denunciar el tratado, sin perjuicio de la reserva
de sus derechos con respecto a cualesquiera pérdidas o
daños que resulten del dolo; o

c) A confirmar el tratado, sin perjuicio de la misma
reserva.
2. Hay dolo que induce a concertar un tratado:

a) Cuando se hacen declaraciones falsas o se expo-
nen falsamente los hechos, a sabiendas de su falsedad
o sin preocuparse de su exactitud o falsedad, con el
objeto de conseguir el consentimiento del Estado para
obligarse por las estipulaciones del tratado; o

b) Cuando se oculta u omite con tal objeto un hecho
importante, si la información relativa a ese hecho está
exclusivamente en poder o a disposición de una sola
parte y las circunstancias del tratado son tales que la
buena fe exige que se revelen todos los hechos impor-
tantes.
3. No obstante, el párrafo 1 del presente artículo no
se aplicará:

a) En el caso de un tratado sujeto a ratificación,
aceptación o aprobación, cuando el Estado, a pesar de
tener conocimiento de que la adopción del texto de
ese tratado se ha conseguido con dolo, procede a ratifi-
car, aceptar o aprobar el tratado; o

b) Cuando el Estado lesionado se haya conducido
de modo que haga aplicables al caso las disposiciones
del artículo 4 de esta Parte.

Comentario
1. No parece haber noticia de ningún caso en que
un Estado que haya invocado el derecho de anular o
denunciar un tratado fundándose en que ha sido indu-
cido a concertarlo por dolo de la otra parte. El único
ejemplo que se menciona en los libros como cuestión
que ha llegado a discutirse es el del Tratado Webster-
Ashburton de 1842, relativo a la frontera nordeste
entre los Estados Unidos y el Canadá 31. En ese caso,
no obstante, se trataba de que los Estados Unidos no
habían revelado la existencia de un mapa importante en
circunstancias en que era difícil afirmar que hubiera
deber jurídico alguno de revelarlo y la Gran Bretaña
no afirmó que esa omisión fuera dolosa.
2. Evidentemente, no es muy probable que ocurran
casos en que los gobiernos procedan deliberadamente
con dolo para obtener la celebración de un tratado y,
de todos modos, los casos de presentación inexacta de
hechos importantes efectuada dolosamente estarían
comprendidos en gran parte dentro de las disposiciones
del artículo siguiente relativas a los efectos del error.
Cabe preguntar, pues, si hay necesidad de incluir un
artículo que trate expresamente del dolo. Los proyectos
de Sir H. Lauterpacht y Sir G. Fitzmaurice, así como
también el Harvard Research Draft contenían un ar-
tículo al respecto, y el actual relator especial, después de
tener todo ello en cuenta, considera que el proyecto de
artículos debería incluir disposiciones relativas al dolo,
aun cuando su aplicación haya de ser poco común. El
dolo, cuando existe, vicia en su origen el tratado, lo
mismo que el contrato, en forma un tanto distinta de
la presentación inexacta hecha sin mala fe o del error;
destruye la base de confianza mutua entre las partes y
anula el consentimiento de la parte lesionada.
3. El proyecto de Sir H. Lauterpacht era un tanto
lacónico y hablaba simplemente de «un tratado cele-

31 Véase Moore, Digest of International Law, vol. 5, pág. 719.
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brado con dolo»; el de Sir G. Fitzmaurice trataba la
cuestión con bastante más detenimiento y reproducía
con algún detalle disposiciones del derecho interno rela-
tivas al dolo. Sin negar que las nociones de derecho
interno sean pertinentes para apreciar las consecuen-
cias del dolo en el derecho de los tratados, el relator
especial no considera que sea necesario exponer en el
presente artículo todos los puntos señalados por
Sir G. Fitzmaurice.
4. El párrafo 1 enuncia las reglas que se sugieren
para determinar los efectos del dolo en cuanto a la
validez de los tratados. El dolo, se afirma comúnmente,
debilita la realidad del consentimiento y, al igual que
en el caso de un contrato, hace anulable el tratado.
Los tratados se utilizan para fines jurídicos muy diver-
sos, legislativos, dispositivos, contractuales, etc., y se
estima que un Estado inducido a concertar un tratado
con dolo debe tener la opción de anular el tratado
ab initio, anular el tratado a partir de la fecha en que
se descubra el dolo, o confirmar el tratado, según
aconsejen sus intereses y las circunstancias del caso.

5. El párrafo 2 da una definición del dolo que com-
prende la declaración o presentación de hechos
inexacta, efectuada maliciosa o temerariamente, y ade-
más, la omisión de hechos importantes, cuando la
buena fe exige que se den a conocer plenamente. Así
como en derecho interno se conocen clases de contra-
tos —por ejemplo, los contratos de seguros— que se
consideran como «uberrimae fideh, se estima que
pueden haber también tratados en que la buena fe exija
la mutua revelación de hechos importantes. El Tratado
Webster-Ashburton de 1842 era un tratado de fronteras
y en ese caso puede ser que no hubiera obligación jurí-
dica de revelar la existencia de un mapa, cuando la
otra parte pudo haber obtenido acceso a ese mapa.
Pero es fácil concebir tratados de cooperación mutua,
por ejemplo, tratados para la expiación y aprove-
chamiento mutuos de recursos hidráulicos, en que la
omisión de un hecho importante, por ejemplo, la exis-
tencia de una corriente subterránea, sea incompatible
con la buena fe. En consecuencia, sin tratar de hacer
clasificaciones detalladas de esos casos, parece conve-
niente prever la posibilidad de que ocurran. Tal parece
haber sido también la opinión del relator especial ante-
rior.

6. El párrafo 3 exceptúa de la regla del párrafo 1 los
casos en que, estando sujeto el tratado a ratificación,
aceptación o aprobación, se descubre que ha habido
dolo para conseguir su adopción antes del acto de la
ratificación, la aceptación o la aprobación. En tal caso,
el Estado está en completa libertad de negarse a con-
certar el tratado. Pero, si, sabiendo que ha mediado
dolo en la redacción del tratado, opta por concertar
éste, con reservas o sin ellas, es evidente que no puede
luego invocar el dolo para desconocer su acto de rati-
ficación, aceptación o aprobación. El párrafo 3 excep-
túa también del párrafo 1 los casos en que el Estado se
ha inhabilitado a sí mismo para invocar el dolo en
virtud del principio de la exclusión por actos propios
(estoppel) establecido en el artículo 4.

Artículo 8. — Error mutuo en cuanto a la substancia
del tratado

1. Cuando las partes hayan concertado un tratado con
error muto en cuanto a su substancia, cualquiera de
ellas tendrá derecho a invocar el error como vicio que
invalida su consentimiento para obligarse por el tra-
tado, a condición de que:

a) El error sea de hecho y no de derecho;
b) El error se refiera a un hecho o situación cuya

existencia hayan dado por supuesta las partes al
tiempo de celebrarse el tratado;

c) La existencia dada supuesta de tal hecho o situa-
ción haya constituido un elemento importante para
inducir a los Estados interesados a dar su consenti-
miento para obligarse por las estipulaciones del tratado.
2. En cualquier caso, la parte interesada podrá:

a) Considerar que el error anula ab initio su consen-
timiento para obligarse por el tratado; o

b) Por acuerdo mutuo con lo otra parte o las otras
partes interesadas: i) denunciar el tratado a partir de
la fecha que se decida, o ii) confirmar el tratado, con
sujeción a las modificaciones que se acuerden con
objeto de subsanar el error.
3. No obstante, una parte no tendrá derecho a invo-
car el error como vicio que invalida su consentimiento
para obligarse por el tratado:

a) si ha contribuido al error con su propia conducta;
si, ejerciendo la debida diligencia hubiera podido evitar
ese error; o si las circunstancias han sido tales que
quedó advertida de la posibilidad de error; o

b) Si se ha conducido de modo que haga aplicables
al caso las disposiciones del artículo 4 de esta parte.

Artículo 9. — Error de una sola parte en cuanto
a la substancia del tratado

1. Cuando sólo una o algunas de las partes en un
tratado lo hayan concertado incurriendo en un error
que reúna las condiciones enunciadas en el artículo 8,
párrafo 1, esa parte o esas partes únicamente tendrán
derecho a invocar el error como vicio que invalida su
consentimiento para obligarse por el tratado, si han sido
inducidas a error por inexactitud no maliciosa, negli-
gencia o dolo de la otra parte o las otras partes.
2. En cualquiera de estos casos, la parte o las partes
interesadas tendrán derecho, una vez descubierto el
error:

à) A declarar que el error anula ab initio su consen-
timiento para obligarse por el tratado; o

b) A denunciar el tratado, sin perjuicio de la reserva
de sus derechos con respecto a cualesquiera pérdidas o
daños que resulten del error; o

c) A confirmar el tratado, sin perjuicio de la misma
reserva.
3. No obstante, en el caso de un Estado que se
adhiera a un tratado en cuya celebración no haya
tomado parte, ese Estado podrá invocar el error como
vicio que invalida su consentimiento para obligarse por
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el tratado en las mismas condiciones que se establecen
para el error mutuo en el artículo 8.

Comentario (artículos 8 y 9)
1. Estos dos artículos se refieren al error en la forma-
ción del consentimiento para un tratado, mientras que
en el artículo siguiente se examina el error en la
expresión de un consentimiento al cual se ha llegado
sin error. En derecho interno, el error ocupa un lugar
relativamente importante como factor que puede anular
la realidad del consentimiento para un contrato. Sin
embargo, hay algunos tipos de error que se encuen-
tran en derecho interno cuya intervención es difícil
de concebir en el ámbito de los tratados, como, por
ejemplo, el error in persona. Análogamente, hay algu-
nos tipos de tratados, sobre todo los tratados-leyes, que
parecen presentar pocas posibilidades de error in subs-
tantia que pueda afectar a la formación del consenti-
miento, aunque ello no sea imposible. Además, el pro-
ceso de concertación de los tratados es de tal naturaleza
que reduce al mínimo el peligro de errores en cuestiones
importantes de substancia. Son raros, pues, los casos en
que se han invocado errores en la substancia como
vicios que afectan a la validez esencial de un tratado.
2. Casi todos los casos que se conocen se refieren a
errores geográficos y la mayoría de ellos a errores en
los mapas 32. En algunos casos, se ha resuelto la difi-
cultad por medio de otro tratado; en otros se ha consi-
derado que el error afectaba más a la aplicación del
tratado que a su validez y se ha resuelto la cuestión
por medio de arbitraje. Estos ejemplos confirman la
posible importancia de los errores, ya sea en relación
con la validez de los tratados, ya sea en relación con
su aplicación, pero no ofrecen una pauta precisa en
cuanto a los principios que rigen los efectos del error
sobre la validez esencial de los tratados.
3. Los efectos del error en los tratados se estudia-
ron, no obstante, en el asunto de la Groenlandia Orien-
tal 3S que examinó la Corte Permanente de Justicia
Internacional y también en el asunto del Templo34 que
se ventiló ante la Corte actual. En el primer caso,
Noruega sostenía que cuando el Embajador de Dina-
marca pidió al Ministro de Relaciones Exteriores
noruego que declarara que Noruega no se opondría a
que el Gobierno danés extendiera sus intereses políticos
y económicos a toda Groenlandia, el referido Ministro
no se había dado cuenta de que ello comprendía la
extensión del régimen de monopolio danés sobre toda
Groenlandia; y que, por tanto, su aquiescencia a la
petición danesa estaba viciada de error. La Corte se
contentó con declarar que la respuesta del Ministro de
Relaciones Exteriores había sido definitiva e incondi-
cional y, por lo visto, no consideró que mediara ningún

32 Véase Harvard Law School, Research in International
Law, III , Law of Treaties, págs. 1127 y 1128; Hyde, A.J.I.L.,
1933, pág. 311; y Répertoire français de droit international
public, Vol. I, págs. 55 y 56.

33 C.P.J.I., Serie A / B , N.° 53, págs. 71 y 9 1 .
34 C.I.J., Reports, 1962, pág. 26; véase también, pág. 57,

Opinión disidente del Magistrado Fitzmaurice.

error que hubiera de tenerse en cuenta. El Magistrado
Anzilotti, si bien consideraba también que no había
error, agregó: «pero aun aceptando por un momento la
hipótesis de que el Sr. Ihlen estuviese equivocado en
cuanto a los resultados que podía tener una exten-
sión de la soberanía danesa, hay que reconocer que
este error no era propio para entrañar la nulidad del
acuerdo. Si se invoca un error, ese error debe ser de
carácter excusable; y es difícil creer que un gobierno
pudiera desconocer las consecuencias legítimas de una
extensión de la soberanía... » 35. En otras palabras, Anzi-
lotti parece haber considerado que se trataba esencial-
mente de un error de derecho y que, por tanto, no era
«excusable». En el reciente asunto de Templo el
error, que era geográfico, se planteó en circunstancias
un tanto especiales. No hubo error en la celebración del
tratado original, en el cual las partes acordaron que
la frontera en un determinado lugar sería una determi-
nada línea divisoria de aguas; el error se refería a lo
que la Corte consideró como un acuerdo tácito pos-
terior para modificar las estipulaciones del tratado.
Siam había aceptado un mapa preparado de buena fe
a los efectos de delimitar la frontera en el sector alu-
dido, pero en el que se indicaba una línea que no
seguía la línea devisoria de aguas. Rechazando la afir-
mación de Siam, según la cual su aceptación del mapa
estaba viciada por error, la Corte declaró: «es un prin-
cipio reconocido de derecho que una parte no puede
invocar un error como vicio del consentimiento si ha
contribuido a ese error con su propia conducta, si ha
estado en condiciones de evitarlo o si las circunstancias
eran tales que quedó advertida de la posibilidad de
error» 36.
4. Los asuntos de la Groenlandia Oriental y del Tem-
plo aclaran las condiciones en que el error no anula la
realidad del consentimiento, pero no las condiciones en
que sí lo anula. De las decisiones de la Corte, tal vez
no pueda obtenerse ninguna otra pauta, como no sea
la del asunto de las Concesiones Mavrommatis 37 que,
sin embargo, se refería a una concesión y no a un tra-
tado. En esa ocasión, la Corte sostuvo que el error
respecto de una cuestión que no constituye una con-
dición del acuerdo no basta para anular el consenti-
miento; y parece admitirse de modo general que para
viciar el consentimiento dado a un tratado, el error
debe tocar a una cuestión que a juicio de las partes
constituya una base esencial de su consentimiento para
el tratado.

Comentario al artículo 8
5. Este artículo se refiere a los casos en que las dos
partes en el tratado o todas las partes en él han incu-
rrido en error en cuanto a la substancia del tratado.
En el párrafo 1 se indican las condiciones en que puede
invocarse ese error como vicio que anula el consen-
timiento. En los incisos a), b y c) se reproducen los
requisitos clásicos para la determinación del error en

35 C.P.J.I., Serie A / B , N . " 53, pág. 92.
36 CU. , Reports, 1962, pág. 26.
37 C.P.J.I . , Series A , N . " 11 .
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derecho contractual, que son también aplicables al dere-
cho de los tratados. Estos requisitos fueron detallados
algo más por Sir G. Fitzmaurice en el proyecto que
figura en su tercer informe (A/CN.4/115) con miras
a precisar la distinción entre errores de hecho y errores
de discernimiento o de motivo, y para marcar la dis-
tinción entre errores de hecho y errores de previsión.
No obstante, estas distinciones parecen estar implícitas
en los requisitos enunciados en los incisos a), b) ye);
en cambio, la distinción entre un error de hecho y un
error de opinión puede exigir a veces una apreciación
sutil a la vista de las circunstancias particulares que
concurren en el asunto. En consecuencia, parece pre-
ferible indicar los requisitos en forma simple, dejando
que su aplicación a un caso determinado se aprecie a la
luz de las circunstancias.

6. El párrafo 2 indica la situación de las partes en
caso de error mutuo. Es evidente que cuando el error
se refiere a un punto esencial en cuanto a la substan-
cia, cualquiera de las partes puede considerar que su
consentimiento para obligarse por el tratado está
viciado de nulidad ab initio. Es una decisión que cada
parte puede tomar unilateralmente y así se prevé en
el inciso a). Por otra parte, los tratados pueden ser de
índole muy diversa, y responder a muy variadas fun-
ciones; y puede suceder que en algunos casos no sea
conveniente ni siquiera factible que las partes, al adver-
tir el error, consideren el tratado nulo ab initio. En
consecuencia, en el inciso b) se prevé la posibilidad de
que las partes prefieran rescindir el tratado a partir de
una fecha determinada o confirmarlo con modifica-
ciones. Estas decisiones, evidentement, sólo pueden
adoptarse por acuerdo entre los Estados interesados.

7. En el párrafo 3 a) se estipula, como excepción
a la regla contenida en el párrafo 1, que una parte no
puede invocar el error como vicio que invalida su con-
sentimiento cuando el error no es «excusable». La
excepción se formula esencialmente en los mismos tér-
minos que usa la Corte en el asunto del Templo (véase
el párrafo 8 supra).

8.̂  El párrafo 3 b exceptúa también de la regla del
párrafo 1 los casos en que una parte, en virtud de
actos propios, se ha inhabilitado (estoppel) para poder
invocar el error, con arreglo a los principios enunciados
en el artículo 4.

Comentario al artículo 9

9. El artículo 9 se refiere a los casos de error unila-
teral y la opinión general parece ser que el error unila-
teral no puede invocarse para invalidar un tratado a
menos que se haya inducido a él por inexactitud no
maliciosa, negligencia o dolo de la otra parte, y así
lo prevé el párrafo 1.

10. La situación de la parte que ha sido inducida a
error por culpa de la otra parte parece que debe ser
semejante a la de la parte que ha sido inducida a con-
certar un tratado por dolo. La parte interesado debe
tener el derecho, ya sea a anular el tratado ab initio,
ya sea a denunciarlo o a confirmarlo, la vez que se

reserva su derecho con respecto a los perjuicios que
pudieran producirse. Así se indica en el párrafo 2.
11. En el párrafo 3 se prevé el caso especial de un
Estado inducido a adherirse a un tratado por error.
Aunque el error sea de carácter unilateral, la situación
del Estado que se adhiere es algo distinta de la del
Estado que es parte inicial en el tratado y ha sido indu-
cido a concertarlo por error. El presente proyecto se
ajusta al del relator precedente al asimilar el caso de
error del Estado que se adhiere al caso de error mutuo.

Artículo 10. — Errores en la expresión del acuerdo

1. Cuando se ha concertado un tratado en cuya subs-
tancia las partes han convenido mutuamente, pero cuyo
texto contiene un error en la expresión de su acuerdo,
ninguna de las partes podrá invocar el error como
vicio que invalida su consentimiento para obligarse por
el tratado.
2. En tales casos se aplicarán los artículos 26 y 27 de
la Parte I.

Comentario
1. Es evidente que el error que no se refiere a la
substancia de lo que ha sido convenido, sino solamente
a la expresión de ello en el texto del tratado, no
vicia la validez esencial del tratado; y eso es lo que se
prevé en el párrafo 1 de este artículo.
2. Los errores de expresión, por otra parte, pueden
suscitar dificultades e interpretaciones contrapuestas, y
es conveniente que, de ser posible, sean corregidos. En
consecuencia, en el párrafo 2 se alude a los artículos
26 y 27 de la Parte I, que tratan de los procedimientos
para la corrección de errores.
3. Según se señala en el comentario al artículo 26 de
la Parte I, la corrección de errores por este procedi-
miento sólo es posible cuando las partes están de
acuerdo en que existe un error en la expresión de su
consentimiento. Cuando no hay acuerdo acerca del
error, éste queda comprendido dentro del ámbito de
los artículos 8 y 9 de esta parte. En los casos en que
no hay acuerdo en cuento al error de expresión que
se alega y ese error no afecta a la validez esen-
cial del tratado conforme a los artículos 8 y 9, se plan-
tea entonces en una cuestión de interpretación. El tra-
tado subsiste y la dificultad en cuanto a su contenido
debe resolverse aplicando las reglas normales de inter-
pretación de los tratados.

Artículo 11. — Coacción personal ejercida sobre los
representantes de un Estado o sobre los miembros
de un órgano de éste

1. Cuando con actos o amenazas se haya coaccionado,
física o mentalmente, en su persona o asuntos de inte-
rés personal, a los representantes individuales de un
Estado o a los miembros de un órgano del mismo a fin
de inducir a esos representantes o a ese órgano a
firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado, o a
adherirse al mismo, tal Estado tendrá derecho, una
vez descubiertos los hechos:
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a) A declarar que la coacción anula ab initio el
acto de su representante u órgano;

b) A denunciar el tratado, sin perjuicio de la reserva
de sus derechos con respecto a cualesquiera pérdidas
o daños que resulten de la coacción; o

c) A aprobar el tratado, sin perjuicio de la misma
reserva.
2. No obstante, el párrafo 1 no se aplicará:

a) En el caso de un tratado sujeto a ratificación,
aceptación o aprobación, cuando el Estado, a pesar de
tener conocimiento de que su representante lo ha
firmado bajo coacción, procede a ratificar, aceptar o
aprobar el tratado; o

b) Cuando el Estado se haya conducido de modo
que haga aplicables al caso las disposiciones del ar-
tículo 4 de esta Parte.

Comentario

1. En general parece haber acuerdo en que los actos
de coacción o las amenazas dirigidos contra individuos
en su persona o asuntos de interés personal, a fin de
obtener la firma, ratificación, aceptación o aprobación
de un tratado, justifican indefectiblemente la repudia-
ción del tratado por el Estado 38. La historia brinda
varios ejemplos en los que se ha coaccionado no sólo
a los negociadores, sino también a los miembros de los
órganos legislativos, a fin de obtener la firma o rati-
ficación de un tratado. Entre estos casos, el Harvard
Research Draft39 cita los siguientes: el cerco de la
Dieta de Polonia en 1773 para obligar a los diputados a
aceptar el tratado de partición; la coacción ejercida
sobre el Emperador de Corea y sus ministros en 1905
para obtener su asentimiento a un tratado de pro-
tección; el cerco de la Asamblea Nacional de Haití
por fuerzas norteamericanas en 1915 para obligar a sus
miembros a ratificar una convención. Otro caso en la
historia más reciente fue la violencia empleada en
1939 por el régimen de Hitler para obtener las firmas
del Presidente y del Ministro de Relaciones Exteriores
de Checoslovaquia en un tratado por el que se creaba
un protectorado alemán sobre Bohemia y Moravia,
aunque en este caso la coacción fue una mezcla de pre-
sión personal sobre esas autoridades y de amenazas
contra su pueblo 4e.

2. Es más discutible la cuestión de hasta qué punto la
coacción ejercida sobre el Estado propiamente dicho,
con actos o amenazas, puede ser causa de repudiación
de un tratado. Además, aunque no siempre sea posible
distinguir completamente entre las presiones sobre
el Estado y las presiones personales sobre sus ministros
o representantes, ambas clases de coacción son esen-
cialmente diferentes. De ahí que el relator especial les
dedique artículos distintos: el efecto de la coacción

38 McNair , op. cit., págs. 207 a 209.
39 Págs. 1155 a 1159.
40 Véase Répertoire français de droit international public,

Vol. 1, págs. 52 a 54.

ejercida sobre el Estado propiamente dicho tiene en la
validez de un tratado es objeto en efecto del artículo
siguiente.
3. El párrafo 1, por tanto, se refiere a la coacción
ejercida sobre los representantes individuales de un
Estado o los miembros de los órganos de éste «en su
persona o asuntos de interés personal». Esta frase tiene
por objeto limitar la coacción prevista en este artículo
a la que se ejerce sobre el individuo, por contraposi-
ción a la ejercida sobre el Estado, pero sus términos
son suficientemente amplios para incluir diversos tipos
de coacción personal, por ejemplo las amenazas diri-
gidas contra los parientes. Expresamente se menciona
que puede coaccionarse «física o mentalmente» a fin de
subrayar que la coacción no se limita a actos o ame-
nazas de violencia física.
4. La situación del Estado que comprueba que sus
representantes o miembros de su administración han
sido coaccionados en la celebración de un tratado
parece análoga a la del Estado que es víctima de dolo.
Las disposiciones del párrafo 1 de este artículo se
asemeja por ello a las contenidas en el párrafo 1 del
artículo 7.
5. De la misma manera, las disposiciones del párrafo
2 del artículo corresponden a las del párrrafo 3 del
artículo 7, ya que en estos puntos también la situación
parece ser la misma en los casos de coacción y de dolo.

Artículo 12. — Obtención del consentimiento para un
tratado recurriendo ilícitamente al uso o a la ame-
naza de la fuerza

1. Cuando un Estado sea coaccionado a concertar un
tratado por un acto o amenaza de fuerza dirigido contra
él en violación de los principios de la Carta de las
Naciones Unidas, ese Estado tendrá derecho:

a) A declarar que lo coacción anula ab initio su
consentimiento para obligarse por el tratado;

b) A denunciar el tratado, sin perjuicio de la reserva
de sus derechos con respecto a cualesquiera pérdidas o
daños que resulten del hecho de haber sido coaccio-
nado a concertar el tratado; o

c) A confirmar el tratado, sin perjuicio de la misma
reserva; no obstante, en ningún caso tal confirmación se
considerará obligatoria a menos que se haga una vez
que la coacción haya cesado.
2. No obstante, el párrafo 1 no se aplicará cuando,
después de haber cesado la coacción, el Estado se
haya conducido de modo que haga aplicables al
caso las disposiciones del artículo 4 de esta parte.

Comentario
1. Con anterioridad al Pacto de la Sociedad de las
Naciones, era doctrina tradicional que la validez de
un tratado no quedaba afectada por el hecho de que se
hubiera obtenido por la amenaza o el uso de la fuerza.
Sin embargo, esta doctrina reflejaba sencillamente la
actitud general de derecho internacional de la época
hacia la legitimidad del uso de la fuerza armada para
la solución de las controversias internacionales; con el
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Pacto de la Sociedad de las Naciones y el tratado
general de renuncia a la guerra, 1928 (Pacto de París)
empezó a formarse un fuerte núcleo de opinion que
abogaba por que dejara de admitirse la validez de esos
tratados. La declaración de la criminalidad de las
guerras de agresión en los principios de Nuremberg y
Tokio, la prohibición terminante de recurrir a la ame-
naza o al uso de la fuerza que figura en el párrafo 4 del
artículo 2 de la Carta de las Naciones Unidas y la
práctica de las propias Naciones Unidas han reforzado
y dado cuerpo a esa opinión. Si el uso o la amenaza de
la fuerza armada como instrumento de política nacional
se considera ahora en determinadas circunstancias que
constituye delito conforme al derecho internacional, es
lógico que se dude de que los tratados obtenidos
mediando tales actos delictivos, o como consecuencia
de ellos, puedan considerarse válidos y obligatorios para
las víctimas de la agresión.

2. Sir H. Lauterpacht, en su primer informe (A/CN.
4/63, ad artículo 12) invitó con fuertes argumentos a
la Comisión a que declarara que se había producido en
la materia un cambio en el derecho internacional. Con
ello, dijo, la Comisión «codificará, y no simplemente
desarrollará, el derecho de gentes en uno de sus aspec-
tos más esenciales». Reconoció Sir H. Lauterpacht que
si los Estados podían denunciar demasiado fácilmente
los tratados haciendo afirmaciones unilaterales de
coacción, con ello acaso quedaría abierta la puerta
para que se eludieran los tratados; a fin de resolver
esta dificultad propuso que se previera que solamente
sería inválido un tratado por causa de coacción cuando
así lo declarase la Corte Internacional de Justicia.

3. Sir G. Fitzmaurice, por otra parte, si bien recono-
ció todo el peso que tenía la opinión moderna en esta
cuestión, estimó que plantearía grandes dificultades en
la práctica admitir la coacción del Estado entre los
motivos de invalidez de los tratados. Resumió tales
dificultades en la forma siguiente:

«En realidad [la coacción] debería limitarse evi-
dentemente al empleo de la fuerza física o a la ame-
naza de ella, ya que son demasiado numerosas las
formas de violencia que un Estado podría alegar
para sostener que ha sido inducido a participar en un
tratado por presión de alguna clase (por ejemplo,
económica). Ello se prestaría con demasiada facilidad
a la invalidación de los tratados y constituiría por
ende una amenaza contra la estabilidad del proce-
dimiento seguido en su concertación ¿Qué sucederá,
sin embargo, si se limita el concepto (como evi-
dentemente debe hacerse) al uso de la fuerza física
o a la amenaza de ella? Pueden suceder dos cosas:
que se acepte la exigencia de que se concluya el
tratado, o que no se acepte. Si no se acepta, cadit
quaesto. Si, por el contrario, se acepta, la misma
violencia o intimidación que ha permitido obtener la
conclusión del tratado asegurará su ejecución; y
cuando llegue el momento, si llega, de que las cir-
cunstancias permitan su repudiación, ya se habrá
ejecutado y se habrán tomado en su virtud muchas
medidas que serán irrevocables o que, supuesto que

puedan ser revocadas, sólo lo serán mediante nuevos
actos de violencia. Esta consideración, no la indife-
rencia ante los aspectos morales de la cuestión, es
la que ha hecho que la mayor parte de los autores
hayan afirmado hasta ahora que no se puede admi-
tir la invalidez de este tipo de tratados y que,
supuesto que la paz es una consideración fundamen-
tal, la consecuencia lógica es que, en ciertas circuns-
tancias, la paz puede prevalecer temporalmente
sobre la justicia abstracta» (A/CN.4/115, párr. 62).

Estas objeciones llevaron a Sir G. Fitzmaurice a la
conclusión de que todo el tema no era sino un aspecto
de un problema más amplio, a saber, cuáles debían ser
exactamente, a la luz de las condiciones y de las ideas
jurídicas modernas, las consecuencias del uso ilícito de
la fuerza o de la amenaza de recurrir a él; y que no
era conveniente ni adecuado tratar de examinar este
aspecto del problema aisladamente.

4. Las dificultades de tipo práctico que impulsaron al
anterior relator especial a omitir la coacción ejercida
sobre el Estado propiamente dicho de su proyecto de
articulado sobre la validez esencial de los tratados son,
por supesto las que, según se reconoce generalmente,
constituyen un obstáculo para dar efectividad al prin-
cipio del no reconocimiento de las situaciones plantea-
das por el uso ilícito de la fuerza. Esas dificultades, cuya
existencia es importante reconocer, no parecen sin
embargo ser de tal índole que exijan que en el actual
articulado se omita toda mención de un principio que
tiene su origen en las disposiciones más fundamentales
de la Carta y cuya pertinencia general en la cuestión
de la validez de los tratados no puede considerarse
discutible hoy en día. El hecho de que no sea posible a
veces restablecer una situación convencional al estado
en que se encontraba antes de ocurrir una agresión, o
que el transcurso del tiempo pueda, en fin de cuentas
dar carácter permanente a la situación creada por un
tratado ilícito, no parecen ser argumentos bastantes
para que se deje de proclamar la invalidez jurídica de
un tratado obtenido mediante el uso ilícito de la
fuerza o la amenaza de tal uso, así como el derecho del
Estado coaccionado a dejar sin efecto ese tratado.
Incluso cuando un Estando tiene inicialmente éxito en
la consecución de sus objetivos mediante el uso agre-
sivo de la fuerza, no cabe presumir que el derecho a
dejar sin efecto un tratado resultante de la agresión
nunca ha de poder ejercerse en la subsiguiente evo-
lución de la política mundial; la propia existencia de las
Naciones Unidas constituye cierta garantía de que ese
derecho puede adquirir significado si los acontecimien-
tos posteriores brindan la oportunidad para su ejer-
cicio legítimo. De la misma manera, la existencia de la
Naciones Unidas facilita también el sistema por el cual
la comunidad internacional puede tener voz sobre el
modo en que ha de ejercerse el derecho, a fin de reducir
al mínimo los riesgos para la paz internacional que men-
cionaba Sir G. Fitzmaurice.

5. Tampoco cabe pensar que la seguridad general de
los tratados internacionales correrá riesgos indebidos si
se hace figurar la coacción ejercida sobre un Estado
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entre las causas para impugnar la validez de un tra-
tado, a menos que el término «coacción» abarque actos
distintos del uso o la amenaza de la fuerza. Esos
riesgos, de existir, no parecen ser apreciablemente
mayores en el caso de la «coacción» que en el de
otras causas de invaüdez, como el dolo y el error. Tales
riesgos residen en la alegación unilateral y mala
fide de «coacción» como simple pretexto para denun-
ciar un tratado que ha llegado a considerarse desven-
tajoso. Pero si la invalidez de los tratados por causa de
coacción se confina a los concertados mediante el uso o
la amenaza de la fuerza, las posibilidades de abuso plau-
sible de esta causa de invalidez no parecen ser más
apreciables que en los casos de dolo o error o que en
los casos de expiración de los tratados por supuesta
violación del tratado o por algún cambio fundamental
de las circunstancias (rebus sic stantibus).
6. Por otra parte, si se considera que el término
«coacción» abarca otras formas de presión sobre el
Estado —presiones políticas o presiones económicas—
la puerta que permitiría eludir las obligaciones conven-
cionales quedaría demasiado abierta ya que estas for-
mas de coacción escapan a toda definición precisa y se
prestan mucho más a apreciaciones subjetivas. Por lo
demás, la aplicación de presiones políticas y econó-
micas forma parte del juego normal de las relaciones
entre los Estados y el derecho internacional no parece
todavía disponer de las normas necesarias para for-
mular distinciones entre los usos lícito e ilícito de esas
formas de presión encaminadas a obtener el consenti-
miento a los tratados. Por lo tanto, si bien se acepta el
punto de vista de que algunos tipos de tratados «desi-
guales», concertados por un Estado bajo presión, han
de considerarse carentes de validez especial, el relator
especial estima que en el estado actual del derecho
internacional sería arriesgado ampliar el concepto de
«coacción» para que abarque algo más que el uso o
amenaza ilícitos de fuerza.
7. Es importante subrayar que únicamente los trata-
dos que son resultado de un uso o amenaza ilícitos
de fuerza carecen de validez esencial; de otro modo, la
seguridad de los acuerdos de armisticio y de los arre-
glos de paz independientemente de su licitud, se vería
en peligro, y habría mayores dificultades para poner
termino a las hostilidades. Evidentemente hay una gran
diferencia entre la coacción que utiliza un agresor
para consolidar en un tratado los frutos de su agre-
sión y la que se ejerce para imponer un arreglo de
paz a un agresor. Como ha señalado un autor 41, nunca
se impugnó la validez de los acuerdos de la primera
guerra mundial en el gran número de asuntos de que
conoció la Corte Permanente o en los que se plantearon
como consecuencia de ellos ante tribunales arbitrales.
Asimismo, si bien el tratado de 1939 entre la Alemania
nazi y Checoslovaquia se considera en general inválido
por razón de la coacción ejercida tanto sobre los repre-
sentantes como sobre el Estado 42, la validez del tratado

de paz italiano, que ciertamente no fue negociado sino
impuesto, no se ha considerado que se prestaba a impu-
gnación 43.

Artículo 13. — Tratados nulos por ilicitud

1. Un tratado será contrario al derecho internacional
y nulo si su objeto o su ejecución entraña la infracción
de una norma o principio general de derecho interna-
cional que tenga el carácter de jus cogens.
2. En particular, un tratado será contrario al derecho
internacional y nulo, si su objeto o ejecución entraña:

a) El uso o la amenaza de la fuerza en contraven-
ción de los principios de la Carta de las Naciones Uni-
das;

b) Cualquier acto u omisión calificado por el dere-
cho internacional de delito internacional; o

c) Cualquier acto u omisión a cuyo eliminación o
sanción deba contribuir todo Estado por exigirlo así el
derecho internacional.
3. Si una estipulación cuyo objeto o ejecución infringe
una norma o principio general de derecho internacional
que tenga el carácter de jus cogens no está esencial-
mente relacionada con los principales objetos del tra-
tado y puede separarse claramente del resto del tratado,
solamente esa estipulación será nula.
4. Las disposiciones de este artículo no serán apli-
cables, sin embargo, a un tratado multilateral general
que derogue o modifique una norma que tenga el carác-
ter de jus cogens.

Comentario
1. Es discutible la cuestión de hasta qué punto el
derecho internacional reconoce, dentro de su ordena-
miento jurídico, la existencia de normas que tienen el
carácter de jus cogens. Algunos autores, considerando
que la aplicación de incluso algunas de las reglas más
generales de derecho internacional no llega todavía
a ser universal, niegan que haya norma alguna que
propiamente pueda considerarse de jus cogens y de la
cual los Estados individuales no puedan apartarse
mediante tratados entre ellos ". Por imperfecto que sea
el ordenamiento jurídico internacional, la tesis de que
en fin de cuentas no hay ningún orden público interna-
cional —es decir, ninguna norma de la que no puedan
apartarse libremente los Estados en sus acuerdos— se
hace cada vez más difícil de sostener. Las normas de
derecho contenidas en la Carta sobre el uso de la
fuerza y el desarrollo —aunque sea a título de
ensayo— de un derecho penal internacional presupo-
nen la existencia de un orden público internacional que
comprende reglas que tienen el carácter de jus cogens.
Se estima por ello que la Comisión se hallará plena-
mente justificada al adoptar en el presente articulado la
posición de que en la actualidad hay determinadas

48 Ratz-Lienert and Klein v. Nederlands Beheers-Instituut
41 Me Nair, op. cit., pág. 209.

(International Law Reports, 1957, pág . 536).

43 Véase Re Rizzo and Others (International Law Reports,
1952, pág. 478).

44 Véase , por ejemplo, G . Schwarzenberger, International
Law, (3 . a edición) vol. I , págs. 426 y 427.
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normas y determinados principios de los que los
Estados no pueden apartarse en sus acuerdos bilate-
rales o regionales 45.
2. El enunciado de la regla no está, sin embargo,
exento de dificultades, ya que no hay todavía ningún
criterio generalmente aceptado para identificar una
norma general de derecho internacional que tenga el
carácter de jus cogens. Por lo demás, es innegable que
la mayoría de las reglas generales de derecho inter-
nacional no tienen ese carácter y que los Estados
pueden prescindir de ellas en sus tratados. Sir H. Lau-
terpacht, aunque subrayó que los Estados gozaban de
gran libertad para modificar, por medio de tratados,
la aplicación del derecho consuetudinario en sus rela-
ciones recíprocas, propuso un criterio un tanto amplio.
Un tratado era nulo, según su proyecto, cuando su eje-
cución suponía un «acto que el derecho internacional
reputa ilícito» (A/CN.4/63, artículo 15). Ese concepto
de «acto que el derecho internacional reputa ilícito», a
menos que se restrinja por remisión al concepto de jus
cogens, quizá resulte demasiado amplio. En virtud del
derecho general de las inmunidades diplomáticas, es
ilícito realizar ciertos actos en relación a los diplomáti-
cos; pero ello no impide que dos Estados determinados
acuerden limitar entre sí las inmunidades de sus pro-
pios diplomáticos. La frase «acto que el derecho inter-
nacional reputa ilícito» parece prestarse también a la
interpretación de que cualquier tratado que infrinja los
derechos anteriores de otro Estado será nulo ipso
facto. Esta parece haber sido, en verdad, la opinión de
Sir H. Lauterpacht; pero los testimonios disponibles
difícilmente parecen apoyar tal tesis, especialmente en
lo que se refiere a los tratados que están en conflicto
con los derechos de otros Estados en virtud de tratados
anteriores.
3. Sir G. Fitzmaurice, por otra parte, enunció la regla
en términos que limitaban los casos de ilicitud a las
infracciones de principios o normas que tuvieran el
carácter de jus cogens. El actual relator especial, en el
párrafo 1 del artículo, ha hecho algo análogo, aunque
se da cuenta de que con ello no se resuelve enteramente
la cuestión de cuáles son exactamente las reglas de
derecho internacional que instituyen jus cogens. En
muchos ordenamientos jurídicos nacionales hay cate-
gorías bien definidas de contratos ilícitos. En el derecho
internacional, en cambio, no parece haber madurado
la situación lo suficiente todavía para tratar de codi-
ficar posibles categorías de tratados «ilícitos». La apa-
rición del concepto jus cogens, como se ha indicado, es
relativamente reciente, y el derecho internacional se
encuentra en una fase de rápido desarrollo. De ahí que
parezca lo más prudente enunciar en términos generales
la regla de que un tratado es nulo si está en conflicto
con una norma de jus cogens y dejar que se elabore
todo el contenido de esta regla en la prática de los
Estados y en la jurisprudencia de los tribunales inter-
nacionales. Al propio tiempo, en el artículo 1 se da una
definición general de la expresión jus cogens.

4. Por otra parte, parece conveniente indicar, a modo
de ejemplos, algunos de los tipos más notables de trata-
dos que se consideran nulos por su incompatibilidad
con una norma de jus cogens. El párrafo 2 enun-
cia en consecuencia tres casos. El primero —uso ilícito
de la fuerza— apenas si necesita ninguna explicación;
se reconoce en general que los principios enunciados en
la Carta expresan no solamente las obligaciones de los
Miembros de las Naciones Unidas sino también las
reglas generales del derecho internacional que rigen en
la actualidad el uso de la fuerza. El segundo tampoco
requiere explicación: si en un tratado se prevé la eje-
cución de un acto delictuoso conforme al derecho
internacional, su objeto es evidentemente ilícito. El
tercer caso parece ser también evidente. Cuando el
derecho internacional, como en los casos de trata de
esclavos, piratería, y genocidio 48, impone a todos los
Estados la obligación general de contribuir a la elimina-
ción y sanción de determinados actos, todo tratado que
prevea o tolere su comisión debe claramente ser*
tachado de ilícito. Pero estos ejemplos no agotan toda
la materia; las palabras «en particular» al comienzo
del párrafo indican que se trata sencillamente de apli-
caciones concretas del principio conforme al cual la
infracción de una norma de jus cogens hace que el tra-
tado sea nulo.
5. Cabría adoptar el punto de vista de que todo tra-
tado cuyo objeto sea ilícito debe considerarse total-
mente nulo y carecer de toda validez mientras no se
modifique por las partes en forma que quede subsanada
su iUcitud. Teniendo en cuenta, sin embargo, las rela-
ciones creadas por el tratado y los perjuicios que pue-
den ocasionarse cuando se considera totalmente nulo
un tratado por una incompatibilidad de secundaria
importancia con una norma de jus cogens, parece pre-
ferible prever que las estipulaciones ilícitas de un tra-
tado que no se refieren a los objetos principales del
mismo y que claramente se distinguen del resto de sus
disposiciones, pueden ser objeto de un trato aparte.
6. Finalmente, ha de subrayarse que el conflicto con
una norma de jus cogens es una causa de invalidez
completamente distinta de los principios que rigen los
efectos jurídicos de los tratados que están en conflicto
con otros anteriores. Es cierto, que la norma de jus
cogens puede haber sido incorporada en un tratado
multilateral general anterior. Conforme al artículo que
se examina, sin embargo, el punto importante no es la
incompatibilidad con un tratado general anterior, sino
el conflicto con una norma que tiene el carácter de jus
cogens. El problema planteado por el conflicto entre
tratados sucesivos que versan sobre las mismas materias
puede a veces coincidir con el de incompatibilidad con

45 Véase McNair, op. cit., págs. 213 y 214.

46 Véanse los artículos 13 y 14 de la Convención de Ginebra
sobre la Alta Mar, 1958, en Conferencia de las Naciones
Unidas sobre el Derecho del Mar, Documentos Oficiales, vol. II
(A/CONF. 13/38), Publicaciones de las Naciones Unidas, N.° de
venta: 58.V.4, vol. II, anexos, doc. A/CONF. 13/L.53, y los
artículos 5 y 7 de la Convención para la prevención y la sanción
del delito de genocidio, 1948, aprobada por resolución 260
(III) de la Asamblea General, texto en United Nations Treaty
Series, vol. 78.
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una norma de jus cogens; pero la regla sentada en el
artículo que se examina es un principio inderogable del
orden público internacional, que invalida el tratado
ulterior independientemente de cualquier conclusión a
que se llegue acerca de la prioridad relativa que debe
darse a tratados con estipulaciones incompatibles. Por
otra parte, sería un error evidente considerar que las
normas que en la actualidad se aceptan como reglas de
jus cogens son inmutables y no pueden ser derogadas ni
reformadas en lo sucesivo. Por ello en el párrafo 4 se
prevé que el artículo no se aplica a un tratado multila-
teral general que expresamente se aparte de una norma
de jus cogens o que la modifique.

Artículo 14. — Conflicto con un tratado anterior
1. a) Cuando las partes en dos tratados son las
mismas o cuando entre las partes en un tratado poste-
rior figuran todos los Estados partes en un tratado
anterior, el tratado posterior no quedará invalidado por
el hecho de que algunas de sus disposiciones o todas
ellas estén en conflicto con las del tratado anterior.

b) En tales casos, el conflicto entre los dos tratados
se resolverá a base de los principios generales que
rigen la interpretación y aplicación de los tratados, su
modificación o su extinción.
2. a) Cuando una parte o un grupo de partes en un
tratado, independientemente o junto con terceros Esta-
dos, celebre un tratado posterior, éste no quedará inva-
lidado por el hecho de que todas sus disposiciones o
algunas de ellas estén en conflicto con las del tratado
anterior.

b) En tales casos, el conflicto entre los dos tratados
se resolverá:

i) Si la eficacia del segundo tratado es impugnada
por un Estado parte en el tratado anterior que no
es parte en el tratado posterior, a base de que
prevalezca el tratado anterior;

ii) si la eficacia del segundo tratado es impugnada por
un Estado que es parte en el segundo tratado, a
base de los principios que rigen la interpretación y
aplicación de los tratados, su modificación o su
extinction.

3. a) Los párrafos 1 y 2 se entenderán sin perjuicio
de toda cuestión de falta de validez que pueda susci-
tarse cuando el tratado anterior sea el instrumento
constitutivo de una organización internacional que con-
tiene disposiciones en las que se limitan los poderes
de sus miembros para concertar tratados con respecto
a la modificación del tratado constitutivo o con res-
pecto a cualesquiera cuestiones en particular.

b) En caso de conflicto entre las obligaciones con-
traídas por los Miembros de las Naciones Unidas en
virtud de la Carta y sus obligaciones contraídas en
virtud de cualquier otro convenio internacional, pre-
valecerán las obligaciones impuestas por la Carta.
4. Los párrafos 1 y 2 no serán aplicables si la dispo-
sición de un tratado anterior con la que el tratado pos-
terior está en conflicto enuncia una norma que tiene
el carácter de jus cogens, y en este caso se aplicará el
artículo 13.

Comentario
1. Los efectos jurídicos de un conflicto con un tra-
tado anterior, como se ha señalado ya en el comentario
al artículo precedente, es una cuestión totalmente dis-
tinta de la del conflicto con una norma de jus cogens,
aunque pueda haber coincidencia cuando la regla de
jus cogens está enunciada en un tratado multilateral
general tal como la Convención sobre el Genocidio. El
presente artículo se refiere, pues, exclusivamente a la
cuestión de hasta qué punto puede estar afectada la
validez esencial por el hecho de que sus disposiciones
estén en conflicto con las de un tratado anterior.

2. Es evidente que cuando las partes en ambos tra-
tados son idénticas no puede plantearse normalmente
cuestión alguna en cuanto a la validez esencial. Los
Estados que han celebrado el segundo tratado son
entonces plenamente competentes para modificar o anu-
lar el tratado anterior y el problema de si, por razón
de conflicto, el segundo tratado modifica o pone fin al
tratado anterior es simplemente un problema de inter-
pretación de las disposiciones del segundo tratado. El
conflicto puede plantear una cuestión de modificación
o extinción de tratados, pero no de validez esencial. La
situación es la misma, en términos generales, cuando
las partes en los dos tratados no son idénticas, pero
entre las partes en el tratado posterior figuran todas las
partes en el tratado anterior; como las partes en el
tratado anterior son competentes conjuntamente para
modificarlo o anularlo, pueden hacerlo también en com-
binación con otros Estados.
3. Pero hay dos tipos de casos en que cabe concebir
que se suscite una cuestión de validez esencial, aun
cuando las partes en los dos tratados sean idénticas.
Uno de ellos es el que se produce cuando el tratado
anterior es el instrumento constitutivo de una orga-
nización internacional y estipula que toda reforma al
mismo debe efectuarse exclusivamente por decisión
adoptada a través de los órganos de la organización.
En un caso de este tipo parece que las partes en el
tratado traspasan a la organización como tal, por lo
menos parcialmente, su capacidad de celebrar tratados
en lo que respecta a la modificación del tratado consti-
tutivo. Por ejemplo, los artículo 108 y 109 de la Carta
parecen establecer un procedimiento constitucional espe-
cial para su reforma que tiene por objeto excluir el pro-
cedimiento diplomático normal de modificación de tra-
tados. En este procedimiento especial, dos órganos de
las Naciones Unidas —la Asamblea General y el Con-
sejo de Seguridad— tienen funciones particulares; al
mismo tiempo, se conserva el procedimiento clásico
de ratificación por los Estados individualmente, pero
con la diferencia de que cualquier modificación entra
en vigor para todos los Miembros aun cuando sólo sea
ratificada por dos tercios de ellos. La posibilidad de
que todos los Miembros de las Naciones Unidas con-
cluyan juntos, fuera de la Organización, un nuevo
tratado diplomático que modifique las disposiciones de
la Carta es tan remota que hace un tanto académica la
cuestión de la validez del tratado posterior. Pero esta
cuestión no es en modo alguno tan académica en el
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caso de una organización más limitada, y de hecho se
ha debatido activamente a propósito de los tratados
de la Comunidad Europea 47. El Tratado franco-alemán
de 1956 relativo al Territorio del Sarre dio lugar a un
cambio fundamental de circunstancias que hizo nece-
sarias ciertas modificaciones en el Tratado de la Comu-
nidad Europea del Carbón y del Acero, 1951, siendo
así que en los artículos 95 y 96 de este Tratado no se
preveía ninguna reforma de sus disposiciones durante
el «período transitorio» que no había de terminar hasta
1958. Si bien el problema se resolvió mediante la cele-
bración de un tratado diplomático entre los Estados
Miembros directamente, se puso de manifiesto, por lo
menos en los Países Bajos, que ello sólo podía consi-
derarse justificado por las circunstancias excepcionales
e imprevistas del traspaso del Sarre a Alemania, y la
Cámara neerlandesa aprobó una resolución en la que
declaraba expresamente que después de terminado el
período transitorio, la revisión del Tratado, lo mismo
que la de los demás tratados de la Comunidad, no
podía efectuarse más que por los procedimientos esta-
blecidos en los propios tratados.
4. El otro caso que podría producirse sería el de que
un tratado anterior, instrumento constitutivo de una
organización, confiriese a ésta poderes exclusivos para
concertar tratados en determinadas materias. En ese
caso, podría decirse que los Estados interesados han
traspasado deliberadamente a la organización, o a
algunos de sus órganos, su capacidad de concertar tra-
tados respecto de tales materias. Ciertamente, en el
asunto de la Unión Aduanera Austro-Alemana48, la
opinión de todos los magistrados de la Corte Perma-
nente, tanto de la mayoría como de la minoría, parece
haber sido la de que un Estado que en virtud de un
tratado no solamente acepta restricciones al ejercicio
de poderes, sino que se coloca bajo la autoridad de
otro Estado o grupo de Estados con respecto a esos
poderes, limita en esa medida su propia soberanía y su
propia capacidad para concertar tratados.
5. Los dos casos que se examinan en los párrafos pre-
cedentes se refieren en realidad a limitaciones de la
capacidad más que a tratados nulos por razón de
incompatibilidad con un tratado anterior. En el primer
caso, los miembros de la organización han limitado su
capacidad para reformar la constitución de la organi-
zación al someterse a un procedimiento particular den-
tro de la organización. En el segundo caso, han tras-
pasado realmente a la organización una porción de su
capacidad para concertar tratados. El efecto preciso
de esas limitaciones sobre la capacidad para concertar
tratados es materia que puede suscitar controversia e
introducir estas cuestiones de la capacidad en el pre-
sente artículo sólo puede servir para complicar un tema
ya de por sí difícil49. En estas condiciones se estima

47 Véase : Van der Goes van Naters, « La Révision des traités
supranationaux ». Nederlands Tijdschrift voor International
Recht (Liber Amicorum, J. P. A. François), julio de 1959,
págs. 120 a 131.

48 C.P.J.I. (1931), Series A / B 41 , pág. 37.
49 En los anteriores proyectos sobre el derecho de los tratados

no se han examinado estas cuestiones.

que en el presente artículo basta con hacer la salvedad
en cuanto a este punto sin señalar una norma definida.
Así, pues, el párrafo 1 del artículo enuncia en sus inci-
sos a) y b) las reglas generales que rigen los casos de
este tipo, y el párrafo 3, inciso d) hace una salvedad en
cuanto a las limitaciones contenidas en los instrumentos
constitutivos de organizaciones internacionales.
6. La dificultad principal, no obstante, se plantea
cuando entre las partes en el tratado posterior no están
incluidos todos los Estados que eran partes en el tra-
tado anterior. Ello puede ocurrir de dos modos: 1) que
algunas de las partes en un tratado, pero no todas, con-
cierten un segundo tratado que modifique la aplicación
del tratado anterior entre ellas, pero sin consultar a las
demás partes en el tratado anterior; o 2) que la situa-
ción sea análoga, pero uno o más Estados que no son
partes en el tratado anterior, participen en el segundo
tratado. En cualquiera de estos casos, el segundo tra-
tado puede lesionar los derechos adquiridos por otros
Estados con arreglo al tratado anterior y la cuestión
que se plantea es la de hasta qué punto este hecho
puede afectar la validez esencial del segundo tratado.
7. En el proyecto de Sir H. Lauterpacht (A/CN.4/63
y 87, artículo 16) se establecía la regla general de que
el tratado ha de ser nulo automáticamente «si su cum-
plimiento entraña la violación de una obligación con-
traída anteriormente en otro tratado por una o varias
de las partes». Sir H. Lauterpacht calificó luego esta
disposición diciendo que únicamente debe aplicarse
«cuando la contravención de las estipulaciones del
tratado anterior sea de tal naturaleza que lesione grave-
mente los intereses de las demás partes en dicho tra-
tado o altere gravemente un elemento esencial de la
finalidad originaria del tratado». Exceptuó además de
la disposición a los tratados multilaterales generales; y
en su segundo informe extendió esta excepción a los
tratados que tienen por objeto la revisión de conven-
ciones multilaterales cuando se han concluido en virtud
de una «mayoría considerable de las partes en la con-
vención que sea objeto de la revisión.» Justificaba esta
adición señalando con cierto detalle las complicaciones
que de otro modo podrían suscitarse en la revisión de
convenciones multilaterales y sobre todo las de tipo
legislativo, en las que es fenómeno bastante común la
de los tratados sucesivos sobre la misma materia con
diferentes participantes. En apoyo de la regla general
que proponía, Sir H. Lauterpacht citaba las opiniones
disidentes de los magistrados van Eysinga y Schücking
en el asunto Osear Chinn50 y de los magistrados
Nyholm y Negulesco en el asunto de la Comisión Euro-
pea del Danubio " . Explicaba luego que «si las partes
se obligan entre sí a la realización de un acto que
constituye una violación de los derechos de una parte
adquiridos en virtud de un tratado preexistente, come-
ten un acto contrario a derecho que vicia de ilegalidad
el tratado posterior» (A/CN.4/63, artículo 16, comen-
tario, párr. 2). Consideraba que ello era una conse-
cuencia de los «principios generales del derecho», las

50 C.P.J.I., Series A/B, N.° 63, págs. 132 a 136 y 148 a 150.
51 C.P.J.I., Series B/14, págs. 73 y 129.
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«exigencias del orden público internacional» y los
« principios de la buena fe que deben regir las rela-
ciones internacionales». «En la esfera internacional
—señalaba— las razones para considerar nulos e ina-
plicables a los tratados posteriores incompatibles, son
aun más poderosas que en derecho privado». Si bien
este parecer encuentra apoyo en cierto número de tra-
tadistas anteriores, entre ellos Oppenheim, la mayoría
de los autores actuales no consideran que el tratado
que infringe los derechos adquiridos por otros Estados
en virtud de tratados anteriores sea forzosamente nulo.
Sostienen que puede plantearse en determinados casos
la cuestión de la falta de validez, pero que en general
la cuestión que se plantea es más bien la de la priori-
dad que debe darse a unas disposiciones jurídicas que
están en conflicto 62.

8. El proyecto de Sir G. Fitzmaurice (A/CN.4/115,
artículos 18 y 19) se basaba en el parecer de que en
general la cuestión que se plantea es la de conciliar esti-
pulaciones jurídicas que están en conflicto y que sólo
en ciertos casos puede ser nulo el tratado posterior.
Sus propuestas acerca de la incompatibilidad con tra-
tados anteriores eran bastante elaboradas y al tratar
del problema principal señalaba una distinción entre:
1) los casos en que entre las partes en el segundo tra-
tado figuran solo algunas de las partes en el tratado
anterior y algunas partes nuevas, y 2) los casos en que
entre las partes en el segundo tratado figuran algunas
de las partes en el tratado anterior pero no partes nue-
vas.

9. En el primer tipo de casos, cuando entre las partes
del tratado posterior figuran algunas partes nuevas,
Sir G. Fitzmaurice consideraba que el tratado posterior
no es invalidado por el conflicto y que rige las rela-
ciones entre las partes en él; en cambio, el tratado
anterior prevalece sobre el posterior en las relaciones
entre los Estados que son partes en ambos tratados
y los Estados que son partes únicamente en el primer
tratado. Los Estados que son partes en ambos trata-
dos pueden pues incurrir en la obligación de dar repa-
ración a los demás Estados partes en el tratado ante-
rior, si no lo cumplen; pero, si lo cumplen, pueden
igualmente incurrir en la obligación de dar reparación
a los restantes Estados partes en el segundo tratado,
si éstos no tuvieron conocimiento de la incompatibi-
lidad al celebrar el segundo tratado. En otras palabras,
el conflicto plantea cuestiones de prioridad y de respon-
sabilidad jurídica, pero no de validez.

10. Sir G. Fitzmaurice justificaba su criterio de no
seguir la pauta de los relatores anteriores con citas de
ciertos autorers 53 y, además, de las disposiciones del
Artículo 103 de la Carta. Señalaba que el Artículo 103
no establece la nulidad de los tratados concertados

entre Estados Miembros que sean incompatibles con
la Carta, sino que dispone que en caso de conflicto
entre las obligaciones contraídas en virtud de cualquier
otro convenio internacional, prevalecerán las obliga-
ciones impuestas por la Carta. Lo que el Artículo 103
claramente enuncia es que debe darse prioridad a la
Carta, no que deba reputarse nulo el tratado que está
en conflicto con ella. Puede ser que el tratado sea
inaplicable si su aplicación supone una violación de la
Carta, pero no es nulo. Aunque ello es claramente la
consecuencia del Artículo 103, si se consultan los tra-
bajos preparatorios se advierte que ese Artículo fue
redactado pensando principalmente en los tratados
anteriores y que la Comisión IV/2 contaba más bien
con el párrafo 2 del Artículo 2 (deber de cada Miem-
bro de cumplir de buena fe las obligaciones contraídas
de conformidad con la Carta) para prever el caso de un
Miembro que celebrara un tratado posterior incompa-
tible con la Carta. En el informe de dicho Comité se
decía que 54: «Respecto a la regla II del artículo 20
del Pacto, en virtud del cual los miembros se obligan
a no contraer en lo sucesivo obligaciones que sean
incompatibles con los términos de aquél, la Comisión
ha considerado que esa norma ha de ser tan evidente
que no hay necesidad de expresarla en la Carta, tanto
más cuanto que sería una repetición, en forma negativa,
de la regla que se expresa en el párrafo 2 del Capítulo
II55 de la Carta.» Pero lo cierto es que el Artículo 103,
cuyas disposiciones son enteramente generales y, por
consiguiente, parecen abarcar tanto los acuerdos ante-
riores como los futuros, establece el principio de la
prioridad de la Carta y no el de la nulidad de los tra-
tados incompatibles con ella 56.
11. La cuestión particular de los efectos de la Carta
sobre un tratado posterior concluido por un Miembro
de las Naciones Unidas puede exigir ulterior examen.
Aquí basta señalar que el actual relator especial está
de acuerdo con la posición adoptada por Sir G. Fitz-
maurice en el sentido de que cuando entre las partes
en el segundo tratado hay Estados que no son partes
en el primero, el hecho de que haya un conflicto
entre los dos tratados no invalida el tratado posterior.
12. Para el segundo tipo de casos, cuando algunas
de las partes en un tratado multilateral, pero no todas,
celebran un tratado posterior que modifica su aplicación
entre ellas, Sir G. Fitzmaurice adoptó también como
regla fundamental el principio de que el conflicto con
el tratado anterior no invalida el tratado posterior.
Admitió que varios tratadistas eminentes han adoptado
el criterio de que no puede permitirse que un reducido
número de partes en un tratado concluyan un nuevo
tratado sobre el mismo objeto si ello lesiona la obliga-
ción creada por el tratado anterior o es «tan incom-
patible con el fin general del primer tratado que puede
frustrarlo» (A/CN.4/115, párr. 88). Señaló también la

52 P.e. C. Rousseau, Principes généraux de droit international
public, pág. 341; Lord McNair, op. cit., pág. 222; Harvard Law
School, Research in International Law, III, Law of Treaties,
pág. 1024.

53 C. Rousseau y el Harvard Research in International Law;
véase la nota anterior.

34 U N C I O , vol. 13, pág. 708.
55 Designación que se dio inicialmente al Art ículo 2, 2) e n

la Conferencia de San Francisco.
56 Véanse más adelante los párrafos 33 y 34 de este comen-

tario.
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opinión de los magistrados Van Eysinga y Schücking,
según la cual en el caso de un tratado que tiene efectos
y carácter cuasilegislativos y en el que se establece
una constitución, un sistema o un régimen para una
zona determinada o respecto de una cuestión determi-
nada, ninguna de las partes puede en ningún caso cele-
brar ese tratado posterior sin el consentimiento de todas
las partes en el tratado anterior. Consideraba, no
obstante, que hay razones de peso para adoptar una
regla más flexible. El segundo tratado sólo obliga a las
partes en él y jurídicamente no supone una disminu-
ción o lesión de los derechos de los otros Estados partes
en el anterior tratado. Puede suponerla de hecho, por
socavar el régimen del tratado anterior y ello en algu-
nos casos puede plantear la cuestión de la validez del
segundo tratado. Pero hay, a su juicio, otra consi-
deración importante que apunta en sentido opuesto:

«El derecho de algunas de las partes en un tratado
a modificarlo o abrogarlo en sus relaciones inter se
es uno de los instrumentos principales, de uso cada
vez más extendido en nuestros tiempos, para modi-
ficar una situación contractual dada en una forma
conveniente y quizás necesaria, en circunstancias en
las que no sería posible, o resultaría muy difícil,
obtener inicialmente al menos, el consentimiento de
todos los Estados interesados. Prohibir este proce-
dimiento, o hacerlo indebidamente difícil, equival-
dría en la práctica a otorgar un derecho de veto a la
que a menudo sería una pequeña minoría de las
partes adversas al cambio. En el caso de muchos
grupos importantes de tratados que suponen una
serie «en cadena», tales como los convenios postales,
los convenios de telecomunicaciones, los convenios
de propiedad intelectual y propiedad industrial, los
convenios de aviación civil y numerosos convenios
marítimos y técnicos, precisamente este procedi-
miento es el que permite llegar a la firma de nuevos
convenios. En algunos casos los instrumentos fun-
damentales de las constituciones de las organiza-
ciones interesadas contienen disposiciones por las
que se permite su reforma por el voto de la mayoría,
pero en muchos casos no ocurre así, por lo que todo
sistema nuevo o distinto sólo puede ser puesto en
vigor inicialmente entre las partes que lo suscriben»
(ibid., párr. 89).

Insistió además en que en los casos de esta índole es a
menudo muy posible que el segundo tratado se aplique
entre las partes en él sin perturbar la aplicación del
tratado anterior entre ellas y los demás Estados partes
en ese tratado.
13. Fundándose en el razonamiento que se acaba de
exponer, el relator especial anterior se resistió siempre
a considerar invalidado el tratado posterior por razón
de una incompatibilidad con un tratado anterior cuyas
obligaciones son de carácter recíproco. Pero señaló, no
sin cierta vacilación, dos casos en que el tratado
posterior quedaría invalidado:

1) Cuando el primer tratado prohibe expresamente,
entre las partes en él, la conclusión de otros tratados
incompatibles con sus disposiciones;

2) Cuando el tratado posterior supone forzosamente
que las partes realicen actos que contravengan directa-
mente las obligaciones que tienen contraídas en virtud
del primer tratado.
Al mismo tiempo, consideraba que la situación es muy
distinta cuando las obligaciones del tratado anterior no
son de carácter «recíproco», sino de carácter « inter-
dependiente» u objetivo. Para estos casos establecía
que la nulidad debe ser la regla general y los trataba en
un artículo aparte, que se examinará luego en los
párrafos 23 a 30 de este comentario.
14. La complejidad de las propuestas del relator espe-
cial anterior da una indicación de la dificultad del pro-
blema objeto de este artículo. Sir H. Lauterpacht sólo
llegó a este conjunto de reglas relativamente simples a
base de aplicar al derecho de los tratados lo que a su
juicio era un principio general del derecho en virtud del
cual son nulos «los contratos que tienen por objeto
romper un contrato». Pero los tratados de hoy están
destinados a muy diversos objetos —legislación, cesión
de territorio, arreglo administrativo, constitución de
una organización internacional, etc.— y pueden ser
asimismo contratos puramente recíprocos; y, aun
cuando se aceptara que la ilicitud de un contrato que
tiene por objeto romper otro contrato es un principio
general del derecho —punto que es discutible—, de
ello no se infiere en modo alguno que el principio deba
aplicarse a los tratados que contravienen tratados ante-
riores. El estado imperfecto de la organización inter-
nacional y los múltiples usos a que se destinan los tra-
tados parecen aconsejar que la Comisión proceda con
prudencia al establecer reglas que califiquen a los tra-
tados de ilícitos y nulos. Ello no quiere decir que el
hecho de contraer obligaciones convencionales que
infringen los derechos adquiridos por otro Estado en
virtud de un tratado anterior no suponga una infracción
del derecho internacional que lleva consigo la respon-
sabilidad jurídica de dar reparación al Estado cuyos
derechos han sido lesionados. Pero eso no es lo mismo
que decir que el segundo tratado es nulo por razón de su
carácter ilícito y que no tiene ninguna fuerza entre las
partes en él.
15. La actitud adoptada por la Corte Permanente en
los asuntos Oscar Chinn y Comisión Europea del Danu-
bio parece poco compatible con la existencia en dere-
cho internacional de una doctrina general que invalide
los tratados concluidos en violación de las disposiciones
de un tratado anterior. En el asunto Osear Chinn " el
tratado anterior era el Acta General de Berlín de 1885,
que establecía un régimen internacional para la cuenca
del Congo. Ese tratado no contenía ninguna estipula-
ción que autorizara la celebración de arreglos bila-
terales entre determinadas partes; por el contrario, con-
tenía una disposición en la que se preveía expresa-
mente que toda modificación o mejora del régimen del
Congo debería introducirse de «común acuerdo» entre
los Estados signatarios. Pero, en 1919, varias de las
partes en el Acta de Berlín, sin consultar con las

57 C.PJ.L, Series A/B, N.° 63.
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demás, concluyeron la convención de San Germán, en
virtud de la cual, entre sí, abrogaban cierto número de
disposiciones del Acta de Berlín, reemplazándolas
con un nuevo régimen para el Congo. La Corte se con-
tentó con señalar que, sea cual fuere el interés que el
Acta de Berlín pudiera tener en otros aspectos, ambos
Estados partes en el litigio se habían fundado en la
Convención de San Germán como fuente de sus obli-
gaciones y la Corte tenía que considerar esa Conven-
ción como el tratado que estaba llamada a aplicar.
Ciertamente, la cuestión de la licitud de la Conven-
ción de San Germán no había sido planteada por
ninguna de las partes, pero la cuestión fue tratada con
detenimiento por los Magistrados Van Eysings y
Schücking en sus opiniones disidentes y, evidentemente,
había sido debatida, pues, en la Corte. Además, esos
Magistrados habían adoptado expresamente el parecer
de que la cuestión de la validez o falta de validez de
ese tratado no era un asunto que pudiera depender de
la circunstancia de que algún gobierno hubiese impu-
gnado o no su licitud, sino que era una cuestión de
orden público que el tribunal debía examinar de oficio.
En estas condiciones, es difícil dar a la aceptación por
la Corte del Convenio de San Germán como tratado que
tenía la obligación de anlicar una interpretación que
no sea la de rechazar la doctrina de la nulidad absoluta
del tratado que infringe los derechos adquiridos por
terceros Estados en virtud de un tratado anterior.
16. El criterio seguido por la Corte en su opinión
consultiva sobre la Comisión Europea del Danubio 58

fue muy parecido. El Tratado de Versalles contenía
ciertas disposiciones relativas al régimen internacional
del Danubio, entre ellas estipulaciones relativas a la
composición de la Comisión Europea para ese río y a
las facultades de la misma; al mismo tiempo, preveía
la pronta conclusión de otra Convención, en la que se
establecería un Estatuto definitivo para el Danubio. Se
celebró oportunamente una nueva Convención, entre
cuyas parte no estaban comprendidas todas las partes
en el Tratado de Versalles, pero en la que sí parti-
cipaban todos los Estados que estaban interesados en la
controversia que dio lugar a la petición de una opinión
consultiva. En las alegaciones presentadas a la Corte
con motivo de este asunto, se planteó la cuestión de la
capacidad de los Estados, para concertar, en una
conferencia posterior, un tratado que modificaba estipu-
laciones del Tratado de Versalles. La Corte se pronun-
ció en los términos siguientes:

«En el curso de la presente diferencia, se ha discu-
tido mucho si la Conferencia que formuló el Esta-
tuto Definitivo tenía atribuciones para adoptar dispo-
sición alguna que modificara la composición o los
poderes y funciones de la Comisión Europea, tal
como habían sido establecidos en el Tratado de Ver-
salles, y si el sentido y alcance de las disposiciones
pertinentes tanto del Tratado de Versalles como del
Estatuto Definitivo son los mismos o no. Pero en
opinión de la Corte, como todos los gobiernos inte-

resados en la presente diferencia han firmado y rati-
ficado tanto el Tratado de Versalles como el Estatuto
Definitivo, no pueden sostener entre ellos que algu-
nas de sus disposiciones son nulas por no estar com-
prendidas dentro del mandato dado a la Conferencia
del Danubio en virtud del artículo 349 del Tratado de
Versalles.'» 69

También en este caso es difícil no ver en el dictamen
de la Corte una negación de la doctrina de la nulidad
absoluta del tratado posterior que lesiona los derechos
de terceros Estados adquiridos en virtud de un tratado
anterior80. El caso de las Concesiones Mavrommatis
en Palestina 61 era, es cierto, un caso de tipo algo dife-
rente, pero también parece haberse seguido un criterio
totalmente reñido con la idea de que un tratado poste-
rior será nulo en la medida en que sea incompatible con
un tratado multilateral anterior.
17. En su opinión consultiva sobre la Unión aduanera
austro-alemana 62 la Corte sólo estaba llamada a exa-
minar la compatibilidad del Protocolo de Viena con el
Tratado de San Germán; no se le pidió que se pronun-
ciara sobre las consecuencias legales en caso de que se
le considerara incompatible con el tratado anterior. En
dos asuntos relacionados con la supuesta violación por
Nicaragua, con motivo de la conclusión del tratado
Bryan-Chamorro con los Estados Unidos, de las dere-
chos de Costa Rica y El Savador adquiridos en virtud
de un tratado anterior, la Corte Centroamericana de
Justicia consideró que no era competente para pronun-
ciarse sobre la validez del segundo tratado en ausencia
de los Estados Unidos, sobre los cuales no tenía juris-
dicción. La Corte se limitó por tanto a sostener que
Nicaragua había infringido las obligaciones dimanantes
de un tratado que tenía contraídas con otros dos esta-
dos al concertar un tratado posterior con los Estados
Unidos incompatible con aquéllas 63.
18. La jurisprudencia internacional tal vez no sea del
todo concluyente acerca de la cuestión de si puede anu-
larse un tratado —y, en caso afirmativo, en qué condi-
ciones— por razón de su incompatibilidad con un tra-
tado anterior. No obstante, el Relator Especial actual
cree que esa jurisprudencia es marcadamente desfa-
vorable a toda noción amplia de una doctrina general
de la nulidad de los tratados que infringen las estipula-
ciones de tratados anteriores 64; y, en consecuencia, ello

58 C.P.J . I . , Series B, N . ° 14.

59 C.P.J.I., Series B, N.° 14, pág. 23.
60 Tanto más cuanto que dos Magistrados, Nyholm y Negu-

lesco, adoptaron un criterio diferente del de la Corte, al sostener
que toda disposición del Estatuto que fuese incompatible con
el Tra tado de Versalles sería « nula »; C.P.J.I., Serie B, N." 14,
págs. 73 y 129.

61 C.P.J.I., Serie A, N.° 2.
62 Ibid., Serie A / B , N.° 41 .
63 American Journal of International Law, vol. II (1917),

págs. 228 y 729.
64 Véase G. Schwarzenberger, op. cit., págs. 482 a 487; y

véase también el Artículo 18 de la Convención de La Habana
de 1928 sobre los Tratados (Harvard Research in International
Law, pág. 1207; Conferencias Internacionales Americanas,
1889-1936, Carnegie Endowment for International Peace,
Washington, 1938, pág. 371), en la que se estipula : « Dos o



Derecho de los tratados 67

explica también las vacilaciones de Sir G. Fitzmaurice
por lo que toca a la admisión de casos de nulidad
cuando el conflicto es con un tratado anterior de
«carácter recíproco».
19. Los dos casos de nulidad que en principio sugería
(véase más arriba el párrafo 13), si bien están apoyados
por el Harvard Research Draft, difícilmente parecen
compatibles con la actitud de la Corte en los asuntos
de Osear Chinn y de la Comisión Europea del Danubio.
En el primero de ellos había una estipulación expresa
en virtud de la cual toda modificación del Acta de
Berlín debería hacerse de « común acuerdo »; no
obstante, la Corte consideró que era suficiente que nin-
gún Estado hubiese impugnado la Convención de San
Germán. No parece que la Corte hubiese adoptado un
criterio distinto si la estipulación hubiese tenido la
forma de una prohibición expresa contra la adopción
fuera del tratado de obligaciones contractuales no esti-
puladas de «común acuerdo». Cabe aducir también que
en todo tratado multilateral está implícito el compro-
miso de no violar sus estipulaciones participando en
acuerdos bilaterales que sean incompatibles con ellas.
En consecuencia, no parece muy justificable prever,
como caso especial, que un tratado posterior será nulo
si está en conflicto con un tratado anterior que contiene
una prohibición expresa contra los acuerdos bilaterales
que sean incompatibles. Un compromiso estipulado en
un tratado de no concertar un tratado incompatible no
afecta normalmente, a juicio del Relator, la capacidad
de concertar tratados de los Estados interesados, sino
que simplemente les impone una obligación contractual
de no ejercer de una manera determinada sus facultades
de concertar tratados. El incumplimiento de esta obli-
gación les hace incurrir en responsabilidad, pero el tra-
tado posterior que concluyen no es nulo. Análogamente,
si se adopta el criterio general —como lo adoptó el
relator especial anterior— de que un tratado posterior
concluido entre un grupo limitado de las partes en un
tratado multilateral no es anulado normalmente por el
hecho de que esté en conflicto con el tratado anterior,
su segunda excepción provisional a la regla no parece
justificarse. Esta excepción era la de los casos en
que el tratado posterior «exige necesariamente que
alguna de sus partes ejecute actos que supongan una
violación directa de las obligaciones por ella contraídas
en virtud del primer tratado». La cuestión de la nulidad
no se plantea para nada, a menos que el tratado poste-
rior sea materialmente incompatible con las obliga-
ciones adquiridas por las partes en virtud del primer
tratado. ¿Puede haber alguna diferencia en el hecho de
que la infracción de esas obligaciones sea directa o sea
indirecta, si esa infracción es la consecuencia lógica del
tratado posterior? Naturalmente, si el tratado poste-
rior es susceptible de diferentes interpretaciones o
puede aplicarse de diferentes maneras, cabe que no sea
posible saber si hay un conflicto con el primer tratado
hasta que el tratado posterior haya sido interpretado y

más Estados pueden convenir que sus relaciones se rijan por
otras reglas que no sean las establecidas en convenciones gene-
rales celebradas por ellos con otros Estados. »

aplicado por lo Estados interesados. Pero si de hecho se
interpreta y aplica en forma que infringe el primer
tratado, ¿cabrá distinguirlo razonablemente de un tra-
tado cuyas estipulaciones violen inequívocamente el pri-
mer tratado?
20. Bien mirado, y sobre todo en vista de las consi-
deraciones señaladas por Sir G. Fitzmaurice con
respecto a los tratados multilaterales «en cadena», el
actual relator especial estima que el proceder más
prudente que puede seguir la Comisión es el de no
prescribir la nulidad en ningún caso en que el tratado
anterior pertenezca a la categoría de los que entrañan
obligaciones recíprocas. En otras palabras, debe reco-
nocer la prioridad del primer tratado, pero nada más.
Una parte en éste que concierta tratado posterior
incompatible no puede «oponer» el tratado posterior a
ninguna parte en el tratado anterior que no sea también
parte en el tratado posterior. Un Estado parte en ambos
tratados puede contraer responsabilidad internacional
por la mera celebración del tratado posterior o por la
aplicación de éste en forma que infrinja el tratado ante-
rior; pero la incompatibilidad no hace que el tratado
posterior sea jurídicamente nulo y sin efectos.
21. En consecuencia, el párrafo 2 del presente ar-
tículo no prevé dos casos de nulidad formulados —no
sin grandes vacilaciones— por el relator especial ante-
rior. En el inciso a) señala incondicionalmente que en
general un tratado posterior no queda invalidado por
el hecho de ser incompatible con un tratado anterior;
en el inciso b) establece que en las relaciones entre un
Estado que es parte en ambos tratados y un Estado
que sólo es parte en el primer tratado prevalecerán las
disposiciones del primer tratado.
22. Por último, hay que examinar los casos en que
el relator especial anterior propuso (A/CN.4/115,
artículo 19) que la regla general había de ser la nulidad
del tratado posterior. Son casos en que el tratado ante-
rior es un tratado multilateral que crea derechos y obli-
gaciones que no son del tipo «recíprocos», sino que
son:

a) De tipo «interdependiente, por lo que la violación
fundamental de una de las obligaciones del tratado por
una de las partes justificará la correlativa falta de
ejecución por las demás partes en general y no sola-
mente sus relaciones con la parte culpable»; o bien,

b) De tipo «integral, en los que la obligación existe
de por sí y tiene fuerza absoluta e intrínseca para cada
una de las partes sin hallarse subordinada a su cumpli-
miento correlativo por las demás partes».
En cualquiera de estos casos la regla propuesta en el
proyecto era la de que «todo tratado concluido poste-
riormente por dos o más de las partes, entre sí o con
terceros países, que se halle en conflicto directo en
algún punto esencial con el tratado anterior será nulo y
carecerá de efectos en la medida que exista tal con-
flicto ». Esta excepción, pues, había de aplicarse no
sólo al tipo de caso en que un grupo de partes en un
tratado anterior celebra un tratado posterior incompa-
tible, sino también al otro tipo de caso en que algunas
de las partes en el tratado anterior y algunos Estados
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ajenos a aquél concluyen un tratado posterior incompa-
tible con el primero.
23. La división que Sir G. Fitzmaurice hizo de los tra-
tados en tres tipos distintos exige mayores explica-
ciones. Los tratados del tipo «recíproco», cabe suponer,
son tratados «do ut des-», en los cuales cada parte debe
a cada una de las otras partes ciertas obligaciones y
recibe a cambio derechos correlativos de esa parte. En
otras palabras, el tratado, aunque sea multilateral, esta-
blece relaciones que son esencialmente bilaterales. La
Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas 85

es un ejemplo de tratado de este tipo, que ya ha sido
estudiado en los párrafos precedentes; un tratado poste-
rior no ha de considerarse nulo por el hecho de que
esté en conflicto con un tratado de ese tipo. El de tipo
«interdependiente», en cambio, es un tratado en que
las obligaciones y derechos de cada parte sólo tienen
sentido en el contexto de las obligaciones y los dere-
chos correlativos de la otra parte; de modo que la vio-
lación de sus obligaciones por una parte perjudica el
régimen del tratado aplicable entre todas ellas y no sólo
las relaciones entre el Estado culpable y las demás
partes. Los ejemplos que daba el relator especial ante-
rior, eran los tratados de desarme, los tratados que
prohiben el uso de determinadas armas, los tratados
que exigen la abstención de pescar en ciertas zonas o
durante ciertas temporadas, etc. El Tratado Antartico 66,
al declarar que la Antártida «se utilizará exclusivamente
para fines pacíficos» y al prohibir «toda medida de
carácter militar», sería probablemente otro ejemplo del
mismo tipo. El tercer tipo —«integral»— fue definido
por el relator especial anterior como la categoría de
tratados en que la obligación «existe de por sí y tiene
fuerza absoluta e intrínseca para cada una de las partes
sin hallarse subordinada a su cumplimiento correlativo
por las demás partes». Citaba como ejemplo la Con-
vención sobre el Genocidio, los pactos de derechos
humanos, los Convenios de Ginebra de 1949 sobre los
prisioneros de guerra 67, etc., los Convenios Internacio-
nales del Trabajo y los tratados que imponen la obli-
gación de mantener cierto régimen o sistema en una
zona determinada, como, por ejemplo, el régimen del
Sund y los Belts a la entrada del mar Báltico.

24. Se comprenden fácilmente las razones que impul-
saron al anterior relator a hacer una distinción entre
los tratados de tipo «interdependiente» y de tipo « inte-
gral», por una parte, y los tratados de tipo «recíprocos
por la otra, y a proponer que los tratados concluidos
posteriormente que se hallasen en conflicto con los dos
primeros tipos de tratados fuesen nulos. La conclusión
de un tratado incompatible en los dos primeros casos

65 Conferencia de las Naciones Unidas sobre Relaciones e
Inmunidades Diplomáticas, Viena, 2 de marzo-14 de abril de
1961, Documentos Oficiales, vol. II (A/CONF.20/14/Add.l).
Publicación de las Naciones Unidas, N.° de venta: 62.X.1,
pág. 91, documento A/CONF.20/13.

66 F i r m a d o en Washington en 1.° de diciembre de 1959: texto
en United Nations Treaty Series, vol. 402, pág. 7.

67 Comi té Internacional de la Cruz Roja, Las convenciones
de Ginebra de 12 de agosto de 1949, Ginebra .

socava el régimen convencional entre todas las partes,
en tanto que no ocurre lo mismo con los tratados de
carácter recíproco. Las mismas razones le condujeron
a hacer una distinción análoga entre esos tipos de tra-
tados al examinar la cuestión de la expiración de los
tratados por violación fundamental. Sin embargo, exige
un examen muy atento la propuesta de que sean nulos
los tratados posteriores incompatibles con tratados de
tipo «interdependientes» o de tipo «integral». Como se
ha señalado ya en el párrafo 14, es indispensable que
la Comisión actúe con suma cautela al prescribir la
nulidad de tratados celebrados entre Estados sobera-
nos.
25. El primer punto que ha de examinarse es la rela-
ción entre la norma propuesta de que sean nulos los
tratados incompatibles con un tratado de tipo «inter-
dependiente» o de tipo «integral» y la regla en virtud
de la cual son nulos los tratados contrarios a una
norma jus cogens. Por ejemplo, la Convención sobre
el Genocidio y los Convenios de Ginebra de 1949 pare-
cen claramente quedar comprendidos en el artículo que
declara nulos los tratados incompatibles con una norma
de jus cogens. Además, en el caso de los Convenios
de Ginebra de 1949, hay cierta dificultad en sostener
que el tratado posterior es nulo sencillamente por su
incompatibilidad con esos convenios, aunque sean de
tipo «integral». Efectivamente, todos esos importantes
convenios humanitarios contienen una cláusula 68 en la
que se declara expresamente que cada una de las Altas
Partes contratantes tendrá la facultad de denunciar el
Convenio y que esa denuncia producirá efectos un año
después de su notificación. Es cierto que se estipula
también que la denuncia hecha en un momento en que
la parte interesada se halle envuelta en un conflicto no
producirá efectos sino después que se haya dado cima
a la aplicación del convenio con respecto a tal conflicto.
Pero, por lo demás, la libertad para denunciar los conve-
nios es completa y lo menos que puede decirse es que
ello resta gran fuerza al argumento según el cual un
tratado bilateral posterior es nulo sencillamente por estar
en conflicto con un tratado anterior de tipo «integral».
Por otra parte, los principios fundamentales que se con-
sagran en esos convenios son de carácter jus cogens, y
ningún Estado puede liberarse de su observancia ni
siquiera denunciando los tratados, como de hecho se
señala expresamente en el artículo de los Convenios que
prevé la denuncia. El cuarto párrafo de dicho artículo
dice: «La denuncia sólo será válida respecto a la Poten-
cia denunciante. No tendrá efecto alguno sobre las obli-
gaciones que las partes contendientes habrán de cumplir
en virtud de los principios del derecho de gentes, tal y
como resultan de los usos establecidos entre naciones
civilizadas, de las leyes de humanidad y de las exigen-
cias de la conciencia pública.» En otras palabras, al
relator especial actual le parece que es más bien la natu-
raleza jus cogens de la materia de esos convenios que el
carácter «integral» de las obligaciones emanadas de ellas

68 P.e., el artículo 63 del Convenio de Ginebra para mejorar
la suerte de los heridos y enfermos en las fuerzas armadas en
campaña.
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lo que sirve de base a la nulidad de un tratado posterior
incompatible. Cabe agregar que gran número de los tra-
tados del tipo llamado «integral» tienen cláusulas de
retirada o denuncia 69. Incluso la Convención sobre el
Genocidio (artículo XIV) prevé la posibilidad de denun-
cia unilateral a intervalos regulares de cinco años; pero
tampoco en este caso con la denuncia de la Convención
un Estado quedará exento de observar sus principios
fundamentales.
26. Otro aspecto que cabe señalar es que las obliga-
ciones de tipo «interdependiente» y de tipo «integral»
son de muy variado carácter e importancia. Algunas de
ellas, aunque importantes o bastante útiles en su propia
esfera, pueden ser de índole esencialmente formal. Otras
versan en cambio sobre materias que son vitales para el
bienestar de los pueblos, como el mantenimiento de la
paz o la represión de la trata de blancas o del tráfico de
estupefacientes. Si la cuestión de la nulidad de los tra-
tados incompatibles se hace descansar —como hizo el
anterior relator especial— en la ilicitud del objeto de
cualquier tratado que es incompatible con una obli-
gación de tipo «integral» o «interdependiente», la conse-
cuencia es que prácticamente esas obligaciones se con-
vierten en normas de jus cogens —por lo menos mien-
tras el tratado no ha sido denunciado. Puede ocurrir
que el derecho internacional llegue a reconocer que
ciertas obligaciones de tipo «interdependiente» o «inte-
gral» contenidas en los tratados multilaterales tienen
fuerza de jus cogens para las partes; pero mientras haya
amplia libertad para denunciar un tratado, o incluso
para suscribirlo con reservas, como se prevé en muchos
de ellos parece difícil considerarlas de ese modo. Tam-
poco es claro que un tratado que se aparte de una obli-
gación de tipo «interdependiente» ha de tender por
fuerza a perturbar todo el régimen. Si dos Estados
convienen, por ejemplo, en suspender la estipulación de
un tratado que prohibe arrojar petróleo al mar, el
acuerdo violará sin duda una obligación de tipo «inte-
gral», pero por razones geográficas podrá suceder que
tales Estados sean los únicos materialmente afectados
por la violación o, en el peor de los casos, ellos y un
tercer Estado vecino. Además, algunos tratados que
instituyen un régimen general para una zona determi-
nada suponen el reconocimiento de ciertos derechos y
no simplemente la abstención de ciertos actos; en tal
caso, aunque los tratados sean en principio de tipo
«integral», es posible que la denegación del derecho
a un Estado no debilite apreciablemente el régimen
general.
27. Algunos tratados que estipulan obligaciones de
tipo «interdependiente» o «integral» prevén también
obligaciones de carácter recíproco. El Tratado Antar-
tico contiene de hecho obligaciones de los tres tipos: los
artículos I y V, que prohiben respectivamente las medi-
das de carácter militar y las explosiones nucleares, son
de tipo «interdependiente»; el artículo II, que estipula
la «libertad de investigación científica», es de tipo «inte-
gral», aunque puede entrañar elementos de una obliga-

89 Véase Naciones Unidas, Handbook of Final Clauses (STY
LEG/6), págs. 59 a 73.

ción de carácter «recíproco»; el artículo III, que dispone
el libre intercambio de informaciones, es de tipo «recí-
proco», en tanto que el artículo IV, que reserva la
posición jurídica anterior de los Estados en cuanto a sus
reclamaciones territoriales sobre la Antártida y prohibe
nuevas reclamaciones de soberanía territorial por actos
llevados a cabo mientras el tratado se halle en vigor,
parece ser una mezcla de obligaciones de tipo «interde-
pendiente» y de tipo «recíproco»; el artículo VII, que
prevé el derecho a designar observadores, la inspección
de las estaciones, etc., es puramente de tipo «recíproco»,
aunque es vital para hacer efectivas algunas de las obli-
gaciones «interdependientes»; el artículo VIII es tam-
bién una mezcla de obligaciones «interdependientes» y
«recíprocas». El Tratado Antartico es pues un ejemplo
muy claro de cómo los diferentes tipos de obligaciones
pueden combinarse en un mismo tratado; una combi-
nación similar puede verificarse en otros tratados, por
ejemplo los que regulan las pesquerías. Cabe señalar
también que algunos regímenes internacionales creados
por tratados son de carácter regional, en tanto que otros
son de carácter universal.
28. Según se ha dicho (supra, párrs. 15 y 16), en los
asuntos de Oscar Chinn y de la Comisión Europea del
Danubio, la Corte Permanente se negó a desestimar
como nulos tratados que contravenían otros anteriores,
pese a la argumentación poderosa a favor de la tesis
contraria que adujo una pequeña minoría de magistrados
disidentes. En ambos asuntos el tratado preexistente era
un tratado multilateral que establecía para una deter-
minada región un régimen internacional con obliga-
ciones de tipo «integral» o «interdependiente:». En
ambos asuntos, el carácter especial del tratado anterior
fue subrayado por los magistrados disidentes, a pesar
de lo cual la Corte sólo consideró el hecho de que los
Estados en la controversia eran parte en el tratado pos-
terior y no habían impugnado su validez. En el asunto
de las Concesiones Mavrommatis, la situación era algo
distinta puesto que el tratado posterior, un Protocolo,
lejos de contravenir el tratado anterior, lo ampliaba y
era Gran Bretaña, parte en ambos tratados, la que impu-
gnaba la aplicación del Protocolo. Sin embargo, en ese
asunto también el tratado anterior establecía un régi-
men internacional —un Mandato— y la Corte se pro-
nunció categóricamente en el sentido de que, en caso de
incompatibilidad, las disposiciones del tratado posterior
debían prevalecer.
29. La jurisprudencia de la Corte Permanente parece
por tanto, en los asuntos citados, oponerse a la idea de
que un tratado es automáticamente nulo si resulta
incompatible con un tratado multilateral anterior que
establece un régimen internacional. Cuando los Estados
ante la Corte eran todos ellos partes en el tratado poste-
rior, la Corte aplicó éste. Ello no significa, por supuesto,
que la Corte Permanente no hubiera considerado, en su
caso, que un tratado posterior que se aparta de un tra-
tado multilateral anterior constituye una violación de
los derechos de los Estados partes en ese tratado ante-
rior que no lo son en el segundo tratado. Pero sí parece
indicar que la Corte Permanente se guió por el prin-
cipio de que la incompatibilidad entre tratados ha de
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resolverse a base de la relativa prioridad de las normas
jurídicas en conflicto, y no a base de la nulidad del tra-
tado ulterior; y actuó fundándose en ese principio
incluso cuando el tratado anterior constituía un «esta-
tuto» internacional que creaba un régimen internacional.
Por supuesto, el derecho de los tratados ha evolucio-
nado considerablemente en los 30 últimos años y hay
ahora una mayor disposición a reconocer los efectos
objetivos de determinados tipos de tratados. Pero cabe
dudar de que esta evolución haya llegado hasta el
punto de reconocer que todo tratado será nulo en la
medida en que resulte incompatible con cualquier tra-
tado multilateral anterior que instituya obligaciones
«interdependientes» o «integrales». En verdad, una
consideración importante que señaló el anterior relator
especial en relación con los tratados «en cadena» basta
para que se vacile en esta cuestión. Los tratados multi-
laterales que crean obligaciones «interdependientes» o
regímenes internacionales son precisamente las clases de
tratados en que puede darse la serie «en cadena» de
instrumentos 70 y lo más corriente será que algunas de
las partes en el tratado anterior dejen, por una u otra
razón, de participar en el tratado posterior. Sin duda,
sería posible prever y salvar esta dificultad mediante una
fórmula complicada que exceptuase los tratados «en
cadena» de esta sanción de invalidez. Pero parece más
prudente que la Comisión, en el estado actual de desa-
rrollo del derecho internacional, se atenga a la tesis
general adoptada por la Corte Permanente en esta
cuestión.
30. En consecuencia, si bien reconoce el significado
general de las distinciones hechas por Sir G. Fitzmau-
rice, el actual relator especial estima preferible que la
Comisión no enuncie como regla general la nulidad de
un tratado por razón de su incompatibilidad con un
tratado multilateral anterior, ni siquiera cuando este
tratado anterior es de tipo «interdependiente» o «inte-
gral». En el artículo 14 no se hace por ello ninguna
distinción entre los tratados de tipo «interdependiente»
o «integral» y los demás tratados, sino que todos ellos
quedan sujetos a la misma regla general del inciso a) del
párrafo 2, basada en el principio de que el conflicto con
un tratado anterior no supone normalmente una causa
de nulidad.
31. El inciso b) del párrafo 2 enuncia las reglas gene-
rales para resolver los conflictos entre dos tratados,
cuando entre las partes en el tratado posterior no figu-
ran todas las que han participado en el tratado anterior.
Señala dos reglas diferentes según que los intereses que
se hallen en juego sean o no los de un Estado que sea
parte en el primer tratado pero no en el segundo. En
caso afirmativo, como las partes en el segundo tratado
no pueden privarle de sus derechos conforme al primer
tratado, prevalece el tratado anterior. En caso negativo,
se trata de una cuestión de interpretación y aplicación
de tratados y de su modificación o expiración por
acuerdo subsiguiente; y, como indica la jurisprudencia

de la Corte Permanente, probablemente el tratado pos-
terior prevalecerá en la mayoría de los casos.
32. El párrafo 3, inciso a) del artículo, como ya se
ha indicado en el párrafo 5 de este comentario, señala el
caso de los instrumentos constitutivos de las organiza-
ciones internacionales que contienen disposiciones que
se alega afectan la capacidad de los miembros para
concertar determinadas clases de tratados. Por tratarse
de una cuestión de capacidad, y no de invalidez, que
corresponde al derecho de las organizaciones internacio-
nales, el artículo 14 se limita a señalar este punto y a
hacer la salvedad oportuna.
33. El párrafo 3, inciso b) repite la disposición conte-
nida en el Artículo 103 de la Carta. A esta disposición
se ha hecho ya referencia en el párrafo 10 de este
comentario, donde se señala que el Artículo 103 parece
basarse en el principio de la prioridad de la Carta más
bien que en el de la invalidez de tratados incompatibles.
Al propio tiempo se advierte que el Artículo de la Carta
se enunció teniendo principalmente presentes los tratados
incompatibles preexistentes y que parece haberse esti-
mado en San Francisco que la celebración de un tratado
incompatible subsiguiente sería una violación del párrafo
2 del Artículo 2, en cuya virtud los Miembros se com-
prometen a cumplir de buena fe las obligaciones con-
traídas por ellos de conformidad con la Carta. En las
Naciones Unidas la aplicación del Artículo 103 se ha
discutido principalmente a propósito de la labor de la
Comisión de Medidas Colectivas y de la relación entre
la Carta y la Declaración de San Francisco en cuanto
al procedimiento de votación en el Consejo de Seguridad,
aunque el Artículo 103 se ha invocado también con oca-
sión de una o dos controversias particulares. Ninguna de
estas discusiones arroja gran luz, sin embargo, sobre
la cuestión de si un tratado incompatible posterior
celebrado por los Miembros ha de considerarse nulo,
o simplemente como una violación de sus obligaciones
conforme a la Carta ". A pesar de que el Artículo 103
únicamente dispone que las obligaciones contraídas en
virtud de la Carta «prevalecerán», un autor eminente T2

opina que «las disposiciones de la Carta que tienen por
objeto crear con fuerza jurídica derechos y deberes po-
seen un carácter constitutivo o semilegislativo y, en con-
secuencia, los Estados Miembros no pueden prescindir
de ellas ni contravenirlas en tratados concluidos entre
sí; cualquier tratado por el cual se propongan producir
esos efectos será nulo». El mismo autor agrega n que, a
su juicio, los Miembros de las Naciones Unidas «por el
hecho de haber aceptado la Carta, como instrumento
constitutivo, han reconocido una limitación a su capa-
cidad para concertar tratados».
34. El relator especial no cree que la Comisión tenga
que adoptar una posición en cuanto a la cuestión general
de los efectos del Artículo 103, cuestión vinculada con
la de los efectos de los tratados constitutivos en la
capacidad par concertar tratados de los miembros de

70 Sir H. Lauterpacht modificó también el párrafo 4 de su
proyectado artículo por la misma razón (A/CN.4/87, artícu-
lo 16).

71 Repertorio de la práctica seguida por los órganos de las
Naciones Unidas, Vol. 5, págs. 329 a 334.

72 Lord McNair, op. cit., pág. 217.
73 Ibid., pág. 218.
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una organización en relación con ésta. Esencialmente se
trata de una cuestión de interpretación de la Carta y del
derecho de las organizaciones internacionales y que, por
tanto, queda comprendida en la salvedad hecha en el
inciso a) del párrafo 3 del artículo. Por lo demás, no
incumbe a la Comisión interpretar la Carta. Por otra
parte, el Artículo 103 enuncia una regla que, por ser de
importancia fundamental en lo que se refiere a los con-
flictos entre tratados, debe figurar de alguna forma en
el artículo. El medio más apropiado, por las razones que
acaban de darse, parece ser el de reproducir, como se
hace en el inciso b) del párrafo 3, la disposición textual
del Artículo 103 de la Carta.
35. El párrafo 4, que obedece simplemente a razones
de forma y estilo, exceptúa de la aplicación de los
párrafos 1 y 2 los tratados que estén en conflicto con
una norma de jus cogens que figure en un tratado ante-
rior y los somete a lo dispuesto en el artículo 13.

SECCIÓN III. — DURACIÓN, EXTINCIÓN Y CADUCIDAD
DE LOS TRATADOS

Artículo 15. — Tratados que contienen estipulaciones
relativas a su duración o extinción

1. Salvo lo dispuesto en los artículos 18 a 22, la dura-
ción de un tratado que contiene estipulaciones relativas
a su duración o extinción se regirá por las normas esta-
blecidas en el presente artículo.
2. En el caso de un tratado en el que se haya previsto
expresamente que su duración estará limitada en fun-
ción de un determinado período, fecha o acontecimiento,
el tratado seguirá en vigor hasta que expire el período,
transcurra la fecha o se produzca el acontecimiento que
el tratado prescriba.
3. En el caso de un tratado bilateral en el que se haya
previsto expresamente que se podrá denunciar o dar por
terminado mediante notificación, ya sea que la notifica-
ción deba surtir efectos inmediatamente o al cabo de
un período determinado, el tratado seguirá en vigor
hasta que una de las partes haya notificado la denun-
cia o la terminación del tratado, en conformidad con las
estipulaciones de éste, y la notificación haya surtido
efectos.
4. a) En el caso de un tratado multilateral en el que
se haya previsto expresamente que puede ser objeto de
denuncia o retirada por notificación, ya sea que la noti-
ficación deba surtir efectos inmediatamente o al cabo de
un período determinado, el tratado seguirá en vigor con
respecto a cada parte hasta que la parte interesada haya
notificado la denuncia o retirada del tratado, en confor-
midad con las estipulaciones de éste, y la notificación
haya surtido efectos.

b) El tratado propiamente dicho se extinguirá de con-
formidad con el párrafo 2 si el número de partes llega
a ser en algún momento inferior al mínimo estipulado
en el tratado como necesario para que siga en vigor.

c) No obstante, el tratado no se extinguirá por el
solo hecho de que el numero de partes se reduzca por
debajo del mínimo que en un principio se haya señalado

en el tratado para su entrada en vigor, salvo que los
Estados que sean todavía partes en el tratado así lo
acuerden.
5. a) Cuando en un tratado expresamente se limite su
duración y se estipule a la vez un derecho a denunciar
el tratado o a retirarse de él por notificación, el tratado
seguirá en vigor con respecto a cada parte hasta que
haya expirado con arreglo al párrafo 2, o, en su caso,
hasta que la parte interesada haya denunciado el tra-
tado o se haya retirado de él con arreglo a los párrafos
3 ó 4.

b) Si un tratado, en el que se haya previsto expresa-
mente que su duración estará limitada en función de un
determinado período, fecha o acontecimiento, estipula
que, a menos que sea denunciado antes de haber expi-
rado ese período, transcurrida esa fecha o llegado ese
acontecimiento, quedará prorrogado automáticamente
por otro período u otros períodos, dicho tratado seguirá
en vigor hasta la expiración de ese nuevo período o
esos nuevos períodos, salvo con respecto a la parte que
lo haya denunciado en conformidad con las estipula-
ciones del tratado. La duración del nuevo período, de
no haberse especificado en el tratado, será la misma que
la del período inicial de vigencia que se haya prescrito.
6. Las normas establecidas en los párrafos precedentes
serán aplicables también cuando las condiciones de
duración o extinción del tratado no se hayan fijado en
el tratado mismo sino en un instrumento separado, rela-
cionado con él.

Comentario
1. Muchos tratados modernos contienen cláusulas que,
o bien fijan la duración del tratado o bien estipulan un
derecho a denunciarlo o a retirarse de él. En estos
casos, la duración y la extinción del tratado se rigen por
el tratado mismo y la cuestión es sencillamente de inter-
pretación y aplicación de sus estipulaciones. Pero las
cláusulas del tratado pueden ser de muy diversas for-
mas 7i, y parece conveniente indicar en este proyecto de
artículos las reglas generales en virtud de las cuales se
determina la duración de los tratados con arreglo a
esas cláusulas. Como se indica en el párrafo 1, estas
normas se enuncian en los párrafos 2-6 de este artículo
y se deja para el artículo siguiente el caso de los tratados
que no contienen estipulaciones sobre esta cuestión.
2. Actualmente la mayoría de los tratados estipulan
que seguirán en vigor un determinado período de años
o hasta cierta fecha o cierto acontecimiento. Evidente-
mente, en esos casos el tratado en principio se extinguirá
automáticamente al terminar el período, transcurrir la
fecha 75, o producirse el acontecimiento que el tratado
prescribe; y eso es lo que se señala en el párrafo 2 a).
Los períodos que se fijan en los distintos tratados varían
enormemente; los más comunes son de uno a doce años,
pero se encuentran a veces períodos de hasta 20, 25 e

74 Véase Naciones Unidas, Handbook of Final Clauses (ST/
LEG.4), págs. 55 a 73.

75 Lo que cuenta es que haya transcurrido la fecha más
que la llegada de ella, ya que el t ratado expirará a la media
noche de la fecha fijada en el mismo.
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incluso 99 años. Por lo que toca a los acontecimientos
que ponen fin al tratado, uno de los tipos que se encuen-
tran más frecuentemente en la práctica es la estipulación
de que el tratado dejará de surtir efectos si el número
de partes en él llega a ser inferior al prescrito 76.
3. Algunos tratados bilaterales no fijan un límite
expreso de duración, pero prevén un derecho a denun-
ciar el tratado o a ponerle fin con o sin notificación. Por
ejemplo, el artículo 5 del reciente acuerdo " entre el
Reino Unido y Portugal para evitar la doble tributa-
ción estipula que: «El presente Acuerdo permanecerá en
vigor indefinidamente, pero podrá darse por terminado
por cualquiera de las dos Partes contratantes mediante
preaviso por escrito de seis meses a la otra Parte con-
tratante.» Cuando en el tratado se fija un período de
tiempo determinado de duración, como, por ejemplo,
cinco o diez años, puede estipularse al mismo tiempo
un derecho de denuncia en el curso de ese período
mediante notificación hecha con anticipación de seis a
doce meses, pero ello es poco común. Mucho más fre-
cuente es una disposición en la cual se prevé que el tra-
tado siga en vigor indefinidamente después de expirado
el plazo inicial, salvo el derecho de cualquiera de las dos
partes de denunciar el tratado inmediatamente o des-
pués de transcurrido un período determinado a partir de
la notificación. En el caso de un tratado bilateral, el
ejercicio por una de las partes de un derecho a dar
por terminado el tratado o denunciarlo pone fin forzo-
samente al tratado íntegramente. El párrafo 3 del ar-
tículo está redactado, pues, en el sentido de que el tra-
tado propiamente dicho llega a su fin cuando ha surtido
efectos la notificación válida efectuada por cualquiera de
las dos partes.
4. Análogamente, en los tratados multilaterales que no
fijan un límite determinado de duración, puede estipu-
larse el derecho a denunciar el tratado o retirarse de él.
Así ocurre, por ejemplo, con las Convenciones de Gine-
bra de 1949 relativas a la «Cruz Roja». Hoy, en efecto,
es casi corriente en el caso de los tratados multilaterales
la estipulación que permite poner término al tratado
mediante denuncia o retirada. En muchos casos, aun
cuando se señale en el tratado que éste se concierta por
un período determinado, se prevé su prórroga a partir
de ese período, salvo el derecho de cada parte a denun-
ciar el tratado o a retirarse de él. Para ello se declara
que seguirá en vigor indefinidamente, salvo el derecho
de denuncia o retirada, o bien se indica que será reno-
vable perpetuamente por otros períodos sucesivos, con
un derecho para cada parte a denunciar el tratado o
retirarse de él poco antes de terminar cada uno de los
períodos sucesivos. Estos dos tipos de estipulación difie-
ren poco en sus resultados; la diferencia principal entre
ambos consiste en que en el segundo tipo el derecho de
denuncia o retirada sólo puede ejercerse a intervalos
regulares. No obstante, se considera más conveniente
examinar el tipo «renovable» de tratado dentro del
párrafo 5, y dedicar el párrafo 4 exclusivamente a los

tratados multilaterales en los que, ya sea desde el prin-
cipio o después de un período inicial determinado, se
prevé se seguirán en vigor indefinidamente, a menos que
se ponga fin a ellos por denuncia o retirada (véase tam-
bién el párrafo 8 infra).
5. El párrafo 4, a) establece la regla general para los
tratados multilaterales. En este caso, el hecho de que
una parte denuncie el tratado o retire su participación
no pone fin normalmente al tratado mismo, sino sólo a
su aplicación a esa parte en particular. En consecuencia,
se señala que la regla general es la de que el tratado
sigue en vigor para cada parte hasta que ha surtido
efectos la notificación que la parte interesada haya
hecho de la denuncia o retirada.
6. A veces, no obstante, en un tratado multilateral que
puede ser objeto de denuncia o retirada se estipula el fin
del tratado mismo si las denuncias o retiradas reducen el
número de partes a menos de una determinada cifra.
Por ejemplo, la Convención sobre los Derechos Polí-
ticos de la Mujer 7ft establece que «la vigencia de la pre-
sente Convención cesará a partir de la fecha en que se
haga efectiva la denuncia que reduzca a menos de seis el
número de los Estados Partes. En algunos casos el
número mínimo de partes subsistentes que se necesita
para que el tratado siga en vigor es aún menor; por
ejemplo, cinco en el caso de la Convención aduanera
sobre la importación temporal de vehículos comerciales
de carretera 79 y tres en el caso de la Convención rela-
tiva al arqueo y registro de las embarcaciones empleadas
en la navegación interior 80. Estos casos están regulados
en el párrafo 4, b).
7. A este propósito, se suscita además la cuestión de si
un tratado multilateral cuya entrada en vigor ha estado
condicionada a su ratificación, aceptación, etc., por un
determinado número mínimo de Estados, deja automáti-
camente de estar en vigor si luego el número de partes
llega a ser inferior a ese mínimo resultado de denuncias
o retiradas. La opinión más acertada 81, según se estima,
es la de que la disminución del número de partes por
debajo del fijado para la entrada en vigor del tratado
no tiene necesariamente esa consecuencia. Las estipula-
ciones de tal tratado se refieren exclusivamente a las
condiciones de entrada en vigor del tratado y, si los
Estados negociadores hubiesen querido que el número
mínimo de partes fijado para tal fin fuese una condición
permanente de la validez del tratado habría sido fácil y
lógico estipularlo así. En algunos casos, es cierto, un
tratado que fija un número mínimo de partes para la
entrada en vigor prescribe el mismo número de ellas
para la extinción del tratado. Pero no hay una práctica
general en ese sentido, y el hecho de que ello no se haya
estipulado de modo regular en los casos en que se ha
fijado un número mínimo mayor, por ejemplo, diez o
veinte, para la entrada en vigor, parece significativo.

T8 Véase Handbook of Final Clauses de las Naciones Unidas ,
págs . 57, 58 , 72 y 73 .

" (1961) H. M. Stationery Office, C m n d . 1873.

78 United Nations Treaty Series, vol. 193, pág. 149, artículo 8.
79 Naciones Unidas , Handbook of Final Clauses, pág. 58.
80 Ibid., págs. 72 y 73 .
81 Véase E . Giraud , « Modification et terminaison des traités

collectifs ». Annuaire de l'Institut de droit international, t omo I ,
1961, pág. 62.
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En cualquier caso, cuando el número de partes para la
entrada en vigor es de ese orden de magnitud, no parece
conveniente que la aplicación del tratado dependa de que
el número de partes no llegue a ser a aquél. Además, las
demás partes, si no quieren seguir aplicando el tratado
con ese número reducido, pueden ponerse de acuerdo
para ponerle fin o bien ejercer separadamente su derecho
a denunciarlo o a retirar su participación en él. En
consecuencia, el párrafo 4, c) establece que la validez
no está afectada por el mero hecho de que el número de
partes se reduzca por debajo del señalado para su
entrada en vigor inicial.
8. El párrafo 5, a) prevé el caso posible, bien que
poco común, de que un tratado establezca un período
determinado de duración, pero permita no obstante la
denuncia en el curso de ese período. Prevé también el
caso, examinado en el párrafo anterior, de quel el tra-
tado estipule que cada parte tendrá derecho a denun-
ciarlo y que llegará a su término cuando el número de
partes se reduzca por debajo del previsto. La aplicación
del tratado puede entonces llegar a su fin para una parte
en particular, ya sea porque ha ejercido su derecho a
la denuncia, ya sea porque se ha producido el aconteci-
miento extintivo en virtud de actos de las otras partes.
9. El párrafo 5, b) prevé el caso de los tratados reno-
vables, que hoy son muy comunes. Cuando un tratado,
especialmente un tratado multilateral, establece que
durará un período de años relativamente corto, es muy
frecuente que estipule su renovación para otro período
u otros períodos de años; más aun, en la mayoría de los
casos el tratado prevé su continuación indefinida en pe-
ríodos sucesivos. Al mismo tiempo, no obstante, confiere
a cada parte el derecho a denunciar el tratado o a
retirarse de él haciendo, antes de que se inicie cada
nuevo período, la notificación con razonable antela-
ción. Un ejemplo típico de cláusula de esta clase es el
artículo XIV de la Convención sobre el Genocidi82:

«La presente Convención tendrá una duración de
diez años a partir de la fecha de su entrada en vigor.

«Permanecerá después en vigor por un período de
cinco años; y así sucesivamente respecto de las partes
contratantes que no la hayan denunciado por lo menos
seis meses antes de la expiración del plazo.»

Un autor 83 ha señalado que una fórmula de este tipo
no convierte realmente el instrumento en un tratado de
plazo limitado, pues el tratado subsistirá indefinidamente
por períodos sucesivos. Así, en el fondo, la fórmula es
más un método de regular el ejercicio del derecho de
denuncia que un método de establecer la renovación del
tratado por períodos sucesivos. Esto, claro está, es cierto
y podría aducirse que este tipo de tratado está compren-
dido realmente dentro del ámbito de los párrafos 3 y 4,
que se refieren a los tratados en los que se reserva un
derecho de denuncia. Pero como las partes han optado
por prever que la duración del tratado sea de períodos

sucesivos y han ligado específicamente la facultad de
denuncia a las fechas de expiración de cada período
sucesivo, parece quizá más en consonancia con sus inten-
ciones examinar el tratado de este tipo dentro del
párrafo 5 como caso especial de plazo combinado con
una cláusula de denuncia. El párrafo 5, b) prevé en con-
secuencia el caso de este tipo estableciendo que el
tratado ha de seguir en vigor para cada parte hasta que
expire el otro período o los otros períodos, salvo con
respecto a la parte que haya ejercido su derecho de
denuncia.
10. El párrafo 6 es un artículo formal cuya razón es
la de que en algunos casos puede suceder que las esti-
pulaciones relativas a la duración o extinción de un
tratado no estén contenidas en el tratado mismo sino en
un protocolo u otro instrumento análogo contemporáneo
o colateral.

Artículo 16. — Duración perpetua expresamente
prevista en el tratado

1. Salvo lo dispuesto en los artículos 18 a 22, y más
particularmente en los artículos 18 y 19, un tratado
seguirá en vigor a perpetuidad:

a) Si en él se estipula de modo expreso que seguirá
en vigor indefinidamente y no se establece ningún dere-
cho de denuncia o retirada; o

b) si en él se estipula de modo expreso que no puede
ser objeto de denuncia o retirada y no se prescribe
ningún límite en cuanto a su duración.

Comentario
1. El artículo siguiente se refiere a los casos en que el
tratado no dice nada en cuanto a su duración ni en
cuanto al derecho a denunciar el tratado o a retirarse de
él. El presente artículo se refiere a ciertos casos, rela-
tivamente poco numerosos, en que aparece manifiesta
en el tratado la intención expresa de que siga en vigor
«perpetuamente ». Esta intención puede manifestarse de
dos modos: o bien estipulando de modo expreso que el
tratado seguirá en vigor indefinidamente sin prever nin-
gún derecho a denunciarlo o a retirarse de él, o bien
excluyendo expresamente todo derecho de denuncia o
retirada sin fijar ningún plazo al tratado. Los casos de
este tipo no son muy comunes, porque un tratado en
el que se señala que será de duración indefinida prevé
normalmente un derecho de denuncia o retirada, mien-
tras que el tratado que excluye expresamente ese dere-
cho suele ser normalmente para un plazo determinado.
Donde más comúnmente se encuentran declaraciones
expresas de duración «perpetua» es en los tratados del
tipo mencionado enel artículo 17, párrafo 4, que por
su naturaleza tienen un «carácter permanente», y sobre
todo en los que establecen un régimen internacional per-
manente para un río o una zona. Un caso reciente es el
del tratado de 1960 relativo a las aguas del río Indo 84,
que estipula que seguirá en vigor hasta que se le ponga
fin mediante otro tratado celebrado entre los dos gobier-

82 United Nations Treaty Series, vol. 78 , pág. 296; cfr. t am-
bién art ículo 36 de la Convención de 1955 po r la que se esta-
b lece u n a Organización Internacional de Metrología Legal .

83 E. Giraud, op. cit., págs. 42 y 43.

84 American Journal of International Law, 1961, págs. 797
a 822.
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nos interesados. Este tratado, como simplemente subor-
dina su extinción al acuerdo mutuo de los dos Estados
interesados, probablemente debe considerarse como un
verdadero ejemplo de tratado «perpetuo». Otro tratado
reciente, el Tratado Antartico 85, prevé expresamente
en su preámbulo la intención de las partes de establecer
un régimen permanente para la Antartica. Pero el
artículo XII estipula un derecho de retirada después
de transcurridos treinta años en circunstancias muy
especiales relacionadas con la posibilidad de una
revisión del tratado. En consecuencia, el Tratado Artár-
tico parece estar comprendido dentro de las dispo-
siciones del párrafo 4 del artículo 15 más que en el
presente artículo.
2. En cualquier caso un tratado no puede ser nunca
«perpetuo» más que en un sentido restringido, ya que
a cualquier tratado se le puede poner fin mediante un
tratado posterior concertado entre las partes; y en el
caso de un tratado multilateral puede incluso ponerse
fin a la aplicación de un tratado entre las distintas
partes mediante un nuevo acuerdo inter se. El tratado
de las aguas del Indo, como ya se ha señalado, prevé
efectivamente que «seguirá en vigor hasta que se le
ponga fin mediante un tratado concertado al efecto
entre los dos gobiernos y debidamente ratificado». A
fin de evitar cualquier mala interpretación en cuanto
a lo que supone un tratado «perpetuo», al comienzo
de este artículo se señala que está sujeto a las disposi-
ciones de los artículos 18 y 19, que se refieren a la
facultad de poner fin a los tratados mediante un
acuerdo ulterior.

Artículo 17. — Tratados que no contienen
estipulaciones relativas a su duración o extinción

1. Salvo lo dispuesto en los artículos 18 a 22, la
duración de un tratado que no contiene estipulaciones
relativas a su duración o extinción se regirá por las
normas establecidas en el presente artículo.
2. Cuando los fines de un tratado sean por su natu-
raleza de duración limitada, el tratado no podrá ser
objeto de denuncia o retirada por notificación y seguirá
en vigor hasta que quede desprovisto de finalidad.
3. d) En los casos no comprendidos en el párrafo 2,
una parte tendrá derecho a denunciar el tratado o a
retirarse del mismo previa notificación al efecto dada
con doce meses de antelación al depositario, o a la otra
parte o a las otras partes, cuando el tratado sea:

i) Un tratado de comercio o intercambio y no esta-
blezca un régimen internacional para una zona,
río o vía navegable particular;

ii) Un tratado de alianza o cooperación militar
distinto de los convenios especiales celebrados
conforme al Artículo 43 de la Carta;

iii) Un tratado de cooperación técnica en cuestiones
económicas, sociales, culturales, científicas, de
comunicaciones o cualesquiera otras análogas, a

85 United Nations Treaty Series, vol. 402, pág. 87.

menos que el tratado esté comprendido en el
inciso b).

iv) Un tratado de arbitraje, conciliación o solución
judicial.

b) En el caso de un tratado que sea el instrumento
constitutivo de una organización internacional, a menos
que el uso de la organización lo prescriba de otro modo,
una parte tendrá derecho a retirarse del tratado y de
la organización por notificación dada con la antelación
que el órgano competente de la organización, de confor-
midad con el prodedimiento de votación aplicable,
decida que es apropiada.

c) Cuando pueda ponerse término a un tratado por
notificación conforme a lo dispuesto en los incisos
a) o b), su duración se determinará según lo previsto
en los párrafos 3 y 4 del artículo 15.
4. Un tratado seguirá en vigor indefinidamente en lo
que respecta a cada una de las partes:

a) Cuando establezca una frontera entre dos Estados
o efectúe una cesión de territorio o una concesión de
derechos en el territorio o sobre éste;

b) Cuando establezca un régimen internacional
especial par una zona, territorio, río, vía navegable o
aéreo particular;

c) Cuando sea un tratado de paz, un tratado de
desarme o un tratado para el mantenimiento de la paz;

d) Cuando dé solución definitiva a una controversia
internacional;

e) Cuando sea un tratado multilateral general que
prevea la codificación o el desarrollo progresivo del
derecho internacional general;
en todos estos casos, a condición de que el tratado no
carezca de validez esencial conforme a cualquiera de
las disposiciones de la Sección II de esta Parte, y de
que no se haya celebrado simplemente con la finalidad
de establecer un modus vivendi.
5. En el caso de cualquier otro tratado no compren-
dido en los párrafos 2 a 4, la duración del tratado se
regirá por la norma del párrafo 4, salvo que por la
naturaleza del tratado o por las cicunstancias de su
celebración aparezca claramente que el mismo estaba
destinado a tener solamente aplicación temporal.
6. No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores,
el tratado que guarde silencio sobre su duración o
extinción, pero complemente o modifique otro tratado,
tendrá la misma duración que el tratado a que se
refiere.

Comentario
1. El artículo 17 prevé los casos de tratados que no
contienen ninguna estipulación relativa a su duración
o al derecho de las partes a denunciarlos o a retirarse
de los mismos. Este tipo de tratados no deja de ser
corriente y como ejemples recientes cabe recordar la
Carta de las Naciones Unidas, las cuatro Convenciones
de Ginebra sobre el Derecho del Mar, 1958 y la
Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas,
1961. Según la tesis tradicional, la norma general era
la enunciada en la «Declaración de Londres» de 1871:
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«[Las Potencias] reconocen como principio
esencial del derecho de gentes que ninguna Potencia
puede desligarse de los compromisos contraídos en
virtud de un tratado ni modificar las estipulaciones
de éste, a no ser con el asentimiento de las Partes
Contratantes, mediante una inteligencia amistosa.»

Esta famosa Declaración, que se hizo con ocasión de
la denuncia unilateral de determinadas cláusulas del
acuerdo de paz concertado a raíz de la guerra de
Crimea, constituía tanto una reafirmación del principio
de la unanimidad de las grandes Potencias en la nego-
ciación de tratados europeos como del principio pacta
sunt servanda 86. Por lo demás, el tratado objeto de
la Declaración era de una clase en la que normalmente
la intención de las partes es crear una solución estable
no sujeta a denuncia. Sin embargo, solía invocarse
corrientemente tal Declaración como expositiva de una
norma general para los tratados en los que no se
preveía ninguna duración fija ni tampoco la facultad
de denuncia.

2. Una gran proporción de los tratados modernos, sin
embargo, especialmente los tratados multilaterales,
contienen cláusulas que fijan su duración o prevén el
derecho de renuncia o retirada; gran número de ellos
contienen ambos tipos de estipulaciones. Al desarro-
llarse en la segunda mitad del siglo xix la concer-
tación de tratados multilaterales, la práctica evolucionó
en el sentido de insertar cláusulas de denuncia en los
tratados que versaban sobre cuestiones técnicas 87. En
lo que va de siglo, la inserción de tales cláusulas ha
llegado a ser una práctica normal en los tratados multi-
laterales que versan sobre determinadas cuestiones
técnicas, económicas, sociales o culturales, y entre las
muy raras excepciones figura el tratado por el que se
constituyó la Organización Mundial de la Salud88.
Esta práctica se ha hecho extensiva también a los
tratados bilaterales, y en la actualidad es casi común
que pueda ponerse término a los tratados bilaterales
que versan sobre estas cuestiones mediante cierta forma
de notificación cuando no se han celebrado por un
plazo fijo. En verdad, la mayoría de los tratados
modernos en los que no se prevé una duración fija ni
su terminación por notificación son instrumentos que
establecen regímenes internacionales para determinadas
zonas, ríos, etc., o tratados que, por tener objetivos
concretos de duración limitada, por su propia naturaleza
son finitos.
3. Por supuesto, las cláusulas son de muy diverso
tipo. En algunas se prevé que podrá darse por terminado
el tratado inmediatamente después de hecha la noti-

86 E. C. Hoyt, The Unanimity Rule in the Revision of
Treaties: A Re-examination, pág. 89.

87 E. C. Hoyt , op. cit., págs. 18 y 19.
88 Se consideró que el carácter universal de esta organización

era tan importante que la cláusula normal de denuncia debía
omitirse. En una « declaración » interpretativa se reconoció,
sin embargo, que si se hacía cualquier reforma en la Constitución
de la OMS por votación de una mayoría, los Estados en minoría
tendrían el derecho a retirarse. En la Constitución original
de la OIT no figuraba este derecho, pero la Constitución refor-
mada de 1945 la prevé ahora.

ficación; otras exigen que la notificación se haga con
seis o doce meses de antelación; algunas permiten el
ejercicio de ese derecho a poner fin al tratado desde el
propio momento en que éste se concierta; según otras,
solamente puede ejercerse una vez que expira cierto
plazo inicial; otras cláusulas hacen que el tratado se
renueve automáticamente por períodos fijos y vinculan
el derecho de denuncia con la expiración de esos
sucesivos períodos; finalmente, en otros trabajos, el
derecho de denuncia se hace depender de la revisión
del tratado por votación de una mayoría. Pero, a pesar
de esta diversidad de cláusulas, la práctica de los
tratados permite claramente sostener la tesis de que
los Estados pueden considerar que un tratado que no
fije su propia duración y cuya vida no sea inherente-
mente finita por la naturaleza de sus objetivos, en la
mayoría de los casos ha de poderse dar por terminado
en cierta forma y en determinada fase por denuncia o
retirada unilateral. La práctica de los tratados brinda
en efecto una base posible para inferir que en ciertas
clases de tratados se ha tenido la intención de permitir
un derecho de denuncia o retirada, aun cuando el
tratado propiamente dicho guarde absoluto silencio
al respecto. Hay sin embargo, cierta divergencia de
opiniones en lo que se refiere a la medida exactamente
en que el derecho internacional da o debe dar por
supuesta la intención de permitir la denuncia o retirada
en los tratados que no contienen ninguna estipulación
al respecto. Evidentemente, la cuestión sólo se plantea
cuando el tratado no fija un plazo determinado de
duración, ya que al fijar ese término —incluso cuando
se trata de un plazo prolongado— las partes excluyen
implícitamente todo derecho a denunciar el tratado o
a retirarse del mismo. Pero cuando no se fija ese
término, la cuestión del derecho de denuncia o retirada
es a la vez importante y controvertible 89.
4. El Havard Research Draft insistía90 en que «un
tratado únicamente puede ser denunciado por una de
las partes cuando tal denuncia se prevé en el tratado o
cuando asienten a ella todas las demás partes». Recono-
cía que tenía cierto peso la tesis de que el derecho de
denuncia podía a veces considerarse implícito en un
tratado y que un número cada vez mayor de tratados,
tanto bilaterales como multilaterales, contenían cláusulas
de denuncia. No obstante, sostenía que la única solución
segura consistía en sentar como norma general para
todos los tratados que «ningún Estado que se ha
obligado en virtud de un tratado puede denunciarlo y
retirarse del mismo sin el consentimiento de la otra
parte o las otras partes, dado de antemano en el
propio tratado o posteriormente en un acuerdo
especial». Agregaba que si tal consentimiento no se
consideraba necesario, «la norma de pacta sunt servanda
tendría muy poco sentido o ninguno». Sin duda, en la
práctica de los Estados puede encontrar apoyo la tesis

89 Véase, p . ej., Conferencia de las Naciones Unidas sobre
el Derecho del Mar , Documentos oficíale?, vol. I l , doc. A /
C O N F . 1 3 / 3 8 (publicación de las Naciones Unidas , N .° de venta:
58.V.4, vol. I I ) , págs. 2 1 , 65 y 68.

90 Ar t ículo 34, págs. 1173 a 1183.
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de que el principio enunciado en la Declaración de
Londres sigue siendo la norma general del derecho inter-
nacional sobre la cuestión; efectivamente, no es raro
que los Estados que han protestado contra las que cali-
ficaban de denuncias ilícitas de las obligaciones conven-
cionales hayan enunciado sus protestas en un lenguaje
muy similar al de la Declaración de Londres. Basándose
en esta práctica, Rousseau adoptó también la posición
de que la denuncia de un tratado únicamente es lícita
cuando se efectúa en virtud de facultades conferidas
por el propio tratado o con el consentimiento de las
demás partes. La referida práctica de los Estados, sin
embargo, se refiere en gran parte a tratados celebrados
con miras al establecimiento de acuerdos permanentes,
y muy a menudo a tratados de paz. En tales casos, el
Estado denunciante generalmente solicitaba que se le
relevara de las obligaciones del tratado fundándose en
causas tales como el principio rebus sic stantibus,
violaciones de otras partes, o el hecho de que el tratado
le había sido impuesto. No reivindicaba ningún derecho
implícito derivado de la naturaleza del tratado o de la
práctica general relativa a tales tratados.

5. Varios autores91, si bien defienden como regla
general la doctrina tradicional de que la denuncia sola-
mente es permisible si tal derecho se encuentra expre-
samente previsto en el tratado, reconoce que ese derecho
puede ser razonablemente considerado implícito en
determinados tipos de tratados. Un conocido libro de
texto 92 parece de hecho sostener que la norma general
consiste en que todo tratado puede darse por terminado
mediante la retirada por notificación de una de las
partes, «siempre que no sea tal que se haya concluido a
perpetuidad»; en el mismo manual se dice que «todos
los tratados que no se celebren expresamente a perpe-
tuidad o que no tienen evidentemente por objeto
establecer un estado de cosas eterno» pueden darse por
terminados previa notificación, aun cuando no prevean
expresamente la posibilidad de retirada. Cita también,
como ejemplo de tales tratados, «los tratados de
comercio», y los «tratados de alianza no concertados por
un período fijo», en tanto que excluye, por otra parte,
de esa categoría, los « tratados de paz» y los «tratados
de fronteras». En cambio, un libro de texto muy reciente
sobre el derecho de los tratados 93 sostiene que «hay una
presunción general contra la existencia de cualquier
derecho a poner término unilateralmente a un tratado»,
y parece admitir tan solo los «tratados de comercio»
como excepción a esa presunción.

6. El anterior relator especial (A/CN.4/107, artículo
4, caso A ii) consideró que, a falta de estipulación en el
tratado, había de presumirse que el tratado se había
concertado con la intención de que durase indefini-
damente y que sólo podría darse por terminado
mediante acuerdo de todas las partes. Pero reconoció

91 P . ej . , Hal l , International Law, 8.* edición, pág. 405;
Oppenhe im, International Law, 8.a edición, vol . 1, pág. 938;
McNai r , Law of Treaties, págs. 501 a 505.

92 Oppenheim, loe. cit.
»s McNai r , op. cit., págs. 493 y 504.

que había algunas excepciones, que formuló de la
manera siguiente:

«Esta presunción, sin embargo, puede ser desvir-
tuada en un caso dado: a) por deducirse necesa-
riamente de las disposiciones generales del tratado
que éste terminará en ciertas circunstancias o que en
él se ha tenido la intención de permitir la denuncia o
retirada unilateral; y b) en cierta clase de tratados
respecto de los cuales, por su naturaleza, deba presu-
mirse, salvo indicación en contrario, que todas las
partes contratantes tienen una facultad de denuncia o
retirada unilateral, como ocurre con los tratados de
alianza, tratados de comercio, etc.»

En su comentario explicaba que la excepción prevista en
el inciso á) comprendía los casos en que del tratado
mismo en su conjunto podría desprenderse alguna
inferencia general acerca de su duración, en vista de la
naturaleza de la obligación pactada; por ejemplo,
cuando las partes convenían en adoptar ciertas medidas
«durante el año siguiente», o mientras se daban ciertas
condiciones, o mientras una de ellas estaba en una
situación determinada, etc. Explicando la excepción
enunciada en el inciso b), decía lo siguiente: «En
general, también se estima que hay ciertos tipos de
tratados, salvo si se concluyen por un período fijo o
expresamente a perpetuidad, cuya naturaleza misma
hace que las partes en ellos tengan el derecho implícito
de abrogarlos o de retirarse.» Citando los «tratados de
alianza» y los «acuerdos comerciales o de intercambio»
como ejemplo de tratados en los que podía hallarse
implícito el derecho a ponerles fin, insistía en que esta
excepción sólo se aplicaba «en relación con tratados
respecto de los cuales, por su naturaleza misma, dicha
consecuencia se impone como una característica nece-
saria del tipo de obligación de que se trata». No hacía
a este respecto ninguna distinción entre los tratados
bilaterales y los tratados bilaterales generales, ni men-
cionó tampoco en especial las convenciones sobre cues-
tiones técnicas.
7. En un estudio reciente 94 sobre la modificación y
extinción de los «tratados colectivos» se examina el caso
especial de los tratados multilaterales generales que no
prevén su duración o extinción. El autor de este estudio
expone la tesis de que, a falta de una estipulación
relativa a la denuncia, todo tratado multilateral general
puede ser denunciado en cualquier momento. «Esta
opinión», explica, «se funda en la consideración del
carácter de estas convenciones que son legislativas por
la naturaleza de su contenido y contractuales por su
modo de formación. Si se negara a las partes el derecho
a denunciar las convenciones generales en las que no
se fija ningún término, ello equivaldría a reconocerles
un carácter de perpetuidad al que razonablemente no
pueden aspirar». Traza seguidamente una distinción
entre los «tratados perpetuos» y los tratados de duración
ilimitada o indefinida y subraya que «jamás es perpetuo
un régimen de derecho». Este argumento no parece
convincente de por sí, ya que incluso los tratados

E. Giraud, op. cit., págs. 66 y 67.
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llamados «permanentes» pueden terminarse por acuerdo
posterior, y el punto esencial es si el proceso para
dar por terminadas obligaciones contraídas en virtud de
un tratado «legislativo» debe ser un acto bilateral o una
decisión colectiva, adoptada unánimemente o por
mayoría.
8. Sobre este punto, el mismo autor expone ciertos
argumentos de política en favor de un derecho general
a denunciar los tratados multilaterales que tienen
amplias proyecciones:

«La participación en las convenciones generales es
esencialmente de carácter voluntario. Ningún Estado
se halla obligado a ser parte en ellas. Lógicamente,
si no se obliga a los Estados a entrar en tales conven-
ciones, tampoco se les debe impedir que salgan de
ellas.

«En la práctica no reporta ninguna ventaja con-
vertir estas convenciones generales, que son funda-
mentalmente voluntarias y libres, en una especie de
prisión de la cual, una vez dentro, no quepa la posi-
bilidad de salir. Si los Estados saben que normalmente
podrán desligarse al cabo de un período relativamente
breve, vacilarán mucho menos en comprometerse.
De hecho, las denuncias no son muy frecuentes, ya
que la inercia opera a favor de cualquier situación
existente, pero esa facultad de denuncia que se puede
utilizar, aunque generalmente no se utilice, calma las
inquietudes.»

El referido autor agrega que cuando un Estado se sienta
contrariado por una convención general, es poco pro-
bable que la aplique con lealtad y es preferible que
pueda quedar relevado de sus obligaciones. Las viola-
ciones de derecho internacional van necesariamente en
detrimento de su autoridad, en tanto que si un Estado
denuncia una convención general, ésta normalmente
sigue aplicándose como si ese Estado nunca hubiese sido
parte. Termina sugiriendo que el mejor modo de lograr
la estabilidad en las relaciones emanadas de un tratado
es hacer figurar una cláusua de denuncia en todo
tratado multilateral general y considerarla siempre
implícita cuando se haya omitido, puesto que esa
cláusula sirve hasta cierto punto de freno a los Estados
en la denuncia de los tratados, evitando que actúen
demasiado precipitadamente.
9. La inserción de cláusulas de denuncia en tratados
multilaterales generales fue discutida en la Conferencia
de Ginebra sobre el Derecho del Mar en relación tanto
con las convenciones en las que se condicionaba el
derecho existente como con las que formulaban un
nuevo derecho 95. Como ya se ha dicho, ninguna de las
cuatro Convenciones adoptadas por esa conferencia
contiene una cláusula de denuncia. Solamente prevén
que, una vez expirado un plazo de cinco años a partir
de la fecha de entrada en vigor, las partes contratantes
podrán pedir en todo momento que se revise la con-
vención y la Asamblea General de las Naciones Unidas

95 Véase Conferencia de las Naciones Unidas sobre el
Derecho del Mar, Documentos Oficiales, vol. II, págs. 21, 65
y 68.

decidirá las medidas que corresponda tomar acerca de
esa petición. El Comité de redacción estimó que la
inclusión de esa cláusula de revisión hacía «innecesario
incluir una cláusula de denuncia». Se había propuesto
anteriormente la inclusión de una cláusula de denuncia
y tal propuesta se hizo de nuevo en las sesiones plena-
rias, no obstante la opinión del Comité de redacción.
Algunos representantes estimaron que era absolutamente
incompatible con la naturaleza de una convención codi-
ficadora prever en ella su denuncia; otros consideraron
que el derecho de denuncia existía en todo caso con-
forme al derecho consuetudinario; otros estimaron que
convenía prever expresamente la denuncia, a fin de
tener en cuenta cualquier cambio posible en las circuns-
tancias. La propuesta encaminada a incluir la cláusula
de denuncia en las convenciones «codificadoras» fue
rechazada por 32 votos contra 12 y 23 abstenciones. Se
hizo una propuesta análoga en relación con la Con-
vención sobre Pesca y Conservación de los Recursos
Vivos de la Alta Mar, que enunciaba un derecho
enteramente nuevo. En este caso, los adversarios de la
cláusula adujeron que el derecho de denuncia era
improcedente en una Convención que creaba un nuevo
derecho y que era producto de negociaciones. Los
partidarios de la cláusula, en cambio, estimaron que
precisamente el hecho de que la Convención crease un
derecho nuevo justificaba y en verdad exigía la inclusión
de un derecho de denuncia. También en este caso la
propuesta fue rechazada por 25 votos contra 6 y nada
menos que 35 abstenciones. Si bien las actas de los
debates muestran cierta vacilación y divergencia de
opiniones en cuanto a la situación jurídica general
relativa a la denuncia de tratados multilaterales gene-
rales, queda en pie el hecho de que la Conferencia de
Ginebra consideró y rechazó las propuestas encaminadas
a incluir cláusulas de denuncia en las cuatro Conven-
ciones sobre el Derecho del Mar. Asimismo, la Confe-
rencia de Viena de 1961 parece haber omitido casi
sin discusión la cláusula en la Convención sobre Rela-
ciones Diplomáticas; y cabe agregar que en esta última
Convención no figura tampoco una cláusula de revisión.

10. Ante las opiniones en pugna de los juristas y dada
la voluminosa práctica de los Estados según la cual
puede ponerse fin a ciertos tipos de tratados mediante
notificación, el Relator Especial estima dudoso hasta
qué punto puede afirmarse hoy en día que hay una regla
o presunción general de que un tratado que no contiene
ninguna estipulación sobre la materia puede únicamente
darse por terminado por acuerdo mutuo de todas las
partes. En principio, se trata de una cuestión de la
intención de las partes en cada caso, ya que éstas se
hallan ciertamente en libertad, en cualquier forma y
momento que lo deseen, de dar por terminado el tratado
previa notificación. Hay, sin embargo, cierta tendencia
a confundir la cuestión del derecho de una parte a
denunciar un tratado en virtud del tratado propiamente
dicho, con la cuestión de la observancia de la norma
fundamental de pacta sunt servanda. Sin duda, ambas
cuestiones no dejan de guardar relación entre sí, pero
la aplicación de la regla pacta sunt servanda se condi-
ciona a las estipulaciones del «pactum» de que se trata,
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y la cuestión de si las partes se han propuesto o no
que pueda ponerse fin al tratado previa notificación es
de tal naturaleza que necesariamente se plantea con
anterioridad a la aplicación de la regla pacta sunt
servanda e independientemente de la misma. Si la
conclusión apropiada es la de que, por razón de la
naturaleza y las circunstancias del tratado, ha de
presumirse que las partes se han propuesto someterlo a
denuncia previa notificación razonable, la denuncia que
así se efectúe, lejos de contradecir la regla pacta sunt
servanda, estará en armonía con ella. Hay también cierta
tendencia a confundir el derecho a denunciar un tratado
en virtud de lo dispuesto en el propio tratado con el
derecho de un Estado a pedir que se le revele de sus
obligaciones en virtud del tratados debido a un cambio
fundamental en las circunstancias. También en este caso
ambas cuestiones se hallan relacionadas, ya que cuando
hay un derecho de denuncia, previa notificación razo-
nable, el ejercicio de ese derecho será el modo natural
de un Estado de liberarse de las obligaciones de un
tratado que considere que ha perdido actualidad por un
cambio en las circunstancias. Pero hay una diferencia
esencial entre el derecho implícito de un tratado a darlo
por terminado a voluntad mediante notificación razo-
nable sin necesidad de alegar ninguna causa y el derecho
a quedar relevado de las obligaciones emanadas del
tratado si se demuestra que ha ocurrido un cambio en
las circunstancias que hace que el caso quede compren-
dido en las disposiciones del artículo 22. El presente
artículo solamente versa sobre el primero de los
derechos citados.
11. Si se acepta que la cuestión reside esencialmente
en intención de las partes, queda en pie el problema
de definir los principios conforme a los cuales ha de
determinarse esa intención. Evidentemente, cabe la
tesis de que cuando las partes no prevén en el tratado,
como libremente pueden hacerlo, que podrá ponerse
fin al mismo previa notificación, ha de presumirse que
no han tenido la intención de que ese tratado pueda
darse así por terminado. En otras palabras, la omisión
de una cláusula de denuncia originaría en todos los
casos la presunción de que el tratado solamente puede
darse por terminado por mutuo acuerdo. Se llegaría así
a una regla general —derivada, no ya del principio
pacta sunt servanda, sino de la intención ostensible de
las partes— de que a falta de estipulación que permita
su terminación por notificación, el tratado solamente
podrá extinguirse por mutuo acuerdo. Sin duda, tal
presunción opera en determinados casos. Es más, acaso
sea en fin de cuentas la norma general96. Pero, a juicio
del Relator Especial, hoy en día es, todo lo más, una
regla supletoria, ya que hay categorías muy amplias e
importantes de tratados en los que los Estados suelen
hacer figurar con tanta frecuencia el derecho de renuncia
que la presunción ha de ser en sentido contrario. Parece
que la situación real en la actualidad es que hay deter-
minados tipos de tratados en los que, por su naturaleza,
la presunción es contraria a un derecho de renuncia,

96 Tal es, evidentemente, la opinión del anterior Relator
Especial y la de Lord McNair.

en tanto que hay otros tipos de tratados en que, por su
naturaleza, la presunción es favorable a ese derecho.
Cuando un tratado no corresponde a una u otra de
estas categorías de tratados, acaso se aplique la regla
supletoria. Pero la dificultad real reside en definir las
diferentes categorías de tratados en las que la presun-
ción favorable al derecho de denuncia es o no aplicable.

12. El párrafo 1, al igual que el párrafo 1 del ar-
tículo 15, define a modo de introducción, los casos pre-
vistos en el artículo.

13. El párrafo 2 se refiere a los tratados que son
inherentemente finitos por razón de la naturaleza de sus
fines. Como ya se ha dicho en el párrafo 2 de este
comentario, la mayoría de los tratados celebrados en
la actualidad que no contienen ninguna estipulación
sobre su duración o extinción, son tratados que tienen
objetivos de carácter temporal y cuya duración es por
tanto limitada. Estos tratados no contienen normalmente
cláusulas de denuncia ya que están destinados a seguir
surtiendo efectos mientras no se hayan cumplido sus
fines, momento en que el tratado se extingue por
muerte natural. En consecuencia, en estos casos la
duración limitada de los fines del tratado, igual que
cuando se estipula un término fijo para el tratado,
origina una presunción contraria a que la intención de
las partes haya sido permitir la denuncia por notifica-
ción. Como ejemplos obvios cabe pensar en un acuerdo
para someter a arbitraje una controversia dada o para
cooperar en una ocasión particular o en la realización
de una tarea determinada. En el párrafo se dice que el
tratado seguirá en vigor hasta «que quede desprovisto
de finalidad», ya que puede darse por terminado tanto
por haber realizado como por no poder realizar sus
fines.

14. El párrafo 3 a) enuncia cuatro tipos de tratados
que, por su naturaleza, parecen originar la presunción
de que han de considerarse esencialmente de duración
limitada; en este inciso se propone que estos tratados
puedan darse por terminados previa notificación dada
con doce meses de antelación. No se hace ninguna
distinción en estos casos entre tratados bilaterales,
multilaterales o multilaterales generales, ya que la
práctica de los Estados no parece apoyar la tesis de
que todos los tratados multilaterales han de considerarse
que puedan darse por terminados previa notificación
(véase el párrafo 8 de este comentario). Si la gran
mayoría de convenciones multilaterales sobre cuestiones
técnicas contienen una cláusula expresa en virtud de la
cual cabe ponerles fin previa notificación, la razón de
ello parece residir más bien en la naturaleza de las
cuestiones que rigen que en el hecho de que sean
«tratados colectivos». El mismo tipo de estipulación se
encuentra precisamente muy a menudo en los tratados
bilaterales que rigen esas cuestiones, en tanto que la
omisión deliberada de una cláusula de denuncia en las
Convenciones de Ginebra y Viena difícilmente es
compatible con la existencia de una presunción en
virtud de la cual tal cláusula habría de- darse por
supuesta en todo tratado multilateral. Por lo demás,
algunos tratados multilaterales que establecen regímenes
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internacionales permanentes (véase el párrafo 22) no
pueden evidentemente por su naturaleza extinguirse por
notificación.
15. Los tratados de comercio o intercambio se men-
cionan en el párrafo 3, a) i) como la primera categoría
de tratados que son implícitamente extinguibles por
notificación cuando guardan silencio sobre el asunto.
Varios autores 97 opinan que estos tratados son por su
naturaleza de duración limitada y que, en consecuencia,
ha de considerarse que pueden darse por terminados
previa notificación razonable si las partes no han fijado
su duración en el propio tratado. En cambio, un tratado
destinado a establecer un régimen internacional
económico para una zona, río o vía navegable particular
es de naturaleza muy distinta. En estos casos la intención
es normalmente instaurar un régimen perdurable —
«permanente»— y la presunción es contraria a que las
partes hayan tenido la intención de que ese régimen
pueda darse por terminado por denuncia unilateral98.
Estos casos qupdan comprendidos en el párrafo 5.
16. Los tratados de alianza o cooperación militar,
previstos en el párrafo 3, a) ii), constituyen otra cate-
goría de los tratados que se consideran comunmente
que, por su naturaleza, pueden denunciarse ", salvo que
expresamente se prevea lo contrario. Aunque parece
tratarse de una cuestión un tanto teórica en el momento
actual, se estima oportuno excluir de esta categoría los
«convenios especiales» que puedan celebrarse entre
Estados Miembros de las Naciones Unidas y el Consejo
de Seguridad conforme al Artículo 43 de la Carta.
17. El párrafo 3, a) iii) señala la misma norma para
los tratados de cooperación técnica, por ser instrumentos
que, en la práctica existente, suelen celebrarse por
términos limitados o quedar sujetos a denuncia. En la
mayoría de los casos estos tratados se celebran por
períodos renovables de tres, cinco o diez años, con el
derecho a denunciarlos al finalizar cada uno de esos
períodos, o se concluyen por un término fijo, con la
salvedad de que seguirán en vigor depués de ese período
si no se denuncian con una antelación de doce (o seis)
meses. Finalmente, en algunos casos se concluyen
«indefinidamente», a reserva de poder denunciarlos en
cualquier momento previa notificación hecha con deter-
minada antelación. Lo mismo cabe decir en gran parte
de los instrumentos constitutivos de organizaciones inter-
nacionales que se ocupan en cuestiones de cooperación
técnica; pero, por las razones que se exponen en el
párrafo 20, parece preferible hacer de esos instrumentos
una categoría separada de tratados.
18. En el párrafo 3, a) iv), el Relator Especial, aunque
un tanto renuente ha considerado oportuno abarcar
en esta regla los tratados de arbitraje, conciliación o
solución judicial. Basta tan sólo consultar los textos
del gran número de tales tratados reunidos en la publi-

cación de las Naciones Unidas titulada Systematic Survey
of Treaties for the Pacific Settlement of International
Disputes, 1928-48 10° para comprobar que, de manera
casi invariable, se celebran por un plazo fijo o por
plazos renovables sujetos a un derecho de denuncia, o
prevén su terminación por notificación. Una de las muy
contadas excepciones entre más de 200 tratados es el
Tratado de Paz, Amistad y Arbitraje de 1929 entre
Haití y la República Dominicana, en el que no figura
ninguna estipulación relativa a su duración o extin-
ción 101. Si bien la proporción de instrumentos en los
que no figura ninguna estipulación relativa a su duración
o terminación es algo mayor entre las declaraciones
hechas en virtud de la disposición facultativa del
Estatuto de la Corte Internacional de justicia (o de la
Corte Permanente) sobre el reconocimiento de la juris-
dicción obligatoria de la Corte, el cuadro general sigue
siendo el mismo. De las 37 declaraciones enumeradas
en el Anuario de la Corte correspondiente a 1961-
1962, ocho no contienen ninguna cláusula sobre su
duración o terminación y todas las demás se hacen por
un período limitado o puede ponerse fin a ellas por
notificación. Es cierto que en 1938, cuando Paraguay,
que había hecho una declaración de aceptación, la
denunció en una carta dirigida el Secretario General,
seis Estados 102 enviaron reservas a esa denuncia; y que
la declaración paraguaya siguió figurando en la lista de
aceptaciones de la disposición facultativa en el Anuario
de la Corte hasta el año 1959-1960, aunque en una nota
explicativa de pie de página se mencionaban las reservas.
Pero esa declaración de Paraguay ha sido eliminada
ahora de la lista; asimismo, cuando Liberia reemplazó
en 1952 su declaración, que hasta entonces era ilimitada,
con una nueva declaración por un plazo fijo, ningún
Estado opuso objeción alguna. Más aun, incluso antes
de la denuncia paraguaya, Colombia había «corregido»
en 1937 una declaración ilimitada incondicional hecha
en 1932, restringiéndola a las controversias que se
originaran de hechos posteriores al 6 de enero de 1932.
Tomada en su conjunto, la práctica de los Estados
conforme a la disposición facultativa, y especialmente
la tendencia moderna a hacer declaraciones que puedan
darse por terminadas previa notificación, parece nece-
sariamente reforzar la clara conclusión que ha de
extraerse de los tratados de arbitraje, conciliación y
solución judicial, a saber que estos tratados, por su
naturaleza, pueden denunciarse. Por lamentable que
sea esta conclusión, parece que este tipo de tratados
debe, en principio, figurar en el párrafo 3.
19. En el párrafo 3, a) se sugiere que la notificación
ha de hacerse con doce meses de antelación. Otra
posibilidad sería hablar sencillamente de una notifi-
cación «razonable»; pero como el párrafo 3 tiene por
exclusivo objeto aclarar la situación cuando las partes
no han previsto la duración del tratado, parece prefe-

97 P. ej., Hall, op. cit., pág. 405; Oppenheim, op. cit., vol. 1,
pág. 938; McNair, op. cit., pág. 504; Sir G. Fitzmaurice, segundo
informe (A/CN.4/107), loe. cit.

98 Véase McNai r , op. cit., pág. 505.
99 Véase, p . ej . , Oppenheim, loe. cit., y sir G . Fi tzmaur ice ,

loe. cit.

100 Véanse, Publicación de las Naciones Unidas , N . ° de venta:
1949. V .3 , págs. 331 a 1175; y para u n análisis de las cláusulas
de extinción, págs. 316 a 327.

i»i Ibid., pág . 530.
102 Todos estos Estados tenían declaraciones que eran po r

plazos l imitados.
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rible a proponer un período definido. En las cláusulas
de extinción se menciona a veces un plazo de seis
meses, pero esto suele ocurrir cuando el tratado es de
naturaleza renovable y se halla sujeto a denuncia por
notificación hecha al tiempo de la renovación o ante-
riormente. Cuando el tratado ha de continuar indefinida-
mente sujeto a denuncia, lo más corriente es que el
período de notificación sea de doce meses, aunque a
veces la denuncia surta efectos inmediatamente. Al
formular una regla general, parece preferible establecer
un plazo más bien largo que corto a fin de proteger
los intereses de las demás partes en el tratado y dar una
estabilidad razonable a las relaciones establecidas por
los diferentes tipos de tratados.
20. Los instrumentos constitutivos de organizaciones
internacionales se enuncian en el párrafo 3, b) como
tercera categoría de tratados a los que implícitamente
puede ponerse fin por notificación. Casi todos los
tratados de este tipo prevén expresamente el derecho
a denunciar el tratado o a retirarse de la organización,
y regulan de diversos modos el ejercicio de ese derecho.
Entre las excepciones figuran los casos bien conocidos
de las Naciones Unidas y de la Organización Mundial
de la Salud; pero estos casos más bien confirman que
contradicen la existencia de una presunción general
favorable al derecho de retirar la participación en este
tipo de tratados. En San Francisco, aunque se expre-
saron durante la discusión diferentes puntos de vista, la
Conferencia convino finalmente en que todo Miembro
de las Naciones Unidas debía hallarse en última instancia
en libertad de retirarse de la Organización. Aunque por
razones psicológicas se omitió toda cláusula de denuncia
o de retirada, la Conferencia adoptó una «declaración
interpretativa» en la que figuraba el siguiente pasaje 103:

«El Comité opina que la Carta no debe contener
ninguna disposición expresa que permita o prohiba
retirarse de la Organización. El Comité juzga que
es deber supremo de las naciones que lleguen a ser
Miembros seguir cooperando, en el seno de la Orga-
nización, para el mantenimiento de la paz y la
seguridad internacionales. No obstrante, si un
Miembro, por circunstancias excepcionales, se siente
obligado a retirarse y a dejar que los demás Miembros
soporten la carga del mantenimiento de la paz y la
seguridad internacionales, la Organización no ha de
intentar obligar a ese Miembro a que continúe coope-
rando en su seno.»

Los encargados de redactar la Constitución de la
Organización Mundial de la Salud, en vista del carácter
mundial de la lucha contra la enfermedad, subrayaron
la necesidad de que esta organización fuera enteramente
universal y, al igual que lo ocurrido con la Carta, deli-
beradamente omitieron toda cláusula de retirada. Pero
cuando en la Constitución se introdujo una disposición
en virtud de la cual podrían aprobarse por una mayoría
reformas a la misma, se convino en que los Estados

que se vieran en la imposibilidad de aceptar las reformas
así adoptadas deberían estar en libertad de retirarse. En
consecuencia, la Conferencia de la OMS redactó también
una declaración interpretativa en la siguiente forma 104:

«Ningún miembro estará obligado a permanecer
en la Organización si sus derechos y obligaciones en
su calidad de tal se modifican por una reforma de la
Constitución a la que no haya asentido y que le sea
imposible aceptar.»

Se permitió que un Estado 105 hiciera reservas por las
que se arrogaba un derecho general a retirarse no
previsto en las estipulacione106s de la declaración; pero
cuando otro Estado106 se retiró de la organización
durante cierto tiempo, se consideró ello constituía más
bien una suspensión que una retirada. En la práctica
de la OMS se estima en general que no es admisible la
retirada salvo en las condiciones previstas en la decla-
ración. Pero la situación de este organismo especializado
es excepcional y se basa en la peculiar universalidad de
sus tareas. El párrafo 3, b) procura tener en cuenta tal
situación excepcional excluyendo los casos en que
exista un uso contrario en una organización determinada.
En lo que respecta a la antelación con que ha de hacerse
la notificación en estos casos, no es raro que los tratados
que contienen cláusulas de denuncia o retirada men-
cionen un plazo de doce meses. Pero, a fin de evitar
toda sugestión de reformar la Carta o la constitución
de cualquier otra organización, ha parecido preferible
señalar sencillamente como plazo el que el órgano
competente de la organización respectiva, conforme a su
procedimiento de votación aplicable, decida que es
razonable. Por esta razón los tratados constitutivos de
organizaciones internacionales figuran como categoría
aparte de los demás tratados en párrafo 3, c) iii).
21. El párrafo 3, c) declara tan solo que cuando,
implícitamente, pueda ponerse fin a un tratado conforme
a lo dispuesto en los incisos à) y b), su duración se
determinará por los principios enunciados en los
párrafos 3 y 4 del artículo 15, para los tratados en los
que las partes han previsto expresamente que puede
darse por terminado el tratado por notificación.
22. El párrafo 4 enuncia cinco tipos de tratados en
los que debe presumirse que la intención de las partes
ha sido establecer un régimen convencional permanente,
es decir un régimen que ha de seguir en vigor indefini-
damente mientras no se revise o extinga por acuerdo
ulterior. La mayoría de las controversias importantes
que se han suscitado hasta la fecha en relación con la
denuncia unilateral de tratados han versado sobre estos
tipos de tratados. En esas controversias el Estado denun-
ciante ha invocado casi invariablemente alguna supuesta
causa jurídica para dejar sin efecto el tratado —error,
coacción, o cambio fundamental de las circunstancias;
y al hacerlo ha reconocido implícitamente el carácter
intrínsecamente «permanente» del tratado. Como la

103 Conferencia de las Naciones Unidas sobre la Organización
Internacional (UNCIÓ), Documents, vol. VII, págs. 262 a 267;
327 a 329; vol. VI, págs. 163 a 166; vol. I, págs. 616 a 620.

i«« OMS, Official Records (1946), N.° 2, pág. 74.
105 O. Schachter, « The Development of International Law

through the legal opinions of the United Nations Secretariat »,
British Yearbook of International Law, 1948, pág. 125.

loe QMS, Official Records (1949), N.° 17, pág. 52.
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cuestión de la validez esencial es la que se plantea más
a menudo en relación con estos tipos de tratados, se
ha considerado oportuno hacer expresamente la salvedad
de este aspecto de la validez esencial en una cláusula
condicional del párrafo que se examina. La cuestión de
un cambio fundamental en las circunstancias —la doc-
trina rebus sic stantibus— ya se ha dejado a salvo en
la frase inicial del párrafo 1 del artículo que se examina.
También se menciona como excepción en la referida
cláusula condicional el caso de un modus vivendi, ya
que es muy posible que una frontera o un «régimen
internacional» sean objeto de un modus vivendi; pero
el carácter provisional de este instrumento será normal-
mente evidente por las estipulaciones del tratado.
23. El párrafo 5 contiene una regla supletoria para
los tratados no comprendidos en los párrafos 2 a 4.
Más por respeto a los tratadistas que por propia con-
vicción, el Relator Especial ha adoptado como regla
supletoria básica la presunción de que en estos casos
restantes el tratado únicamente puede darse por termi-
nado por acuerdo ulterior de las partes. Fuera de los
tipos de tratados «permanentes» a que se refiere el
párrafo 4, en la práctica moderna no se encuentran
pruebas abundantes de que los Estados que concluyen
tratados tengan en general la intención de que los
mismos han de continuar en vigor indefinidamente, salvo
que se den por terminados mediante acuerdo. Por el
contrario, en un mundo en rápido cambio, la tendencia,
como ya se ha dicho, parece ser más bien la de fijar un
plazo definido de duración del tratado o, mediante
diversos tipos de cláusulas, prever su vigencia indefinida
con sujeción a un derecho de denuncia conforme a las
condiciones prescritas en el tratado 107. En consecuencia,
cabría igualmente formular una norma supletoria en
sentido contrario. Si se enuncia la norma en el sentido
tradicional, parece esencial calificarla para exceptuar
los casos en que la intención contraria parezca deducirse
de la naturaleza del tratado, p. ej. un modus vivendi,
o de las circunstancias que han concurrido en su
conclusión.

24. Finalmente, el párrafo 6 prevé los casos muy
corrientes de protocolos, canjes de notas u otros instru-
mentos análogos que complementan o modifican un
tratado existente. Esos instrumentos no suelen men-
cionar su propia duración y la intención es evidente-
mente considerarlos como un simple anexo al tratado
original.

Articulo 18. — Extinción de un tratado
por acuerdo ulterior

1. No obstante lo dispuesto en los artículos 15 a 17 en
cualquier momento podrá ponerse fin a un tratado:

a) en el caso de un tratado redactado en una con-
ferencia internacional que los Estados interesados o
una organización internacional hayan convocado, por
acuerdo de dos tercios al menos de los Estados que

107 Los convenios consulares, por ejemplo, pueden a menudo
darse por terminados mediante notificación.

han redactado el tratado, incluidos todos los que hayan
llegado a ser parte en el mismo; no obstante, si han
transcurrido años desde la fecha de la adopción del
tratado, sólo se requerirá el acuerdo de los Estados que
sean partes en él;

b) en el caso de un tratado redactado en una orga-
nización internacional, por decisión del órgano compe-
tente de esa organización, adoptada de conformidad con
la norma de votación aplicable en tal órgano;

c) en los demás casos, por acuerdo mutuo de las
partes.
2. No obstante, cuando un tratado prescriba un proce-
dimiento determinado para su reforma o revisión, ese
procedimiento, en todo lo que sea pertinente, será
también aplicable a los efectos de ponerle término.
3. El acuerdo por el que se ponga término a un
tratado conforme a los incisos a) o c) del párrafo 1
podrá realizarse:

a) Por un nuevo tratado redactado en cualquier
forma que las partes decidan;

b) Por comunicaciones que las partes envíen al
depositario del tratado o se remitan mutuamente;

c) Tácitamente, cuando una parte haya propuesto la
terminación del tratado o manifestado la intención de
denunciarlo, y, aparezca claramente por las circuns-
tancias que la otra parte o las otras partes han asentido
a esa terminación o denuncia del tratado.
4. a) El depositario, cuando reciba de una parte en
el tratado una propuesta para ponerle fin o una petición
para retirarse del mismo:
i) En los casos comprendidos en los incisos a) o c)

del párrafo 1, comunicará la propuesta a los
Estados cuyo acuerdo sea esencial conforme a esos
incisos;

ii) En los casos comprendidos en el inciso b) del
párrafo 1, presentará lo antes posible la propuesta
o petición ante el órgano competente de la orga-
nización de que se trate.

b) Se presumirá el asentimiento de un Estado al que
se haya comunicado una propuesta o petición conforme
al apartado i) inciso a) del párrafo 3, cuando haya trans-
currido un plazo de 12 meses, contado desde la fecha de
la comunicación, sin que haya notificado al depositario
su oposición a la propuesta o petición.
5. Las disposiciones de los párrafos precedentes rela-
tivas a la extinción de los tratados por acuerdo ulterior
se aplicarán, mutatis mutandis, a su suspensión por
acuerdo ulterior.

Comentario
1. Cuando el tratado propiamente dicho prevé expre-
samente el derecho de denuncia o cuando ese derecho
ha de considerarse implícito conforme al artículo 17, es
poco probable que la terminación del tratado plantee
ningún problema. Sin embargo, cuando no existe tal
derecho, pueden surgir graves dificultades. Muy a
menudo se ha puesto fin a las obligaciones emanadas de
un tratado mediante una reivindicación unilateral y
discutible de un derecho a denunciarlo. Por ello tiene



82 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional. Vol. Il

especial importancia sentar unas reglas de procedimiento
conforme a las cuales, cuando haya buenas razones para
ello, un Estado pueda gestionar la terminación o suspen-
sión de sus obligaciones convencionales mediante cierto
tipo de acuerdo. Incluso cuando una parte se crea con
derecho a poner fin a un tratado por alguna razón con-
creta, será muy conveniente que, de ser posible, pro-
cure hacerlo con el consentimiento de las demás partes,
en vez de reivindicar unilateralmente su supuesto dere-
cho.
2. El proceso de extinción es en cierto modo análogo
al de la creación de un régimen convencional. Pero la
situación jurídica es más compleja por cuanto que las
partes en el tratado han adquirido derechos en virtud
del mismo, de los que se verán privadas si se extingue;
y es un principio de firme raigambre en derecho interna-
cional que un tratado no puede por sí privar a terceros
Estados de sus derechos en virtud de un tratado ante-
rior. Por supuesto, cabe discutir si es enteramente ape-
tecible la aplicación de este principio a los tratados uni-
laterales generales, puesto que puede impedir la sustitu-
ción de un tratado anticuado por uno nuevo. Pero hay
siempre el peligro de que, por simple inercia, algunas de
las partes en un tratado anterior dejen de participar en
uno más reciente; y el principio que impide que incluso
los tratados multilaterales generales afecten la posición
de Estados no partes en virtud de tratados anteriores
sirve para mantener vivas determinadas obligaciones
convencionales que podrían de otro modo caducar. En
consecuencia, aunque el resultado acaso sea complicar
las relaciones emanadas de los tratados e impedir la
sustitución de tratados obsoletos, es preciso actuar con
cautela cuando se propone, incluso de lege ferenda, nor-
mas que permiten la extinción de tratados por cualquier
forma de decisión mayoritaria, como la propuesta por la
Comisión en el artículo 6 de la Parte I para la adopción
del texto del tratado. El párrafo 1 enuncia por tanto las
reglas principales para la extinción, de los tratados en
tres incisos que corresponden a las reglas propuestas
por la Comisión en el artículo 6 de la Parte I para la
adopción del texto, pero haciendo del consentimiento de
todas las partes en el tratado la regla general, salvo en
el caso de un tratado que haya sido realmente redactado
en el seno de una organización internacional.

3. El párrafo 1 a) versa sobre los tratados multilate-
rales redactados en conferencias internacionales convo-
cadas por los Estados interesados o por una organiza-
ción internacional. Por las razones ya dadas, parece
necesario establecer que, en principio, la expiración de
un tratado multilateral exige el consentimiento de todos
los Estados partes en el mismo. Pero en lo que respecta
a los tratados multilaterales, especialmente en el caso de
los tratados multilaterales generales, parece necesario
además tener en cuenta los intereses de los Estados que
han participado en la adopción del texto, aunque no
hayan llegado todavía a ser partes en el tratado debido
a una dilación en la firma, ratificación, aceptación o
aprobación del tratado o en la adhesión al mismo. Estos
Estados, conformer a las propias estipulaciones* del tra-
tado, tienen derecho a llegar a ser partes en el mismo
mediante la realización del acto requerido; y por lo

menos durante un período razonable, los Estados que
ya son partes —y que acaso sean tan sólo dos o un
número muy reducido— no deben estar facultados para
privarles de ese derecho m . En consecuencia, sin intentar
determinar el período exacto, en el inciso a) del párrafo
1 se prevé que durante un período de años la extinción
de un tratado exige el consentimiento de dos tercios de
los Estados que lo redactaron, incluidos todos los que
hayan llegado realmente a ser partes en el mismo. Al
formular disposiciones análogas en la Parte I, la Comi-
sión prefirió dejar sin definir ese período hasta que se
hubieran recibido las observaciones de los gobiernos.
El relator especial piensa en un período de alrededor
de 10 años.
4. El párrafo 1 b) prevé el caso de los tratados que,
como la Convención sobre el Genocidio y la Convención
sobre los Derechos Políticos de la Mujer, son realmente
redactados en el seno de una organización internacional.
Por supuesto los tratados de este tipo, una vez redacta-
dos, quedan abiertos a la firma, ratificación, aceptación,
etc., y los Estados llegan a ser partes en ellos por el pro-
cedimiento normal. Por ellos es discutible que puedan
ser objeto de la misma regla que los tratados redactados
en una conferencia. Sin embargo, cuando el tratado ha
sido redactado en una organización y luego ha sido
adoptado por resolución de alguno de sus órganos,
puede sostenerse que la organización tiene interés en el
tratado y que su terminación debe ser una cuestión de
su incumbencia. Por consiguiente, aunque ello suponga
apartarse del principio normal según el cual un Estado
no puede ser privado de sus derechos en virtud de un
tratado sin su consentimiento, parece justificable que la
terminación del tratado corresponda a la organización.
Los Estados, cuando llegan a ser partes en el tratado
saben que éste tiene por origen una decisión de la
organización, y parece razonable presumir que reconoz-
can la vinculación de la organización con el tratado.
5. El párrafo 1, c) enuncia la norma general para los
tratados bilaterales y demás tratados no comprendidos
en los incisos a) y b): la extinción del tratado requiere
el consentimiento unánime de las partes.
6. En el párrafo 2 se propone, de lege ferenda, que
cuando en el tratado se prevea un procedimiento espe-
cial para su reforma o revisión, ese mismo procedi-
miento se aplicará, en todo lo que sea pertinente, a los
efectos de ponerle término. Parece sencillamente lógico,
que cuando las partes han acordado un procedimiento
especial con miras a la alteración del tratado, se pre-
suma su intención de hacer uso del mismo procedimiento
para la decisión más fundamental de ponerle fin.
7. El párrafo 3 prevé que un acuerdo ulterior para
poner fin a un tratado pueda adoptar la forma de un
nuevo tratado o de comunicaciones hechas al depositario
de ese tratado. Se ha sostenido a veces que el acuerdo
ulterior debe adoptar la misma forma que el tratado
al que se va a poner fin, o por lo menos una forma de
«igual categoría». Esta tesis ha sido, por ejemplo, defen-

108 Un buen número de convenciones multilaterales entran
en vigor con tan sólo la firma, ratificación, etc., de dos Estados
o de un número muy reducido de ellos.
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dida por los Estados Unidos109, pero refleja la práctica
constitucional de ciertos Estados y no una regia general
del derecho de los tratados. Incumbe siempre a los Esta-
dos interesados decidir por sí mismos cuál es el instru-
mento o procedimiento apropiado para poner fin a un
tratado y, al hacerlo, tendrán sin duda en cuenta sus
propias exigencias constitucionales. En el párrafo 3 se
hace constar asimismo que la extinción de un tratado
puede realizarse también por acuerdo tácito. Acaso no
sea siempre claro si en un caso determinado el pro-
ceso se efectuará por aplicación de la doctrina de los
actos propios («estoppel») o por «acuerdo ulterior».
Pero la opinión general parece ser que basta el acuerdo
tácito para poner fin a un tratado u o .
8. El párrafo 4, a) es esencialmente de procedimiento
e indica las medidas que ha de adoptar el depositario al
recibir la notificación por la que una parte exponga su
deseo de poner fin al tratado. Seguidamente, a fin de
que el procedimiento para la extinción de los tratados
por consentimiento a través del mecanismo del deposita-
rio no quede frustrado por la simple inercia de los dis-
tintos Estados al responder a la propuesta, en el párrafo
4 b) se propone que el asentimiento de un Estado ha de
presumirse cuando transcurra un plazo de 12 meses
(presunción análoga a la adoptada por la Comisión en
el artículo 19 de la Parte I en relación con la aceptación
de reservas).
9. Cuando las razones que tengan las partes para
desear verse relevadas de las obligaciones de un tratado
sean de carácter temporal, es posible que prefieran sus-
pender el tratado, en vez de ponerle término. En tal
caso parece que han de ser aplicables los mismos prin-
cipios y el párrafo 5 así lo prevé.

Artículo 19. — Extinción implícita por celebración
de un tratado ulterior

1. Si todas partes en un tratado, ya sea por sí solas o
junto con terceros Estados, celebran un nuevo tratado
sobre la misma materia, sin abrogar expresamente el
tratado anterior, éste se considerará no obstante implíci-
tamente terminado:

a) Cuando las partes en el tratado posterior hayan
manifestado la intención de que toda la materia se rija
en lo sucesivo por ese tratado posterior; o

b) Cuando las disposiciones del tratado posterior sean
hasta tal punto incompatibles con las del tratado ante-
rior que los dos tratados no puedan aplicarse simultá-
neamente;
a menos que en cualquiera de estos casos, aparezca por
las circunstancias que el tratado posterior estaba úni-
camente destinado a suspender la aplicación del tratado
anterior durante un período limitado de tiempo.

ios Véase la declaración del representante de los Estados
Unidos en la 49.a sesión del Comité de Asuntos Sociales del
Consejo Económico y Social (E/AC.7/SR.49), que Sir G. Fitz-
maurice recordó en su informe.

110 Véase Sir G. Fitzmaurice, segundo informe (A/CN.4/
107), artículos 12 y 14.

2. a) Si dos o más partes en un tratado, ya sea por sí
solas o junto con terceros Estados, conciertan un nuevo
tratado sobre la misma materia, sin abrogar expresa-
mente el tratado anterior, se considerará no obstante que
se ha puesto fin implícitamente a la aplicación de ese
tratado anterior entre los Estados que sean partes en
ambos tratados en las mismas circunstancias que se
enuncian en el párrafo 1.

b) Sin embargo, el hecho de que se ponga fin así a la
aplicación del tratado anterior entre las partes que tam-
bién lo sean en el tratado posterior, no efectará a la
aplicación del primer tratado entre los Estados que sean
partes únicamente en él o entre cualquiera de esos Esta-
dos y un Estado que sea parte en ambos tratados.
3. Cuando se ponga fin implícitamente a un tratado
conforme a los párrafos anteriores, la fecha de su extin-
ción será la de la entrada en vigor del tratado posterior,
a menos que este último prevea otra cosa.

Comentario

1. Este artículo regula, desde el punto de vista dife-
rente de la extinción de los tratados, los casos de con-
flictos entre tratados a que se refiere el artículo 14.
Como se ha señalado en el comentario a ese artículo,
cuando hay dos tratados sucesivos sobre la misma mate-
ria y las partes en ellos son idénticas los Estados que
celebran el segundo tratado son plenamente competentes
para modificar o anular el tratado anterior, y el efecto
del segundo tratado sobre el anterior se reduce esencial-
mente a la cuestión de cuál es la intención de los Esta-
dos contratantes al celebrar el segundo tratado. En
efecto, pueden proponerse sencillamente complementar
o revisar el tratado anterior o bien reemplazarlo comple-
tamente por el segundo tratado.
2. El párrafo 1 del artículo que se examina tiene por
objeto definir las condiciones en las que ha de enten-
derse que las partes de un tratado se han propuesto
ponerle fin mediante la celebración de un tratado poste-
rior en el que las partes contratantes son idénticas. El
enunciado de las dos cláusulas del párrafo 1 se basa en
el análisis que hizo de la cuestión el magistrado Anzilotti
en su opinión separada en el asunto de la Compañía de
Electricidad de Sofia U1:

«No hubo abrogación expresa. Pero se conviene en
general que, además de la abrogación expresa, hay
también una abrogación tácita como consecuencia del
hecho de que las nuevas disposiciones son incompa-
tibles con las anteriores o de que toda la materia que
era objeto de estas últimas ha de regirse en lo sucesivo
por las nuevas disposiciones.»

La Corte, en este asunto, disintió del parecer del magis-
trado Anzilotti al estimar que no había incompatibilidad
entre los dos instrumentos en virtud de los cuales las
partes habían aceptado la jurisdicción obligatoria. Sin
embargo, el pasaje citado de la opinión del magistrado
Anzilotti contiene lo que se estima es una formulación
útil de los criterios para determinar si un segundo ins-

111 C.P.J.I., Series A/B, N.° 77, pág. 92.
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truniento abroga o no uno anterior que versa sobre la
misma materia.
3. En la misma opinión el magistrado Anzilotti sostuvo
que las declaraciones belga y búlgara de aceptación de
la jurisdicción de la Corte, aunque a su modo de ver
eran incompatibles con un Tratado de Conciliación ante-
rior entre Bélgica y Bulgaria, no lo habían abrogado
porque ese tratado era de duración indefinida, en tanto
que las declaraciones se habían hecho por un número
limitado de años. Sin discutir en modo alguno lo
correcto de esa conclusión en el caso particular de
dichos tratado y declaraciones cabe dudar de que pueda
enunciarse como principio general que un tratado poste-
rior por un término fijo no puede nunca abrogar un tra-
tado anterior de duración mayor o indefinida. Ello
depende enteramente de la intención de los Estados al
celebrar el segundo tratado. Si su intención evidente
es que toda la materia se rija en lo sucesivo por el nuevo
tratado, no parece justificarse la presunción de que su
propósito sea resucitar el tratado anterior cuando expire
el nuevo tratado. Más probable es que piensen más bien
en la necesidad de revisar la situación una vez que
el segundo tratado llegue a su fin. El párrafo 1 simple-
mente dispone, por tanto, que no habrá abrogación si
es evidente por las circunstancias que el tratado poste-
rior sólo tiene por objeto reemplazar temporalmente
al anterior.
4. El párrafo 2 versa sobre el mismo problema gene-
ral, pero en los casos en que entre las partes en el
segundo tratado no figuran todas las partes en el pri-
mero. En estos casos entra en juego, el principio de que
un tratado no puede de por sí privar de sus derechos a
Estados que no son partes en él, ya tengan su origen
esos derechos en el derecho internacional general o en
un tratado anterior; y, como se ha señalado en el
comentario al artículo 14, algunos autores ponen en
duda, por tal razón, la propia validez del segundo tratado.
La regla propuesta en el artículo 14 acepta la validez del
segundo tratado, pese a su incompatibilidad con el tra-
tado anterior; y, sobre tal base, el segundo tratado surte
efectos en las relaciones entre los Estados que son
partes en él. En consecuencia, se plantea la cuestión de
si en este tipo de casos el segundo tratado pone tam-
bién término al anterior. En lo que se refiere a las rela-
ciones entre los Estados que son partes en ambos tra-
tados, de nuevo la cuestión consiste esencialmente en
cuál ha sido su intención al concluir el segundo tra-
tado, y las reglas enunciadas en el párrafo 1 parecen ser
igualmente aplicables. El inciso a) así lo prevé. Pero esas
reglas sólo son pertinentes cuando se trata de determi-
nar la posición de los Estados que son partes en ambos
tratados, ya que únicamente son competentes para poner
fin a la aplicación del anterior tratado entre ellos y no
pueden decidir sobre los derechos de otras partes en el
anterior tratado. En consecuencia, el inciso b) preserva
la existencia del anterior tratado: 1) entre los Estados
que son partes únicamente en el tratado anterior, y
2) entre cualquiera de esos Estados y un Estado que sea
parte en ambos tratados.
5. El párrafo 3 prevé sencillamente que la fecha en
que se produce la terminación implícita del tratado ante-

rior es aquella en que entra en vigor el segundo tratado
a menos que éste disponga otra cosa.

Artículo 20. — Extinción o suspensión de un tratado
a raíz de su violación

1. a) La violación de un tratado por una parte no
tiene por sí misma el efecto de poner fin al tratado o de
suspender su aplicación.

b) No obstante, en las condiciones enunciadas en los
párrafos siguientes del presente artículo una violación
grave de un tratado por una parte da derecho a la otra
parte o a las otras partes a denunciar el tratado o reti-
rarse de él, o a suspender total o parcialmente su apli-
cación.
2. Hay violación grave de un tratado:

a) en caso de repudiación del tratado por un repre-
sentante u órgano del Estado competente para expresar
la voluntad del Estado de denunciar el tratado;

b) en caso de una violación tan esencial que equi-
valga a dejar sin efecto una estipulación:
i) Con respecto a la cual esté prohibida expresa-

mente o excluida implícitamente la formulación de
reservas con arreglo a los incisos a), b) y c) del
párrafo 1 del artículo 17 de la parte I; o

ii) Cuya inejecución no sea compatible con el cum-
plimiento efectivo del objeto y la finalidad del
tratado;
c) en caso de una negativa a aplicar una estipula-

ción del tratado que sea obligatoria para todas las
partes y por la que se disponga que toda diferencia
nacida de la interpretación o aplicación del tratado
deba someterse a arbitraje o solución judicial, o de
una negativa a aceptar un laudo o una sentencia dic-
tados en virtud de tal estipulación.
3. En un tratado bilateral, la violación grave come-
tida por una parte dará derecho a la otra parte:

a) A denunciar el tratado o suspender su aplica-
ción, sin perjuicio de la reserva de sus derechos con
respecto a cualesquiera pérdidas o daños que resulten
de la violación; o

b) A denunciar únicamente la estipulación del tra-
tado que ha sido infringida o suspender su aplicación,
sin perjuicio de la misma reserva.
4. En un tratado multilateral que no esté compren-
dido en las disposiciones del artículo 5, la violación
grave cometida por una parte:

a) Dará derecho a cualquier otra parte, en las rela-
ciones entre ella y el Estado culpable,
i) A dar por terminada o dejar en suspenso la apli-

cación del tratado, sin perjuicio de la reserva de sus
derechos mencionada en el párrafo 3; o

ii) A dar por terminada, o dejar en suspenso, única-
mente la aplicación de la estipulación del tratado que
ha sido infringido, sin perjuicio de la misma reserva;
b) Dará derecho colectivamente a las demás partes

en el tratado, mediante el acuerdo previsto en el artículo
18 de esta Parte :



Derecho de los tratados 85

i) A dar por terminado el tratado o suspender su apli-
cación; o

ii) A dar por terminada, o dejar en suspenso, única-
mente la aplicación de la estipulación particular que
ha sido infringida.

No obstante, si la violación grave del tratado por una
o más partes es de tal naturaleza que frustra además el
objeto y la finalidad del tratado en las relaciones entre
las demás partes no implicadas en la violación, cual-
quiera de esas otras partes podrá retirarse del tratado si
lo estima oportuno.
5. En caso de violación grave de un tratado que sea
instrumento constitutivo de una organización interna-
cional, o que haya sido celebrado en una organización
internacional, tado cuestión relativa al fin o la suspen-
sión de los derechos u obligaciones de una parte en el
tratado será determinada por decisión del órgano com-
petente de la organización interesada, de conformidad
con las normas de votación del mismo que sean apli-
cables.

Comentario
1. La gran mayoría de los autores U2 reconocen que la
violación de un tratado por una parte puede dar lugar a
un derecho de la otra parte a abrogar el tratado o a
suspender el cumplimiento de las obligaciones estable-
cidas por él. Además, mal cabe imaginar que la regla
estipulara otra cosa, ya que el buen sentido y la equidad
se rebelan ante la idea de que un Estado siga sujeto a
la ejecución de las obligaciones dimanantes de un tra-
tado que la otra parte contratante se niega a respetar.
Además, como principio general, la violación de un
derecho nacido de un tratado, como la de cualquier otro
derecho, puede dar lugar a un derecho a tomar repre-
salias que no supongan el uso de la fuerza y, evidente-
mente, estas represalias pueden legítimamente referirse
a los derechos que la parte culpable tiene en virtud
del tratado. Las opiniones difieren, no obstante, en
cuanto a la amplitud de este derecho y a las condiciones
en que puede ejercerse. Algunos autores n s , en defecto
de un sistema internacional efectivo para imponer el
respeto de los tratados, atribuyen mayor importancia a
la necesidad de la parte inocente de disponer de este
derecho como sanción por la violación del tratado. Estos
autores tienden a formular el derecho sin reservas, otor-
gando a la parte inocente un derecho general a abrogar

112 Véase Harvard Law School, Research in International
Law, III, Law of Treaties, págs. 1081 a 1083; McNair, op. cit.,
pág. 553. C. Rousseau parece haber dudado de que el derecho
consuetudinario reconozca el derecho a denunciar un tratado
por incumplimiento de la otra parte, porque normalmente ha
habido oposición a las pretensiones a ejercer tal derecho. Pero,
por las razones indicadas en el párrafo 2, esto difícilmente puede
considerarse como prueba suficiente de la inexistencia de tal
derecho consuetudinario.

113 P. ej., W. E. Hall, International Law, octava edición,
pág. 408; S. B. Grandall, Treaties, their Making and Enforce-
ment, pág. 456; Ch. Dupuis, « Liberté des voies de communica-
tion, Relations internationales », Recueil des cours de l'Aca-
démie de droit international (1924-1), vol. 2, pág. 340;
A. Cavaglieri, « Règles générales du droit de la paix », Recueil
des cours de l'Académie de droit international (1929-1), vol. 2,
pas. 535.

el tratado en caso de violación 114. Otros autores se pre-
ocupan más por el riesgo de que un Estado pueda aducir
una violación trivial o incluso ficticia simplemente para
disponer de un pretexto que le permita denunciar un
tratado que en ese momento le contraría115. Estos
autores tienden a restringir el derecho de denuncia a las
violaciones «graves» o « fundamentales» y, además, a
subordinar el ejercicio del derecho a condiciones de pro-
cedimiento 118.
2. Si bien no se carece de práctica de los Estados m a
este respecto, esa práctica no es de gran utilidad para
determinar el verdadero alcance de este derecho ni las
debidas condiciones para su ejercicio. En la mayoría de
los casos, el Estado denunciante se ha decidido, por
razones muy distintas, a poner fin al tratado y, después
de aducir la violación principalmente con objeto de con-
tar con un pretexto respetable para su acto, no ha
estado dispuesto a participar en una discusión a fondo
de los principios jurídicos que rigen la denuncia de los
tratados por razón de violaciones de la otra parte.
Además, la otra parte por lo general ha impugnado la
denuncia principalmente a base de hechos; y, si bien a
veces ha utilizado términos que parecen negar que esa
denuncia unilateral esté justificada jamás por una viola-
ción, ello ha parecido ser normalmente más une protesta
contra la decisión unilateral y arbitraria del Estado
denunciante que una impugnación del derecho a denun-
ciar cuando se comprueba la existencia de violaciones
graves. Así, Estados que en una ocasión han parecido
afirmar que la denuncia es siempre ilegítima a falta de
acuerdo, han invocado ellos mismos en otras oca-
siones el derecho a denunciar un tratado basándose en
violaciones que atribuyen a la otra parte.
3. Los tribunales internos se han pronunciado no
pocas veces a favor del reconocimiento del principio
según el cual la violación de un tratado puede dar
derecho a la parte inocente a denunciarlo. Pero casi
siempre lo han hecho en los casos en que su gobierno
no había optado en la práctica por denunciar el tratado
y no han considerado necesario examinar detenidamente
las condiciones para la aplicación del principio U8.
4. La jurisprudencia internacional ha contribuido rela-
tivamente poco a esta materia. En el asunto de la Des-
viación de las aguas del Rio Mosa 119, se suscitó la cues-
tión del efecto que tiene la violación de un tratado en la

114 Véase Oppenheim, op. cit., pág. 947.
115 P. ej., McNair, op. cit., pág. 571; C. C. Hyde, Interna-

tional Law, vol. 2, pág. 1548; E. Giraud, op. cit., pág. 28.
118 Véase Harvard Law School, Research in International

Law, III, Law of Treaties (artículo 27), pág. 1077 y págs. 1091
y 1092.

u r Hackworth, Digest of International Law, vol. 5, págs. 342
a 348; Harvard Law School, Research in International Law,
III, Law of Treaties, págs. 1083 a 1090; McNair, op. cit.,
págs. 553 a 569; A. C. Kiss; Répertoire français de droit inter-
national, vol. 5, págs. 102 a 121; Fontes Juris Gentium, Serie B,
sección 1, tomo I, parte I (2), págs. 791 y 792.

118 P. ej., Ware v. Hylton (1796), 3 Dallas 261; Charlton v.
Kelly, 229 U.S. 447; Lepeschkin v. Gosweiler y Cia., Journal
du droit international (1924), vol. 51, pág. 1136; In re Tatarko,
Annual Digest and Reports of Public International Law Cases,
1949, N.° 110, pág. 314.

119 C.P.J.I., Series A/B, N.° 70.
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obligación de cumplir el tratado que corresponde a la
otra parte, pero ello se planteó en forma un tanto dis-
tinta. Bélgica sostenía en ese caso que al construir ciertas
obras contrarias a las estipulaciones del tratado de
1863, Holanda había perdido el derecho a invocar
contra Bélgica el tratado. Bélgica no intentó denunciar
el tratado. En realidad, lo que hizo fue invocar, como
excepción frente a la reclamación de Holanda, un dere-
cho a suspender la aplicación de una estipulación del
tratado basándose en la violación atribuida a Holanda
de esa estipulación, aunque presentó su pretensión más
bien como una aplicación del principio inadimplenti non
est adimplendum. El Tribunal, habiendo llegado a la
conclusión de que Holanda no había violado el tratado,
no se pronunció sobre la alegación belga. No obstante,
en una opinion disidente, el magistrado Anzilotti expresó
el parecer 120 de que el principio que servía de base a la
alegación belga, es «tan justo y equitativo y está reco-
nocido de modo tan universal que debe aplicarse tam-
bién en las relaciones internacionales». En ese caso no
se llevó la cuestión muy lejos, y el otro único asunto
que parece tener cierta importancia es el Arbitraje de
impedir la aplicación del artículo 3 del Tratado de
Ancón, en el que se estipulaba la celebración de un ple-
Tacna y Arica m . En este caso, Perú sostenía que al
biscito en ciertas condiciones en la zona en litigio, Chile
había relevado al Perú de las obligaciones que le impo-
nía dicho artículo. El Arbitro 122, después de examinar
las pruebas, rechazó la alegación del Perú, diciendo que:

«Es manifiesto que si los abusos en la administra-
ción pudiesen tener el efecto de poner fin a un
acuerdo de esa índole, sería necesario comprobar la
existencia de condiciones tan graves, a consecuencia
de la mala administración, que frustraran la finalidad
del acuerdo y, a juicio del Arbitro, no se ha puesto de
manifiesto una situación del tal gravedad.»

En esta declaración parece darse ciertamente por
supuesto que sólo una violación «fundamental» del ar-
tículo 3 podría haber justificado la pretensión de Perú de
ser relevado de sus estipulaciones.

5. El relator especial anterior (A/CN.4/107, artículos
18 á 20 y comentario) se inclinaba resueltamente por el
parecer de los que piensan más en el peligro de que
pueda abusarse de este motivo de denuncia que en su
valor como sanción para imponer el respeto de los tra-
tados. En consecuencia, sus propuestas ponían de mani-
fiesto una marcada preocupación por circunscribir y
regular el derecho a denunciar un tratado basado en la
violación por otra parte. Esta preocupación se mani-
festaba de diversos modos en las reglas que proponía.
6. En primer lugar, en su proyecto se limitaba el dere-
cho de denuncia a los casos de «violación fundamental»,
que definía como «una violación... en algún aspecto
esencial que afecte las raíces o los fundamentos de las
relaciones convencionales entre las partes y que ponga
en duda la posibilidad o la utilidad de dichas relaciones

120 ibid., pág. 50; cfr. Magistrado Hudson, págs. 76 y 77.
121 Reports of International Arbitral Awards, vol. II ,
_ . 929, 943 y 944.
122 El Presidente Coolidge de los Estados Unidos.

en lo sucesivo en la esfera particular que sea objeto del
tratado». Se preveía además en el proyecto (artículo 19,
incisos i) y ii) del párrafo 2) que la violación debe «equi-
valer a una denegación o repudiación de la obligación
derivada del tratado y tener cualquiera de los siguientes
efectos, a) destruir la utilidad del tratado para la otra
parte; b) justificar la conclusión de que no se puede
seguir confiando en la debida ejecución del tratado por
la parte que comete la violación; o c) frustrar los fines del
tratado». En otra disposición (artículo 18, párrafo 2) en
el proyecto se distinguían los casos de violación fun-
damental de aquellos «casos en que la violación por una
de las partes de algunas de las obligaciones derivadas de
un tratado puede justificar una falta de cumplimiento
exactamente correlativa por la otra parte o, como
medida de represalia, la no ejecución de alguna otra
cláusula del tratado». Consideraba el relator especial
anterior que «en tales casos, no es que el tratado o las
obligaciones nacidas del mismo se extingan en cuanto a
tales, sino que se trata, sencillamente, de violaciones
y contraviolaciones determinadas, o faltas de cum-
plimiento que, independientemente de que estén o
no justificadas por las circunstancias no afectan a la
permanencia del tratado en sí».

7. En segundo lugar, el relator especial anterior
consideraba la «violación fundamental» como una causa
de extinción que se aplicaba en principio únicamente en
el caso de los tratados bilaterales, no de los multilate-
rales (artículo 19, inciso i), párrafo 1) y reconocía un
derecho a poner fin a un tratado multilateral únicamente
en un caso (artículo 19, inciso ii), párrafo 1). Dividía
los tratados multilaterales en dos categorías principales.
Una comprendía los tratados cuyas obligaciones son de
carácter «recíproco», o «interdependientes», y con res-
pecto a tales tratados se señalaba en su proyecto (ibid.)
que la violación justificará que las demás partes:

a) En sus relaciones con la parte culpable se nieguen
a ejecutar, en beneficio de dicha parte, cualquier obli-
gación del tratado que consista en el reconocimiento e
intercambio recíproco entre las partes de derechos, bene-
ficios, etc.;

b) Cesen de ejecutar cualquier obligación del tratado
que haya sido objeto de la violación y que sea de tal
naturaleza que su ejecución por cualquiera de las partes
dependa necesariamente de su ejecución igual o corre-
lativa por todas las demás partes.

En el proyecto se señalaba además (artículo 19, inciso
iii), párrafo 1) que si en el caso de un tratado de este
tipo, «una parte comete una violación general y total
del tratado que constituya su repudiación, o una vio-
lación en un punto tan esencial que equivalga a una
repudiación, las demás partes pueden darlo por termi-
nado, o cualquiera de ellas puede dejar de participar en
él». Con respecto a la segunda categoría de tratados,
en cambio, no consideraba que una violación pudiera
justificar nunca la extinción del tratado o la retirada del
mismo, o incluso el incumplimiento por la otra parte de
sus obligaciones con respecto al Estado culpable. Los
tratados que colocaba en esta categoría era: a) los tra-
tados-leyes, b) los tratados que crean un régimen inter-
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nacional para una zona o región determinada, etc., o
los que suponen compromisos de ajustarse a ciertas
normas o condiciones, y c) «cualquier otro tratado que
lleve intrínseca la fuerza jurídica de la obligación, y
ésta no dependa del cumplimiento correlativo por las
otras partes en el tratado... de manera que la obligación
exista de por sí y exija su aplicación y ejecución abso-
luta y completa cualesquiera que sean las condiciones».
8. En tercer lugar, en el proyecto del relator especial
anterior (artículo 19, párrafo 3) se excluía el derecho a
poner fin a un tratado basándose en la violación funda-
mental:

a) Cuando el tratado ha de expirar en todo caso
dentro de un plazo razonable;

b) Cuando el derecho a poner fin al tratado no se
invoca dentro de un plazo razonable a partir de la
violación;

c) Cuando la otra parte ha dispensado la violación o
no la ha tenido en en cuenta;

d) Cuando la parte que invoca el derecho a poner fin
al tratado ha causado la violación o ha contribuido
a ella.
Los tres últimos párrafos son expresiones de principios
generales perfectamente admitidos y el párrafo c) está
previsto en el artículo 4 del presente proyecto.
9. Por último, el relator especial anterior estableció
(artículo 20 de su proyecto) ciertos requisitos de proce-
dimiento cuya observancia sería una condición sine qua
non para el ejercicio legítimo del derecho a poner fin
a un tratado fundándose en la violación atribuido a la
otra parte. En virtud de estas condiciones el Estado
que invoca el derecho a poner fin a un tratado fundán-
dose en su violación por la otra pane debe: a) presentar
una exposición razonada de su pretensión a la otra
parte; b) dar a la otra parte un tiempo razonable para
contestar; c) si la otra parte impugna la pretensión,
proponer que se remita el asunto a un tribunal indepen-
diente para que resuelva; y d) no denunciar el tratado
a menos que la otra parte se haya abstenido de contestar
a la exposición de la pretensión o haya rechazado la
propuesta de remitir el asunto a un tribunal. La cuestión
de los requisitos de procedimiento para la denuncia de
un tratado se suscita además en otros aspectos, no
sólo en relación con las causas de extinción, sino
también en los casos de la sección II del presente
proyecto. En consecuencia, en el presente proyecto se
examinarán en un artículo general comprendido en la
sección IV.
10. El presente relator especial, si bien tiene con
respecto a esta cuestión el mismo criterio general que
su predecesor, considera que en algunos puntos el
proyecto de éste tal vez lleve las limitaciones al derecho
de dar por terminadas o dejar en suspenso las relaciones
convencionales con el Estado infractor un poco más
lejos de lo admisible. Estos aspectos se suscitarán y
examinarán más adelante en el presente comentario.
Afortunadamente, el ámbito en que probablemente
tenga importancia este artículo se ha reducido un tanto
con motivo de la práctica moderna de fijar para muchos
tipos de tratados una duración relativamente corta o de

prever la posibilidad de que se les ponga término por
notificación al efecto. En estos casos la parte lesionada
puede contar con un medio simple e indiscutible de
poner fin al tratado. Los casos en que los tratados se
han concertado por períodos fijos más prolongados o
por tiempo indefinido son los que principalmente
ofrecen un lugar importante a la aplicación de este
artículo.
11. El párrafo 1, a) establece el principio, que parece
umversalmente aceptado, de que la violación de un
tratado, por grave que sea, no pone fin por sí sola al
tratado m . Los magistrados de los tribunales nacionales
han insistido con frecuencia en este principio cuando
litigantes particulares han pretendido que debía desco-
nocerse un tratado por haber sido infringido por la
otra parte contratante124. El párrafo 1, b) estipula
simplemente que con arreglo a las condiciones estable-
cidas en el artículo, la violación «grave» puede originar
un derecho de las otras partes en el tratado a poner
fin a éste, retirarse de él o suspender su aplicación. El
actual relator especial cree que la palabra «grave» que
utilizan algunos autores es preferible a la palabra
«fundamental» para expresar el tipo de violación que
puede dar lugar al derecho de la otra parte a poner fin
a las relaciones establecidas por el tratado. La palabra
«fundamental» podría interpretarse en el sentido de
que sólo una violación de una estipulación que afecte
directamente los fines centrales del tratado puede llegar
a justificar el derecho de la otra parte para poner fin
al tratado. Pero puede haber otras estipulaciones que
la otra parte haya considerado esenciales para la eje-
cución efectiva del tratado y cuya intervención haya sido
muy importante para inducirla a concertar el tratado,
aun cuando el carácter de ellas sea enteramente acce-
sorio. Por ejemplo, la cláusula que establece el arbitraje
obligatorio en caso de controversia en cuanto a la
interpretación o aplicación del tratado es puramente
accesoria para los fines principales del tratado, pero
puede muy bien ocurrir que algunas de las partes la
consideren como condición esencial para dar su consen-
timiento a las obligaciones dimanantes del tratado. En
ese caso el hecho de negarse a someter un asunto a
arbitraje destruiría en su raíz el consentimiento dado
por la otra parte a las relaciones convencionales con el
Estado infractor.
12. En el párrafo 2 se han querido definir, en la
medida en que ello es posible, los actos que pueden
constituir una «violación grave» que da lugar a un
derecho a poner fin al tratado o a suspenderlo. Las
dificultades de esta tarea fueron expuestas admirable-
mente por un autor del siglo xix m :

«Algunos autores sostienen que las estipulaciones
de un tratado son inseparables y que, por consiguiente,

123 Harvard Law School, Research in International Law, III ,
Law of Treaties, pág. 1078; Fauchille, Traité de droit interna-
tional public, octava edición, vol. 1, parte III , párrafo 854;
J. Spiropoulos, Traité de droit international public, pág. 257.

124 P. ej., Ware v. Helton (1796), 3 Dallas 261; Charlton v.
Kelly (1913), 229 U.S. 447; In re Tatarko, Annual Digest of
International Law Cases, 1949, N.° 110.

i2» W. E. Hall , op. cit., págs. 408 y 409.
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subsisten juntas o quedan sin efecto juntas; otros
distinguen entre los artículos principales y los artículos
secundarios, y consideran que únicamente las infrac-
ciones de los artículos principales destruyen la
fuerza obligatoria de un tratado. Ambas opiniones
son discutibles. Contra la primera puede aducirse
que hay muchos tratados que pueden ser objeto de
ligeras infracciones sin quedar afectada ninguna
parte esencial, que algunas estipulaciones, importantes
al principio, pueden dejar de serlo debido a un
cambio en las circunstancias y permitir que los
Estados, fundándose en esas infracciones, repudien
un contrato íntegramente es dar una ventaja a quienes
se sientan propensos a sustraerse a obligaciones graves.
Por otra parte, es cierto que toda promesa que haga
una parte en un tratado puede representar la compen-
sación a cambio de la cual se admiten o suscriben
partes esenciales del acuerdo, y que una parte con-
tratante no puede determinar lo que a juicio de la
otra parte es esencial o no lo es. Es imposible evitar
del todo estas dificultades. De nada sirve esforzarse
por atar de manos a los Estados pocos escrupulosos
para que no puedan hurtarse a sus obligaciones. Todo
lo que puede hacerse es tratar de encontrar un
criterio que permita a un espíritu imparcial determinar
si en un caso determinado se ha producido un derecho
a repudiar el tratado. Ese criterio puede encontrarse
en el objeto principal del tratado. No cabe duda de
que la violación de una estipulación que es impor-
tante para el objeto principal, o si hay varios, para
uno de los objetos principales, releva a cualquier
parte que no haya cometido la violación de las obli-
gaciones impuestas por el contrato. Pero sería raro
que la infracción de un artículo que está desligado
del objeto principal o es poco importante, ya sea en
su origen o por cambio de las circunstancias con
respecto a ese objeto, pudiera legítimamente eximir
a la otra parte del cumplimiento de la porción que le
corresponde en el resto del acuerdo...»

El relator especial anterior, como se ha señalado antes
en el párrafo 5, definía la violación «fundamental»
como la que «afecte las raíces o los fundamentos de
las relaciones convencionales entre las partes y que
ponga en duda la posibilidad o la utilidad de dichas
relaciones en lo sucesivo en la esfera particular que
sea objeto del tratado». Esta definición y las demás
condiciones que establece el relator especial anterior
parecen hacer quizá demasiado exigente el concepto de
la violación «fundamental». El presente proyecto,
aunque inspirado por las mismas consideraciones gene-
rales, trata de definir una violación «grave» del tratado
a base de la actitud adoptada por las partes con respecto
a las reservas al tiempo en que concertaron el tratado,
y, si en esa ocasión las partes no dijeron nada de las
reservas, a base del «objeto y finalidad» del tratado,
que es el criterio aplicado para determinar la facultad
de hacer reservas en tal caso 126. La razón, naturalmente,
está en que aunque esas dos cuestiones no son idénticas,

hay un cierto nexo entre la opinión de los Estados
contratantes con respecto a la formulación de reservas
y su opinión en lo que respecta a lo que han de consi-
derarse violaciones graves del tratado. Parecía lógico,
pues, al formular el presente artículo tener en cuenta
las reglas relativas a la formulación de reservas adop-
tadas provisionalmente por la Comisión en el artículo 18
de la Parte I.
13. La definición de la violación «grave» contenida
en el párrafo 2 tiene tres cláusulas. En el inciso a) se
señala la repudiación del tratado como la primera y
más obvia forma de violación grave. Aunque ello sea
evidente, tiene que enunciarse, siquiera sea para señalar
que la repudiación del tratado por una parte no pone
fin por sí sola a las obligaciones que haya adquirido
esa parte en virtud del tratado. Como señalaba
Vattel m , de ser así «las obligaciones podrían quedar
sin efecto fácilmente y los tratados se reducirían a
formalidades vacías». La definición principal se encuen-
tra en el inciso b) en virtud del cual el concepto de
violaciones «graves» contiene dos elementos restrictivos:
debe ser una violación «esencial», que equivalga a la
anulación de una estipulación particular por la parte
culpable; y debe tratarse de una estipulación que las
partes consideren ostensiblemente como una condición
necesaria para la celebración del tratado. Este último
punto, no obstante, se formula en los términos más
objetivos posibles, vinculándolo, por las razones
expuestas en el párrafo anterior, a las condiciones
previstas en el tratado para la formulación de reservas.
Cuando en un tratado no se dice nada en cuanto a la
facultad de hacer reservas, el criterio determinante es
entonces, como en el artículo 18 del primer informe
del actual Relator Especial (A/CN.4/144), su compati-
bilidad con el objeto y la finalidad del tratado. El
inciso c), con objeto de eliminar cualquier duda del tipo
mencionado en el párrafo 11 del presente comentario,
señala que, cuando el tratado estipula expresamente que
las controversias que el mismo suscite se remitirán
obligatoriamente a arbitraje o solución judicial, el
incumplimiento de esa estipulación constituirá una
violación grave.

14. En el párrafo 3 se enuncian los derechos de la
parte inocente en caso de violación grave de un tratado
bilateral. Puede abrogar el tratado en su totalidad o
suspender su aplicación en su totalidad, o bien, dejar
sin efecto o suspender únicamente la aplicación de la
cláusula que ha sido violada por la parte culpable.
Este último derecho, lo mismo que el primero, es una
aplicación del principio in adimplenti non est adim-
plendum, suscrito por el Magistrado Anzilotti en el
Asunto de la desviación de las aguas del río Mosa128.
Claro está que puede basarse también en un derecho a
tomar represalias sin ejercicio de la fuerza y sobre esa
base es discutible que la parte inocente pueda suspender
la aplicación de una estipulación que no sea preci-
samente la que ha sido infringida sino otra de interés

126 véase en general el comentario al artículo 18 del primer
informe del actual Relator Especial (A/CN.4/144), pág. 129.

i " Le droit des gens, vol. II, Libro IV, Capítulo IV,
Sección 54.

128 Véase el párrafo 4 de este comentario.
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especial para la parte culpable. Las disposiciones del
párrafo 2 no tienen por objeto excluir los demás
derechos que puedan corresponder a la parte inocente a
título de represalias; pero se considera preferible no
introducir el derecho de las represalias como tales en el
presente artículo. Naturalmente, toda abrogación o
suspensión total o parcial del tratado en virtud del
párrafo 3 deja a salvo el derecho de la parte inocente
a exigir una indemnización por la pérdida o daño que
resulte de la violación.
15. El párrafo 4 enuncia paralelamente los derechos
de las demás partes en caso de violación grave en un
tratado multilateral, con la diferencia de que normal-
mente la parte inocente no está en condiciones indivi-
dualmente de poner fin al tratado, o de suspender su
aplicación, de modo general entre todas las partes. Su
derecho se circunscribe normalmente a abrogar o
suspender el tratado, o bien a abrogar o suspender
algunas de sus estipulaciones entre la parte interesada
y el Estado culpable. En el presente proyecto no se
toma como base la división de tratados multilaterales
en diferentes categorías atendiendo a la naturaleza de
sus obligaciones, que era el rasgo principal de las pro-
puestas del relator especial anterior (véase antes el
párrafo 6). Aunque en modo alguno se quiere subes-
timar la importancia general de las distinciones que él
señala entre las diversas clases de obligaciones que
pueden estar contenidas en los tratados multilaterales,
el actual relator especial duda de que, en el estado actual
del derecho, pueda atribuírseles una importancia
decisiva a este respecto. Si bien es cierto que los
tratados-leyes, los tratados que crean regímenes inter-
nacionales para determinadas zonas y algunos tipos de
tratados pueden establecer obligaciones de carácter
objetivo, ello no quita para que exista un elemento
contractual en la relación jurídica que el tratado crea
entre dos cualesquiera de las partes. Indudablemente,
si una parte infringe el tratado, otra parte inocente no
puede, como norma, relevarse a sí misma individual-
mente por ese motivo de las obligaciones contraídas en
virtud del tratado debido a los compromisos que tiene
para con las demás partes contratantes. Pero eso no es
lo mismo que decir que está obligada, por esencial y
persistente que sea la violación, a mantener con el
Estado culpable las relaciones nacidas del tratado y a
seguir siendo responsable con respecto a ese Estado de
todo incumplimiento que afecte a sus intereses. Aun
sin tener en cuenta el carácter esencialmente bilateral
de muchos de los derechos y obligaciones creados por
los tratados-leyes y por los regímenes internacionales,
una regla de esa índole difícilmente parece posible
mientras no estén mucho más organizados y sean más
seguros los recursos contra las infracciones del derecho
internacional. El mero hecho de que muchos de esos
tratados prevén expresamente su denuncia, al paso que
otros prevén la expulsión del Estado que infringe el
pacto 129, hace dudar de que tal regla estuviera en

129 Incluso un tratado como la Convención Europea de
Derechos Humanos, destinado a la protección del individuo,
puede ser denunciado, y la parte que deja de ser miembro del

armonía con los principios actuales, por muy deseable
que sea que el derecho internacional esté algún día en
condiciones de adoptar una regla de esa índole. En los
casos que distingue el relator especial anterior, la parte
inocente puede muy bien sentirse menos deseosa de
poner fin a la relación convencional como consecuencia
de la violación, pero prohibirle que lo haga equivale
casi a proteger en su transgresión al Estado infractor.

16. En el presente proyecto se hace una distinción
principal entre el tratado multilateral puro y simple y
el tratado multilateral que es instrumento constitutivo
de una organización internacional o que ha sido
concertado —como ocurre con los convenios interna-
cionales del trabajo— en el seno de una organización
internacional. El párrafo 4 se refiere a los tratados
multilaterales ordinarios y el párrafo 5 a los tratados
constitutivos y a los tratados concertados en una orga-
nización internacional.

17. El párrafo 4, a) dispone que en caso de violación
grave la parte individual puede romper o suspender
las relaciones convencionales entre ella y el Estado
culpable o hacer eso mismo únicamente con respecto
a la estipulación que ha sido objeto de la violación; en
otras palabras, prevé para las relaciones bilaterales entre
las partes en un tratado multilateral derechos corres-
pondientes a los que existen en el caso de un tratado
bilateral. Si ciertos Estados, individualmente, reaccionan
contra la violación grave poniendo fin al vínculo del
tratado entre ellos y el Estado infractor, el tratado sigue
en vigor entre éste y las demás partes en el tratado.
Cabe imaginar, no obstante, que por razón del lugar
decisivo que el Estado culpable ocupe en el régimen del
tratado, o por razón del número de partes implicadas
en la violación, la generalidad de las partes en el tratado
deseen poner fin al tratado en su totalidad o suspenderlo.
En este caso, parece que lo natural sería proceder a
poner fin al tratado o a suspenderlo mediante acuerdo
ulterior con arreglo al artículo 18, y ese es el método
que en consecuencia se indica en el párrafo 4, b). Pero
en tales casos, cuando los incumplimientos de un
Estado que ocupa un lugar decisivo, o de cierto número
de Estados, llegan hasta el punto de minar todo el
régimen del tratado, parece conveniente que las distintas
partes tengan además un derecho no sólo a poner fin
a su relación contractual con el Estado culpable, sino
a retirarse enteramente del tratado. En consecuencia,
se ha agregado una cláusula al párrafo 4 en la que se
reconoce ese derecho en los casos en que la violación
tiene el efecto de frustrar el objeto y la finalidad del
tratado también en las relaciones entre los Estados que
no han estado implicados en la violación.

18. Tal vez podrían aducirse razones plausibles en
favor del reconocimiento a las demás partes en el
tratado de un derecho a declarar colectivamente,
mediante una mayoría de dos tercios, que el Estado
infractor no es ya parte en el tratado, a expulsarle del
régimen del tratado, del mismo modo que en algunas

Consejo de Europa, cesa automáticamente de ser parte en el
tratado.
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organizaciones internacionales los miembros pueden
expulsar al Estado que infringe persistentemente las
obligaciones que le corresponden en su calidad de
miembro. No obstante, en el caso de una organización
internacional la situación es distinta, porque normal-
mente los miembros no pueden con un acto individual
poner fin a sus relaciones con el Estado infractor en el
seno de la organización. Solamente pueden hacerlo
mediante una decisión colectiva. El hecho de que una
parte en un tratado multilateral pueda poner fin indivi-
dualmente a la relación nacida del tratado entre ella y
el Estado infractor elimina la necesidad de prever la
posibilidad de una expulsión colectiva del Estado
infractor del tratado.
19. El párrafo 5 establece que en caso de violación
grave de un tratado constitutivo de una organización
internacional el fin o la suspensión de los derechos u
obligaciones de las partes en virtud del tratado será en
principio objeto de decisión del órgano competente en
conformidad con las normas aplicables de la constitución
de la organización de que se trate. Los instrumentos
constitutivos de muchas de las organizaciones princi-
pales contienen disposiciones relativas a la suspensión
o extinción de la calidad de miembro o a la suspensión
de los derechos de voto en caso de que un miembro no
cumpla con sus obligaciones; y, como se señala en
el párrafo 20 del comentario al artículo 17, muchas de
ellas establecen un derecho a denunciar el tratado a
retirarse de él. En esos casos, parece evidente que todo
lo que se refiera a la extinción o suspensión de la
calidad de miembro de la parte infractora o de la
suspensión en general de la aplicación de una dispo-
sición del tratado debe corresponder al órgano compe-
tente de la organización y no a las partes individuales
en el tratado. Análogamente, en el caso de tratados
como los convenios internacionales del trabajo, concer-
tados en el seno de una organización, la reacción de las
partes antes una violación grave es esencialmente una
cuestión que debe resolverse dentro de la organización.
Es cierto que algunas organizaciones de estructura
menos compacta no contienen disposiciones relativas al
fin o la suspensión de la calidad de miembro, ni a la
retirada de la organización; y en algunos casos la
única modalidad de órgano común que prevén es reunir
ocasionalmente una conferencia de los miembros. Pero
incluso en tales casos parece que el expulsar a una parte
del régimen del tratado o el dar por terminado o suspen-
dido el tratado deben ser asuntos que, en principio,
han de resolverse por decisión del órgano competente
de la organización.

Articulo 21. — Disolución de un tratado
por hacerse imposible o ilícita su ejecución

1. a) Con sujeción a las normas que, en materia de
tratados, rigen la sucesión de Estados, si se extingue la
personalidad internacional de una de las partes en un
tratado, cualquier otra parte podrá:
i) En el caso de un tratado bilateral, invocar la

extinción de esa parte para dar por disuelto el
tratado;

ii) En los demás casos, invocar que la extinción de
esa parte ha hecho inaplicable el tratado con
respecto al Estado extinto;

a condición, en todos los casos de que la extinción de
esa parte no se haya producido por medios contrarios a
las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas.

b) En un caso comprendido en el apartado ii) del
inciso a), si la extinción de una parte afecta esencial-
mente el cumplimiento del objeto y la finalidad del
tratado entre las demás partes, cualquiera de éstas
podrá invocarla para retirarse del tratado.
2. Cualquier parte podrá pedir que se dé por termi-
nado el tratado si, después de su entrada en vigor, se
ha hecho imposible ejecutarlo debido a:

a) La desaparición o destrucción completa y perma-
nente del objeto material de los derechos y obligaciones
contenidos en el tratado, siempre que el tratado no
tenga por finalidad asegurar la conservación de ese
objeto;

b) La desaparición completa y permanente del
sistema o régimen legal al que se refieren directamente
los derechos y obligaciones establecidos por el tratado.
3. Si en un caso comprendido en el párrafo 2 hay
razones serias para dudar de que la causa de la impo-
sibilidad de la ejecución sea permanente, el tratado
solamente podrá quedar en suspenso y no se podrá dar
por terminado. En ese caso, la aplicación del tratado
seguirá en suspenso hasta que haya cesado la imposi-
bilidad de ejecución o, en su caso, hasta que según todas
las apariencias a esa imposibilidad se haya hecho per-
manente.
4. Cualquier parte podrá también pedir que se dé por
terminado el tratado si, después de su entrada en vigor,
el establecimiento de una nueva norma de derecho
internacional que tenga el carácter de jus cogens ha
hecho que la ejecución del tratado sea ilícita en derecho
internacional.

Comentario
1. Este artículo y el 22 se refieren a la disolución o
suspensión de los tratados por razón de acontecimientos
o cambios de situación acaecidos después de su cele-
bración. Con arreglo a los anteriores artículos de la
presente sección, el tratado se extingue, o bien en virtud
de sus propias estipulaciones, o bien mediante el
ejercicio por una de las partes de un derecho en él
contenido expresa o tácitamente, o mediante el ejercicio
de un derecho nacido de una violación del tratado. En
este artículo y el siguiente la extinción del tratado se
produce en virtud de acontecimientos o cambios que
ocurren fuera del tratado, y se dice a menudo que se
produce por aplicación de la norma de derecho indepen-
dientemente de la voluntad de las partes. Algunos
autores, es cierto, basan estos casos en una condición
resolutoria implícita, diciendo que debe interpretarse
que todo tratado está sujeto a la condición de que su
ejecución siga siendo posible y lícita y de que sigan
existiendo, sin modificaciones esenciales, las circuns-
tancias en que se basó el tratado. Pero también en virtud
de esa teoría la extinción del tratado será, en principio,
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automática y se producirá independientemente de la
voluntad de las partes al ocurrir los acontecimientos
que den lugar a la imposibilidad o a la ilicitud de su
ejecución o a un cambio fundamental en las circuns-
tancias.
2. Es cierto que en los casos examinados en ios
artículos 21 y 22 la extinción del tratado puede consi-
derarse ocurrida por ministerio de la ley, indepen-
dientemente de toda manifestación de voluntad de las
partes, cuando se han producido los acontecimientos o
cambios de situación que ponen término al mismo. Pero
cabe que se susciten controversias acerca de si los
acontecimientos o cambios de situación han ocurrido
realmente, del mismo modo que pueden suscitarse con-
troversias en los casos de «validez esencial» en cuanto
a la existencia de la causa de nulidad que se alega.
También en estos artículos, lo mismo que en la
sección III, la falta de un sistema general de solución
judicial obligatoria, hace difícil adoptar el principio de
la anulación automática del tratado por aplicación de
la norma de derecho, sin ninguna reserva. De otro
modo, y sobre todo con respecto a la doctrina rebus
sic stantibus, hay el peligro de que se haga uso de un
principio de derecho legítimo y procedente, simple-
mente como pretexto para desconocer obligaciones con-
vencionales. Por esta razón, se han formulado los
artículos 21 y 22 a base del derecho de una parte a
denunciar el tratado, más que a base de la extinción
automática del tratado por aplicación de la norma de
derecho; y por la misma razón, el derecho a alegar que
el tratado ha quedado disuelto por una u otra de las
razones mencionadas en estos artículos queda subordi-
nado en virtud del artículo 4 a las condiciones de pro-
cedimiento previstas en la sección IV. La consecuencia
es que los casos que se producen dentro del ámbito de
estos artículos se tratan siguiendo la misma pauta que
los casos de validez esencial y los casos de extinción a
raíz de una violación.
3. Los casos en que la ejecución se hace imposible o
ilícita suponen forzosamente un cambio fundamental en
las circunstancias en que se basaron las partes para
concertar el tratado, y podrían pues considerarse
comprendidos dentro del ámbito general de la doctrina
rebus sic stantibus. El relator especial, no obstante,
considera como su predecesor 130 que la imposibilidad
y la ilicitud supervenientes son causas de disolución de
los tratados distintas, que tienen un fundamento jurídico
independiente de la doctrina rebus sic stantibus. Además,
como causas para considerar disuelto el tratado, son más
concretas, y al mismo tiempo, dejan menos lugar a
una apreciación subjetiva que la doctrina rebus sic
stantibus. Por lo tanto, parece conveniente dejar esos
casos aparte de dicha doctrina, la cual, en consecuencia,
se trata separadamente en el artículo 22.
4. El párrafo 1 prevé el caso especial de la desapa-
rición de una de las partes, que ha sido tratado por la
mayoría de los autores como uno de los ejemplos de
imposibilidad de ejecución; así lo consideró el relator

especial anterior, aunque reconocía que debe estar sujeto
a las normas de derecho que, en materia de tratados,
rigen la sucesión de Estados. En su proyecto (artículo
17, párr. I A i) decía lo siguiente:

«Extinción total de una de las partes en un tratado
bilateral en cuanto a personalidad internacional inde-
pendiente, o pérdida o cambio completo de identidad,
con sujeción sin embargo a las normas de sucesión
del estado en relación con los tratados bilaterales,
cuando esas normas prevean la transmisión de las
obligaciones nacidas de los tratados.»

Debido a los vínculos entre esta cuestión y la de la
sucesión de Estados, que la Comisión examina aparte,
el actual relator especial ha sentido ciertas dudas antes
de incluir el párrafo 1 del presente artículo. No obstante,
cuando no hay sucesión, la extinción de una parte da
lugar a la disolución automática de un tratado o, en el
caso de un tratado multilateral, permite exigir que cese
el tratado con respecto al Estado extinto m . En conse-
cuencia, se ha insertado el párrafo 1 con objeto de
que la Comisión pueda examinar este punto. Si se
incluye el párrafo 1, parece oportuno exceptuar de él
el caso del Estado que se extingue por medio contrarios
a la Carta. Se ha agregado el inciso b) para prever el
caso posible de la extinción de una parte en un tratado
celebrado entre un pequeño grupo de Estados, en cuyo
caso la desaparición de una parte puede mermar consi-
derablemente la utilidad del tratado.
5. El párrafo 2 se refiere a los casos en que es lite-
ralmente imposible ejecutar el tratado por desaparición
del objeto a que él mismo se refiere. Ello puede ocurrir
de dos modos: por desaparición del objeto material de
los derechos y obligaciones del tratado o por desapa-
rición de un estado de cosas legal que ha sido la razón
de ser de esos derechos y obligaciones. El primer tipo
se define en el inciso a) del párrafo 2 y los ejemplos
del mismo son más fácil imaginar que de encontrar en
la práctica. Entre las posibilidades teóricas sugeridas por
el relator especial anterior, figuran: el hundimiento de
una isla, la desecación del cauce de un río, la destruc-
ción de un ferrocarril por un terremoto, la destrucción
de un establecimiento industrial, de instalaciones, de
un canal, de un faro, etc.132 Indudablemente puede
ocurrir cualquiera de estas cosas, pero ninguna de ellas
ha dado lugar hasta ahora a un caso que siente juris-
prudencia ni a un incidente diplomático relativo a la
disolución de tratados. Como señalaba el relator especial
anterior, hay que hacer una distinción respecto de los
casos en que la finalidad expresa del tratado sea
conservar el objeto a que él mismo se refiere, por
ejemplo, un tratado relativo a la conservación de un
faro o de otros medios para facilitar la navegación, en
que puede existir el deber de reemplazar el objeto
perdido o destruido.

130 Sir G. Fitzmaurice, segundo informe (A/CN.4/107) ,
artículo 17 y comentario, párrs. 100 a 102.

131 Véase Harvard Law School, Research in International
Law, III, Law of Treaties, págs. 1165 a 1168; F . I. Kozhev-
nikov, International Law (Academia de Ciencias de la URSS),
pág. 281.

132 Sir G. Fitzmaurice, segundo informe (A/CN.4 /107) r
párr. 97. Véase también McNair, op. cit., pág. 685.
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6. La situación del segundo tipo, que se define en el
inciso b) del párrafo 2, es la que se produce cuando
un tratado está relacionado con un sistema o régimen
legal que posteriormente es abolido, en cuyo caso
forzosamente se hace imposible la ejecución del tratado
y éste pierde su objeto. Son ejemplos de ello los tratados
relativos a la aplicación de los regímenes de capitula-
ciones, que forzosamente quedaron sin efecto cuando
los distintos regímenes de capitulaciones fueron abolidos
definitiva y, según todas las apariencias, permanente-
mente. Otros ejemplos ofrecidos por el relator especial
anterior (A/CN.4/107, párr. 101) eran los tratados
relativos a una unión aduanera o a un condominio, que
por fuerza se hacen inaplicables si desaparecen total-
mente la unión aduanera o el condominio. Estos
ejemplos parecen casos auténticos de imposibilidad de
ejecución por razón de la desaparición de la materia
objeto del tratado análogos a la desaparición de una
isla, un río, etc. El relator especial anterior formuló
esta regla de modo más general indicando que abarcaba
cualquier caso de «inaplicabilidad absoluta superve-
niente, por desaparición completa del campo de aplica-
ción del tratado»; e incluía bajo esta rúbrica ciertos
casos como la declaración hecha por Gran Bretaña en
1921 de que daba por terminados sus tratados bilaterales
para combatir la trata de esclavos puesto que ya no
había ninguna trata de esclavos que combatir. Ello
parece ser un caso de desuso más que de imposibilidad
de ejecución, y el actual relator especial prefiere limitar
el presente artículo estrictamente a los casos de imposi-
bilidad de ejecución material o legal. De otro modo tal
vez fuera difícil separar los casos comprendidos en el
presente artículo de los casos comprendidos en la
doctrina rebus sic stantibus.

7. El párrafo 3 prevé que cuando hay una imposibi-
lidad de ejecución cuya permanencia es dudosa, el
tratado sólo puede ser suspendido, pero no terminado.
Estos casos, es cierto, podrían considerarse simplemente
como casos en que podría alegarse la fuerza mayor para
eximir de responsabilidad a una parte por el incum-
plimiento del tratado. Pero cuando existe una imposi-
bilidad prolongada de ejecutar obligaciones continuas
parece mejor reconocer que el tratado puede ser
suspendido. Tal vez conviniera agregar que un caso
obvio de imposibilidad, la que resulta de la ruptura de
hostilidades, no está comprendida en el párrafo 2, ni en
el párrafo 3, ni prevista por el presente artículo. Los
efectos de la guerra en los tratados plantean cuestiones
especiales y no están previstos en el presente informe.
8. El párrafo 4 prevé los casos de imposibilidad nacida
de cambios en el derecho mismo y en el estado de cosas
que probablemente no serán muy comunes en derecho
internacional. Un tratado nuevo incompatible puede
disolver un tratado anterior entre las mismas partes,
pero este proceso debe considerarse en rigor como una
abrogación implícita por las partes, más que como una
disolución por aplicación de la norma de derecho; en
consecuencia, este caso no está comprendido en el
presente artículo sino en el artículo 14. El presente
artículo se refiere más bien a la ilicitud nacida de la
aparición de una nueva norma de jus cogens. En este

caso no se trata simplemente de la cuestión de la
prioridad que debe darse a dos normas igualmente
válidas, pues la aparición de la nueva norma de jus
cogens hace que el tratado anterior sea ilícito e inapli-
cable en derecho. Ejemplo de ello serían los tratados
anteriores que tenían por objeto no combatir la trata de
esclavos, sino regularla, de los cuales se celebraron
todavía algunos en el siglo xix13S. La condenación
posterior de esas formas de esclavitud por el derecho
internacional general hizo finalmente inaplicables los
tratados de esa clase. Otro ejemplo que se cita a menudo
en los manuales es el de los tratados relativos a las
facilidades para los corsarios celebrados antes de la
abolición de la guerra de corso 134.

Artículo 22. — La doctrina rebus sic stantibus

1. a) Un cambio en las circunstancias existentes al
tiempo de celebrarse el tratado no obstará, de por sí,
para que el tratado siga siendo válido.

b) No obstante, en las condiciones que se señalan
en los siguientes párrafos de este artículo, la validez
de un tratado podrá ser afectada por un cambio esencial
en las circunstancias que formen la base del tratado.
2. Hay cambio esencial en las circunstancias que
forman la base del tratado cuando:

a) Se ha producido un cambio con respecto a un
hecho o a una situación de hecho que existía al tiempo
de concertarse el tratado;

b) Aparece por el objeto y la finalidad del tratado y
por las circunstancias en que éste se concertó que ambas
partes, o todas las partes, deben haber dado por supuesto
que la subsistencia de ese hecho o situación de hecho
era fundamento esencial de las obligaciones aceptadas
por ellas en el tratado; y

c) Los efectos del cambio ocurrido en ese hecho o
situación de hecho son tales que:
i) Frustran esencialmente la realización en lo sucesivo

del objeto y la finalidad del tratado;
ii) Hacen que la ejecución de las obligaciones conte-

nidas en el tratado sea algo esencialmente diferente
de lo que originalmente se estipuló.

3. Un cambio en la política del Estado que pretende
dar por terminado el tratado, o en sus motivos o actitud
en lo que respecta al tratado, no constituye un cambio
esencial en las circunstancias que forman la base del
tratado, en el sentido dado a la expresión en el
párrafo 2.
4. No podrá invocarse un cambio esencial en las
circunstancias que forman la base del tratado, con miras
a denunciarlo o a retirarse de él:

d) Si la parte que invoca el cambio lo ha causado,
o ha contribuido en medida importante a él con sus
actos u omisiones;

133 p o r ejemplo, artículo 4 del Tra tado anglo-portugués de
22 de enero de 1815; véase McNai r , pág. 685.

134 Véase Oppenheim, op. cit., pág. 946.
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b) Si el Estado interesado ha dejado de invocarlo
dentro de un plazo razonable después de haberse hecho
manifiesto por primera vez, o se ha inhabilitado de otro
modo para invocar ese cambio en las circunstancias
conforme a lo dispuesto en el artículo 4 de esta Parte;

c) Si tal cambio en las circunstancias ha sido expresa
o implícitamente previsto en el propio tratado o en un
acuerdo ulterior celebrado entre las partes interesadas.
5. No podrá invocarse un cambio esencial en las
circunstancias que forman la base del tratado para poner
término:

à) A las estipulaciones de un tratado por las que se
efectúe un traspaso del territorio, se resuelva una
cuestión de fronteras o se concedan derechos territo-
riales;

b) A las estipulaciones que acompañen un traspaso
de territorio o un acuerdo de fronteras y que expre-
samente consten como condición esencial de ese
traspaso o acuerdo;

c) A un tratado que sea instrumento constitutivo de
una organización internacional.
6. Una parte sólo tendrá derecho a poner término a
un tratado o a retirarse del mismo fundándose en un
cambio esencial en las circunstancias que forman la base
del tratado:

a) Mediante acuerdo al efecto, conforme a lo
dispuesto en los artículos 18 y 19;

b) Conforme al procedimiento señalado en el
artículo 25.

Comentario
1. Casi todos los autores modernos 135, aunque con
cierta renuencia, admiten la existencia en derecho
internacional del principio a que se refiere este artículo
y que se denomina corrientemente doctrina rebus sic
stantibus. Se sostiene que, al igual que muchos orde-
namientos jurídicos nacionales reconocen que, aparte de
cualquier imposibilidad real de ejecución, los contratos
pueden llegar a ser inaplicables por un cambio funda-
mental en las circunstancias, también el derecho inter-
nacional admite que los tratados pueden dejar de ser
obligatorios para las partes por la misma razón. No
obstante, la mayoría de los autores hacen al propio
tiempo una seria advertencia en cuanto a la necesidad
de confinar el alcance de la doctrina señalándole angostos
límites y fijando rigurosamente las condiciones en que
puede ser invocada; en efecto, los riesgos que para la
seguridad general de los tratados supone esa doctrina,
a falta de un sistema general de jurisdicción obligatoria,
son todavía más graves que en el caso de denuncia por
supuesta violación del tratado o en el caso de invocarse
cualquiera otra causa de invalidez o de extinción. Como

decía el anterior relator especial en su segundo informe
(A/CN.4/107, párr. 142):

«Es demasiado fácil hallar causas para alegar un
cambio en las circunstancias, sobre todo teniendo en
cuenta que en la vida internacional las circunstancias
cambian continuamente. Pero, generalmente, esos
cambios no son de tal índole que puedan o deban
influir en la aplicación ininterrumpida de los tratados.
Normalmente no hacen ni imposible ni materialmente
muy difícil la ejecución del tratado, ni impiden la
realización ulterior de sus objetivos, ni destruyen su
valor o razón de ser. Pero sí pueden influir en la
voluntad de cualquiera de las partes, por razones
ideológicas o políticas (con frecuencia de carácter
internacional), de continuar aplicándolo.»

En resumen, esta causa para quedar relevado de las
obligaciones nacidas de un tratado se presta a un uso
más flexible y más subjetivo que cualquiera de las
demás.
2. A pesar de la desconfianza casi universal hacia la
doctrina y a pesar de la divergencia de opiniones sobre
algunos aspectos de ella, hay abundantes pruebas de su
reconocimiento en el derecho consuetudinario. Es cierto
que la Corte no se ha pronunciado categóricamente
sobre este punto. En el asunto de las Zonas francas136,
tras declarar que los hechos no justificaban, en todo
caso, la aplicación de la doctrina, la Corte Permanente
reservó expresamente su posición. Señaló que no tenía
que examinar «ninguna de las cuestiones de principio
que se plantean en relación con la teoría de la caducidad
de los tratados por razón del cambio en las circuns-
tancias, por ejemplo hasta qué punto la teoría puede
considerarse que constituye una norma de derecho
internacional, las ocasiones en que esa teoría, de recono-
cerse, puede aplicarse y los métodos para ello y la
cuestión de si sería aplicable a los tratados que enuncian
derechos como los derivados por Suiza de los tratados
de 1815 y 1816». Por otra parte, cabe decir también
que la Corte no ha rechazado la doctrina en ninguna
ocasión 137 y que en el pasaje que se acaba de citar
parece incluso haber presumido que la doctrina está
admitida hasta cierto punto en derecho internacional.
Sir H. Lauterpacht138 estimó que era evidente por ese
pasaje que la Corte «estaba dispuesta a reconocer el
principio, aunque se negó a decir en qué medida». Esta
afirmación parece ir sin embargo algo lejos puesto que
la Corte, al examinar los hechos, subrayó que se
limitaba a los que habían sido aducidos por Francia,
sin adoptar ninguna posición en cuanto a la medida
en que esa exposición de hechos podía o no estar bien
fundada en derecho.

185 P. ej. , Oppenheim, op. cit., vol. I, págs. 938 a 944;
McNair , op. cit., págs. 681 a 691 ; F . I. Kozhevnikov, op. cit.,
pág. 281 ; C. Rousseau, Principes généraux du droit international
public, tomo I, págs. 580 a 615; Harvard Law School, Research
in International Law, m , Law of Treaties, págs. 1096 a 1126;
Chesney Hill, The Doctrine of Rebus Sic Stantibus, University
of Missouri Studies (1934).

138 C.P.J.I., Serie A / B , N.° 46, págs. 156 a 158.
137 P. ej., en la opinión sobre los Decretos de Nacionalidad

(C.P.J.I., Series B, N.° 4, pág. 29) señaló simplemente que era
imposible pronunciarse sobre el punto planteado por Francia
acerca del « principio denominado clausula rebus sic stantibus »
sin recurrir a los principios de derecho internacional relativos
a la duración de los tratados.

138 The Development of International Law by the Interna-
tional Court, pág. 85.
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3. Los tribunales nacionales, por otra parte, han reco-
nocido a menudo la procedencia de la doctrina rebus sic
stantibus en derecho internacional, aunque por una u
otra razón han terminado siempre por rechazar su
aplicación en las circunstancias particulares de los
asuntos ante ellos planteados 139. Estos asuntos ponen
de relieve que la doctrina se limita a aquellos cambios
ocurridos en circunstancias cuya subsistencia, teniendo
en cuenta la intención evidente de las partes al tiempo
de concluir el acuerdo, se consideró como condición
tácita de éste 14°; que el tratado no queda disuelto
automáticamente y de pleno derecho al ocurrir el
cambio, sino solamente si se invoca la doctrina por una
de las partes 141; y que la doctrina ha de invocarse dentro
de un período razonable una vez que el cambio de las
circunstancias se ha hecho manifiesto 142. Además, en
el asunto Bremen contra Prusia143, el Reichsgericht
alemán, sin negar la procedencia general de la doctrina,
la consideró inaplicable en absoluto en un asunto en
el que una parte solicitaba quedar relevada, no de
todas las obligaciones del tratado, sino de determinadas
cláusulas restrictivas que habían formado parte esencial
de un acuerdo relativo a un canje de territorios.
4. No es raro que la doctrina rebus sic stantibus se
invoque en la práctica de los tratados, bien sea eo
nomine o haciendo referencia a un principio general
que se alega para justificar la extinción o modificación
de las obligaciones nacidas de un tratado por haber
cambiado las circunstancias. En este informe no cabe
hacer un examen detallado de esta práctica de los
Estados 144. En términos generales, esa práctica de los
de relieve una amplia aceptación de la tesis de que un
cambio fundamental en las circunstancias puede justi-
ficar la pretensión de que se ponga fin a un tratado o
que se revise, pero muestra también una fuerte incli-
nación a poner en duda el derecho de una parte a
denunciar unilateralmente un tratado por tal razón.
Acaso las indicaciones más significativas de cuál es la
actitud de los Estados con respecto a la doctrina se
encuentran en las exposiciones presentadas a la Corte

139 P . ej. , Hooper v. United States, Hudson, Cases on Inter-
national Law, segunda edición, pág. 930; Lucerne v. Aargau
(1888), Arrêts du Tribunal Fédéral Suisse, vol. 8, pág. 57;
In re Lepeschkin, Annual Digest of Public International Law
Cases, 1923-1924, Asunto N.° 189; Prussia v. Bremen, ibid.,
1925-1926, Asunto N.° 266; Rothschild and Sons v. Egyptian
Government, ibid., 1925-1926, Asunto N.° 14; Canton of Thur-
gau v. Canton of St. Gallen, ibid., 1927-1928, Asunto N.°289;
Bertaco v. Bancel, ibid., 1935-1937, Asunto N.° 201 ; Stransky
v. Zivnostenska Bank, International Law Reports, 1955,
págs. 424 a 427.

140 Lucerne v. Aargau; Canton of Thurgau v. Canton of
St. Gallen; Hooper v. United States.

141 In re Lepeschkin; Stransky v. Zivnostenska Bank.
142 Canton of Thurgau v. Canton of St. Gallen.
143 Annual Digest of Public International Law Cases, 1925-

1926, Asunto N . ° 266.
144 Véase una exposición de la práctica de los Estados en

Chesney Hill, op. cit., págs. 27-74; C. Kiss, op. cit., págs. 381-
393; C. Rousseau, op. cit., págs. 594-615; Harvard Law School,
Research in International Law, I I I , Law of Treaties, págs. 1113
a 1124; H. W. Briggs, A.J.I .L., 1942, págs. 89 a 96, y 1949,

' s. 762 a 769.

en los asuntos en que la misma se ha invocado. En el
asunto de los Decretos de nacionalidad, el Gobierno
francés adujo que los tratados «perpetuos» pueden
siempre ser objeto de extinción en virtud de la cláusula
rebus sic stantibus y sostuvo que el establecimiento del
protectorado francés sobre Marruecos había surtido por
ello el efecto de extinguir ciertos tratados anglo-
franceses 145. El Gobierno británico, al propio tiempo
que impugnó la exposición de hechos que había presen-
tado al Gobierno francés, señaló que el argumento de
más peso expuesto por Francia era el de rebus extan-
tibus 146. En el asunto relativo a la Denuncia del tratado
chino-belga de 1865, China invocó, en general, que
habían ocurrido cambios en las circunstancias para
justificar su denuncia de un tratado que se había cele-
brado hacía ya 60 años, y apoyó su argumentación
citando el Artículo 19 del Pacto m . Este artículo
disponía, sin embargo, que la Asamblea de la Sociedad
de las Naciones podía «en cualquier tiempo invitar a los
Miembros de la Sociedad a que procedan a un nuevo
examen de los tratados que hayan dejado de ser
aplicables» y el Gobierno belga no tardó en replicar que
ni el artículo 19 del Pacto ni la doctrina rebus sic
stantibus preveían la denuncia unilateral de los tratados.
Mantuvo asimismo que China no podía en todo caso
denunciar el tratado por un cambio en las circuns-
tancias sin haber tratado por lo menos de obtener pre-
viamente su revisión conforme a lo dispuesto en el
Artículo 19; en vista de que ambas partes se habían
sometido a la jurisdicción de la Corte, el camino natural
que había de seguir China, en caso de controversia, era
obtener una decisión de esa Corte; si no lo hacía así,
no podía denunciar el tratado sin el consentimiento de
Bélgica 148. Más notable aún, en el asunto de las Zonas
francas149, el Gobierno francés, que invocaba la
doctrina rebus sic stantibus, subrayó que ésta no per-
mitía la denuncia unilateral de un tratado que se
afirmaba había dejado de tener actualidad. Argumentaba
que tal doctrina solamente haría caducar un tratado
«cuando el cambio en las circunstancias haya sido
reconocido en un acto que tenga efectos jurídicos entre
los Estados interesados»; y agregaba: «este acto que
surte efectos jurídicos entre los dos Estados interesados
puede ser o bien un acuerdo, en el que se reconozca
el cambio en las circunstancias y sus consecuencias en
el tratado, o bien, en su caso, una sentencia de un juez
internacional competente» 150. Suiza, tras subrayar la
diversidad de opiniones entre los tratadistas con respecto
a la doctrina, negaba que en derecho internacional
existiera un derecho a dar por terminado un tratado
por un cambio en las circunstancias que pudiera exigirse

145 C.P.J.I. , Series C, N.° 2, págs. 187 y 188.
148 Ibid., págs. 208 y 209.
147 Ibid., N.° 16, I, pág. 52.
148 Ibid., págs. 22 y 2 3 ; el asunto se resolvió finalmente

mediante la celebración de un nuevo t ra tado.
149 Ibid., Series A / B , N . ° 46.
150 Ibid., Series C, N . ° 58, págs 578 y 579, 109 a 146 y 405

a 415; véase también, Series C, N . " 17, vol. I, págs. 89, 250,
256, 283 y 284.



Derecho de los tratados 95

por decisión de un tribunal competente. Pero funda-
mentó su posición principalmente en los tres argumentos
siguientes: a) las circunstancias que se alegaba habían
cambiado eran circunstancias de las que no cabía
afirmar que en su subsistencia se habían basado las
partes para celebrar el tratado; b) en todo caso, la
doctrina no se aplicaba a los tratados que creaban
derechos territoriales; y c) Francia había dejado trans-
currir un plazo irrazonablemente largo después de que
el cambio alegado en las circunstancias se había hecho
manifiesto m . Francia no parece haber impugnado el
alegato de que la doctrina era inaplicable a los derechos
territoriales; en vez de ello, trazó una distinción entre
los derechos territoriales y los derechos «personales»
creados con ocasión de un acuerdo sobre un terri-
torio 152. La Corte sostuvo los argumentos expuestos por
el Gobierno suizo en relación con los puntos a) y c),
pero no se pronunció sobre la aplicación de la doctrina
rebus sic stantibus a los tratados por los que se creaban
derechos territoriales.
5. Cabe hacer también una breve referencia a dos
casos en que la doctrina rebus sic stantibus se ha
planteado en órganos políticos de las Naciones Unidas.
En 1947 Egipto sometió al Consejo de Seguridad la
cuestión de la validez continua del Tratado anglo-
egipcio de 1936 153, exponiendo unas serie de argumentos
que, sin mencionarla eo nomine, se basaban en la
doctrina rebus sic stantibus. Aunque no se adoptó
ninguna resolución al respecto, varios representantes
se opusieron a una interpretación de la doctrina rebus
sic stantibus que permitiera una denuncia puramente
unilateral del tratado, sin que mediara algún tipo de
decisión judicial sobre el fondo de la petición en que
se invocara esa doctrina. El segundo caso se refiere a
un estudio, preparado por el Secretario General a peti-
ción del Consejo Económico y Social, sobre la validez
jurídica actual de los compromisos relativos a la pro-
tección de las minorías colocados bajo la garantía de
la Sociedad de las Naciones. El Secretario General, si
bien subrayó el carácter limitado de la doctrina rebus
sic stantibus, dio por supuesto que era aplicable en
derecho internacional (E/CN.4/367, pág. 37):

«El derecho internacional reconoce que, en algu-
nos casos, un cambio importante en las circunstan-
cias de hecho en relación a la situación existente al
tiempo de celebrarse un tratado, puede hacer que
éste caduque. En tales casos, la cláusula rebus sic
stantibus se aplica si es invocada por los gobiernos.

Pero el derecho internacional, aunque reconoce la
cláusula rebus sic stantibus, solamente le atribuye un
alcance muy limitado y la rodea de condiciones tan
restrictivas que su aplicación llega a ser de carácter
excepcional.»

Tras referirse a las diferentes opiniones sobre las condi-
ciones que habían de darse para la aplicación de la
doctrina, el Secretario General agregaba que, a los

is i Ibid., Series C, N.° 58, págs. 463 a 476.
152 Ibid., págs. 136 a 143.
153 T ra t ado de amistad y alianza, Londres, 26 de agosto de

1936, United Kingdom Treaty Series, N.° 6, 1937.

efectos del estudio, se orientaría por una definición
restringida de la doctrina, sin indicar con ello que nece-
sariamente era la que debían adoptar los tribunales
internacionales. A base de ello, declaraba que la doc-
trina exigía 1) que hubieran desaparecido determinadas
condiciones de hecho existentes al tiempo de la cele-
bración del tratado y a falta de las cuales la partes no
lo habrían celebrado; 2) que las nuevas circunstancias
difirieran en medida tan importante de las que existían
al tiempo de la celebración del tratado, que hicieran su
aplicación moral y materialmente imposible; y 3) que
el Estado que invocara la cláusula obtuviera el consen-
timiento de las otras partes contratantes o, a falta de
tal consentimiento, que procurara el reconocimiento de
la validez de su pretención por un órgano internacional
competente, por ejemplo los órganos ejecutivos de las
Naciones Unidas o la Corte Internacional de Justicia.
En el estudio se llegaba a la conclusión general de que,
aunque los cambios particulares en las circunstancias
con respecto a cada país interesado no justificaban la
aplicación de la doctrina, entre 1939 y 1947 las cir-
cunstancias en su conjunto habían cambiado hasta tal
punto en lo que respecta al sistema de protección a
las minorías que debía considerarse que habían dejado
de existir los compromisos contraídos por los Estados
en la época de la Sociedad de las Naciones. Por
supuesto, este estudio constituía un examen objetivo y
no controvertido de un problema particular, y sin duda
por esa razón el Secretario General no prestó atención,
al llegar a esa conclusión general, a la cuestión del
consentimiento de las partes interesadas.

6. La controversia en torno a la doctrina y los peli-
gros que ésta representa para la seguridad de los tra-
tados justifican que la Comisión vacile un tanto sobre
su inclusión en su proyecto de articulado sobre el dere-
cho de tratados. Sin embargo, teniendo todos los ele-
mentos en cuenta, el relator especial está de acuerdo
con su predecesor (A/CN.4/107, párr. 144) en que,
cuidadosamente definida y delimitada, la doctrina debe
figurar en los artículos. Puede ocurrir que un tratado
siga en vigor por espacio de muchas generaciones y que
sus estipulaciones lleguen a representar una carga inde-
bida para una de las partes. Si la otra parte se opone
inflexiblemente a todo cambio, la circunstancia de que
el derecho internacional no reconozca ningún otro
medio lícito de poner término al tratado o de modi-
ficarlo a no ser un nuevo acuerdo entre las mismas
partes puede provocar una grave tirantez en las
relaciones entre los Estados interesados. Por ello parece
preferible tratar de colmar esta laguna en el derecho,
aun cuando sólo sea con una institución jurídica tan
imperfecta como la doctrina rebus sic stantibus, en vez
de dejar que el Estado descontento con la situación
recurra en fin de cuentas a liberarse del tratado por
medios ajenos al derecho. Lo probable, en realidad, es
que el número de tales casos sea relativamente
pequeño. Como se ha señalado en el comentario al
artículo 15, la mayoría de los tratados modernos pre-
vén expresamente una duración limitada, se convienen
por períodos sucesivos junto con un derecho a denun-
ciarlos al finalizar cada uno de dichos períodos, o
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expresa o implícitamente estipulan que pueden darse
por terminados por notificación. En todos estos casos,
o bien el tratado expira automáticamente, o bien cada
parte, facultada como está para poner fin al tratado,
puede ejercer presión sobre la otra parte para revisar
sus estipulaciones. Más aún, incluso cuando no se
puede poner fin a un tratado por ninguno de estos
medios, las partes pueden hallarse dispuestas a convenir
en la extinción o revisión de un tratado que ha dejado
de tener actualidad. Sin embargo, quedan todavía algu-
nos casos en los que, a falta de acuerdo, una parte
puede hallarse imposibilitada conforme al tratado para
subsanar disposiciones onerosas y obsoletas. La doc-
trina rebus sic stantibus puede requerirse en estos casos,
no ya necesariamente para poner fin al tratado, sino a
modo de resorte para que la otra parte adopte una acti-
tud conciliatoria. Además, pese a las fuertes reservas que
a menudo se expresan al respecto, los testimonios de que
la doctrina se encuentra aceptada en derecho internacio-
nal son tan abundantes que parecen indicar una creencia
general en la necesidad de prever una válvula de
escape de este tipo en el derecho de los tratados.
7. Se han expuesto varias teorías respecto del fun-
damento jurídico de la doctrina 154; el relator especial
anterior examinó detenidamente tres de ellas (A/CN.4/
107, párr. 146-148):

i) Conforme a la primera teoría, se presume que las
partes han tenido presente como base de su acuerdo
la persistencia de ciertas circunstancias y que su
intención ha sido que el tratado quede sujeto a la
condición implícita de que podrá ponérsele fin si
hay un cambio esencial en esas circunstancias,

ii) Conforme a la segunda teoría, se considera que el
derecho internacional impone a las partes en el tra-
tado una norma jurídica objetiva, según la cual todo
cambio esencial en las circunstancias autoriza a
cualquiera de las partes a pedir la extinción del tra-
tado.

iii) Según la tercera teoría, que combina elementos
de las dos primeras, se considera que la doctrina es
una norma objetiva de derecho que, independien-
temente de la intención de las partes, incorpora en
el tratado la condición implícita de que éste se
extinguirá si se produce algún cambio esencial en
las circunstancias.

El anterior relator especial estimó que en un punto
había una diferencia esencial entre las teorías segunda
y tercera. Si se estima que la norma de derecho actúa
incorporando una condición implícita al tratado, la
extinción de éste se producirá automáticamente cuando
ocurra un cambio esencial en las circunstancias, en
tanto que conforme a la segunda teoría esa norma
actúa únicamente confiriendo un derecho a reclamar la
extinción del tratado. La diferencia entre las dos teorías
acaso no sea tan grande en la práctica, ya que en una
y otra el punto realmente crítico es si una parte puede
determinar unilateralmente si se ha producido o no un

cambio esencial. Si no se admite esa facultad de deter-
minación puramente unilateral, los efectos en la prác-
tica de ambas teorías no serán muy diferentes. Sin
embargo, el actual relator especial está de acuerdo con
su predecesor en pensar que la tercera teoría no consti-
tuye ninguna mejora de la segunda y debe dejarse de
lado.
8. El relator especial conviene asimismo con su pre-
decesor en recomendar que la Comisión se base en la
segunda teoría en lugar de la primera, es decir en
la tesis de que la doctrina rebus sic stantibus es una
norma objetiva de derecho y no una presunción en
cuanto a la intención original de las partes de hacer que
el tratado quede sujeto a una condición implícita. Es
cierto que la teoría de una cláusula implícita rebus sic
stantibus tiene una larga tradición, que data, según un
autor 155, de Santo Tomás de Aquino, y que la gran
mayoría de los autores han presentado la doctrina en
forma de una estipulación implícita en todo tratado
perpetuo. Pero, como señaló el anterior relator espe-
cial, la tendencia hoy en día es considerar esa cláusula
implícita simplemente como una ficción, por medio de
la cual se trata de conciliar la disolución de los trata-
dos como consecuencia de un cambio fundamental en
la circunstancia con la norma pacta sunt servanda. En
la mayoría de los casos, las partes no se han detenido
a pensar en la posibilidad de un cambio en las
circunstancias y, si hubieran pensado en ello, probable-
mente hubieran convenido algo distinto. Por lo demás,
esa ficción no se considera conveniente ya que, al
hacer depender la doctrina de la intención de las partes,
se presta a interpretaciones subjetivas y aumenta los
peligros de abusos. Por estas razones, varios autores
modernos 156, incluido el anterior relator especial (A/
CN.4/107, párr. 149), rechazan la teoría de la estipu-
lación implícita y formulan la doctrina como una
norma objetiva de derecho en virtud de la cual, por
razones de equidad y justicia, un cambio esencial en
las circunstancias que afecte radicalmente los funda-
mentos de un tratado, autorizará a una parte a reclamar
su extinción. La Convención sobre Tratados, redactada
en La Habana en 1928 157, parece también enunciar la
doctrina en forma de una norma objetiva de derecho;
y el proyecto del artículo que se comenta se ha pre-
parado sobre esta base.
9. Muchos autores, al igual que el artículo 15 de la
Convención de La Habana, limitan la aplicación de la
doctrina a los «tratados perpetuos», y el proyecto del
anterior relator especial la confinó a los tratados «en
los que no exista ninguna estipulación, expresa o implí-

154 v é a s e Chesney Hill, op. cit., págs. 7 a 16; Rousseau,
op. cit., págs. 580 a 586.

155 Baron de Taube, « L'inviolabilité des traités », Recueil des
cours, 1930, vol. II , pág. 361.

156 C. Rousseau, op. cit., pág. 584; Sir J. Fischer Williams,
A.J.I.L., 1928, págs. 93 y 94; C. de Visscher, Théories et réa-
lités en droit international public, pág. 3 9 1 ; J. Basdevant,
« Règles générales du droit de la paix », Recueil des cours,
1936, vol. IV, págs. 653 y 654; en cambio Lord McNair , en la
medida en que admite la doctrina en absoluto, parece conside-
rar la basada en una estipulación implícita.

15T Art ículo 15; véase Sexta Conferencia Internacional A m e -
ricana, Acta Final, pág. 137.
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cita, respecto a su duración». En el párrafo 159 de
su segundo informe, (comentario a su artículo 21), el
mencionado relator especial decía:

« La opinión general es que el principio rebus sólo
es pertinente en el caso de los que se han denomi-
nados a veces tratados «perpetuos»; en verdad, puede
decirse que en el caso de los demás tratados el prin-
cipio carece de raison d'être, ya que este principio
existe, precisamente, para remediar la injusticia que
podría resultar de la perpetuación de un tratado de
producirse un cambio esencial del tipo previsto por
el principio rebus. Si el tratado no es de esta clase
no se plantea el problema, ya que el tratado puede
extinguirse por otros medios... o en otro caso el
tratado se extinguirá a su debido tiempo, de acuerdo
con sus propias estipulaciones; y razonablemente se
puede esperar a que esto suceda, ya que si no surge
posteriormente una imposibilidad literal de cumpli-
miento (que de todos modos haría que el tratado se
extinguiese) es difícil que un cambio en las cir-
cunstancias sea de tal índole que la extinción del
tratado no pueda esperar a que éste llegue a su
término natural. En verdad, se puede inferir legíti-
mamente, como cuestión de interpretación del tra-
tado, que si las partes estipularon un plazo, con ello
quisieron excluir la posibilidad de que se pusiese pre-
viamente fin al tratado, salvo por acuerdo especial
posterior, violación fundamental, o imposibilidad lite-
ral de cumplimiento.»

10. El actual relator especial no considera que este
razonamiento sea del todo convincente. Cuando un tra-
tado se ha celebrado por un plazo breve o puede darse
por terminado mediante notificación, la aplicación de
la doctrina no tiene evidentemente utilidad alguna. Pero
cuando se ha dado expresamente al tratado una dura-
ción de diez, veinte, cincuenta o noventa y nueve años,
no cabe descartar la posibilidad de que ocurra un cam-
bio fundamental en las circunstancias que afecte radi-
calmente la base de las obligaciones nacidas del tra-
tado. Los vastos trastornos ocurridos en el siglo actual
muestran hasta qué punto pueden cambiar radicalmente
las circunstancias dentro de un período de sólo diez o
veinte años. Si la doctrina se basa, como la basaba
el relator especial anterior, en una razón general de
equidad y justicia, no se ve claro por qué hay que hacer
una distinción entre tratados «perpetuos» y tratados «a
largo plazo». La deducción que él extrae en cuanto a
la intención de las partes de excluir la posibilidad de
que se ponga fin al tratado es perfectamente legítima,
si se considera la doctrina desde el punto de vista de
la teoría de la «condición implícita» ; pero no parece ser
así si se considera la doctrina como una regla objetiva
de derecho fundada en la equidad y en la justicia de la
cuestión. Además, como se señala en una obra
moderna 15S, la práctica no apoya totalmente la opi-
nión de que la doctrina se concrete a los tratados
«perpetuos». Algunos tratados de duración limitada
contienen efectivamente estipulaciones que son equiva-

lentes a la cláusula rebus sic stantibus 169. La doctrina se
ha invocado también a veces respecto de tratados limi-
tados como, por ejemplo, en la resolución adoptada
por la Cámara de Diputados francesa el 14 de diciem-
bre de 1932, en la que se invocaba expresamente la
doctrina rebus sic stantibus a propósito del Acuerdo
franco-americano de 1926 relativo a las deudas de
guerra 160. Por conveniente que sea limitar el alcance de
la doctrina todo lo posible, el actual relator especial
considera que, si se acepta la doctrina como norma
objetiva de derecho, no debe hacerse ninguna distin-
ción entre los tratados «perpetuos» y los tratados limi-
tados. En consecuencia, en el presente artículo se ha
formulado la regla como norma de aplicación general,
aunque por razones puramente prácticas nunca o rara
vez será aplicable a los tratados que tienen una dura-
ción limitada o que pueden darse por terminados
mediante notificación.
11. El párrafo 1, a), con objeto de poner de relieve
el alcance limitado de la doctrina, empieza con la pro-
posición negativa de que un cambio en las circuns-
tancias no afecta, como tal, la validez del tratado. El
párrafo 1, b) formula luego la regla general de que
puede considerarse que un cambio esencial en las cir-
cunstancias que formen la base del tratado afecta la
validez de éste, y al mismo tiempo limita expresamente
la aplicación de este principio a los casos que reúnen
las condiciones establecidas en los párrafos siguientes
del artículo.
12. El párrafo 2 tiene por objeto definir el cambio
de circunstancias que puede dar lugar a un derecho a
invocar la doctrina rebus sic stantibus. Aunque el
concepto básico es claro, no es fácil encontrar una defi-
nición que sea totalmente adecuada. Muchos magis-
trados de common law han tratado análogamente de
formular la definición correspondiente de los cambios
de circunstancias que justifican acudir a la doctrina
análoga de la frustración del contrato, sin encontrar
ninguna combinación de palabras que dé satisfacción a
todos m . Aunque en rigor hay que considerar la doc-
trina como una norma objetiva de derecho, su aplica-
ción en un caso determinado no puede disociarse de
las intenciones de las partes al tiempo de concertar
el tratado, pues la razón de ser de la regla está en
que el cambio de las circunstancias hace que las obli-
gaciones nacidas del tratado sean hoy algo esencial-
mente distinto de las obligaciones contraídas original-

158 C, Rousseau, op. cit., pág. 586.

159 P. ej. el artículo 21 del Tratado sobre la Limitación de
los Armamentos Navales, firmado en Washington el 6 de febrero
de 1922 (Hudson, International Legislation, vol. II, pág. 820);
el artículo 26 del Tratado para la Limitación de los Armamentos
Navales, firmado en Londres el 25 de marzo de 1936 {ibid.,
vol. VII, pág. 280); y la Convención relativa al Régimen de
los Estrechos, firmada en Montreux el 20 de julio de 1936
{League of Nations Treaty Series, vol. 173, pág. 229).

lao Para el texto de la resolución, véase C. Kiss, op. cit.,
págs. 384 y 385.

161 Véase, por ejemplo, Bank Line Ltd. v. Capel and Co..
1919 A. C , págs. 457 a 460, Denny Mott and Dickson v.
Fraser, 1944 A. C , págs. 274 a 281; Davis Contractors Ltd.
v. Fareham Urban District Council, 1956 A. C , págs. 719
y 727.
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mente. El problema está en definir la relación que el
cambio de circunstancias debe guardar con las inten-
ciones originales de las partes y el grado en que ese
cambio tiene que haber afectado al cumplimiento de
esas intenciones.
13. El relator especial anterior hizo un estudio cabal
de este problema en su segundo informe (párr. 150 a
154 y 169 a 174), y no es necesario reproducir aquí
todas esas diversas consideraciones. La definición que
él proponía estaba contenida en la siguiente disposición
del artículo 22, párrafo 2, de su proyecto:

«ii) El cambio debe referirse a una situación de
hecho o estado de cosas existente en el momento en
que se concluyó el tratado, que ambas partes tuvie-
ron en cuenta al concluirlo y cuya permanencia, sin
ningún cambio esencial, también ambas partes tuvie-
ron presente como factor determinante que las indujo
a suscribir conjuntamente el tratado o la obligación
particular que según se afirma han sido afectados por
el cambio en las circunstancias.

«iii) El cambio debe tener alguno de los siguientes
efectos: a) hacer imposible que se cumplan o sigan
cumpliéndose los fines propísitos del propio tratado
o los de la obligación particular de que se trate; o
b) destruir o alterar completamente el fundamento
de la obligación basada en la situación de hecho o
en el estado de cosa a que se hace referencia en el
apartado ii).»

El párrafo 2 del presente proyecto recoge los elementos
principales de las disposiciones anteriores, pero los for-
mula en forma algo diferente. El criterio que se esta-
blece en el inciso ii) del proyecto del relator especial
anterior «y cuya permanencia, sin ningún cambio esen-
cial, también ambas partes tuvieron presente como
factor determinante que las indujo a suscribir conjun-
tamente el tratado» parece estar redactado en términos
quizás demasiado subjetivos. Con ellos no se está muy
lejos de introducir de nuevo la ficción de la condición
implícita y, si se interpretaran literalmente, podrían
excluir casi toda aplicación de la doctrina rebus sic
stantibus. En la gran mayoría de los casos las partes no
se habrán detenido a pensar acerca de la circunstancia,
que ha cambiado posteriormente, como «factor deter-
minante» que las ha inducido a celebrar el tratado, sino
que simplemente la habrán dado por supuesta como
parte del estado de cosas internacional entonces exis-
tente. En consecuencia, aunque sea difícil encontrar
una formulación acertada, parece conveniente intentarlo
y expresar el criterio a base de una interpretación
objetiva del tratado y de las circunstancias que con-
currieron en su celebración.
14. La definición del párrafo 2 contiene los elemen-
tos principales. En primer lugar, el cambio debe refe-
rirse a un hecho o a una situación de hecho existente al
tiempo de la celebración del tratado. En segundo lugar,
debe desprenderse del objeto y la finalidad del tratado
y de las circunstancias que concurrieron en su celebra-
ción que las partes dieron por supuesto que la existen-
cia y subsistencia de ese hecho o situación era el funda-
mento necesario de las obligaciones aceptadas por ellas.

En otras palabras, de la interpretación objetiva del
tratado y de las circunstancias que concurrieron en su
celebración debe desprenderse que las partes lo concer-
taron partiendo del supuesto de que ese hecho o esa
situación era la base necesaria para la aplicación del
tratado. En tercer lugar, el efecto del cambio debe ser
tal: i) que frustre esencialmente la realización en lo
sucesivo del objeto y la finalidad del tratado o ii) que
haga del cumplimiento de las obligaciones afines del
tratado algo esencialmente distinto de lo que se esti-
puló. El relator especial anterior formuló la posibilidad
ii) como destrucción o alteración del fundamento de las
obligaciones nacidas del tratado. Se considera, no
obstante, que al determinar la relación que el cambio
de circunstancias debe guardar con el tratado original,
lo que procede tener en cuenta es principalmente la
naturaleza y la amplitud de los efectos que ese cambio
tiene para el cumplimiento de las obligaciones ema-
nadas del tratado.
15. El párrafo 3 pone de relieve lo que ya está clara-
mente implícito en el párrafo 2, esto es, que un cam-
bio subjetivo en el punto de vista adoptado por un
Estado con respecto a un tratado no puede nunca servir
de base para invocar la doctrina rebus sic stantibus. Si
se señala este punto en un párrafo separado es porque
la alegación de la doctrina rebus sic stantibus obedece
a menudo en la práctica no a cambios esenciales en las
circunstancias, sino a un cambio en la política o acti-
tud de un Estado con respecto al tratado.
16. El párrafo 4 establece tres casos en que, aunque
se haya producido un cambio esencial en las circuns-
tancias que forman la base del tratado, no puede invo-
carse el cambio a los efectos de denunciar el tratado
o retirarse de él. El inciso a) se refiere al caso en que
la parte que invoca la doctrina rebus sic stantibus ha
contribuido ella misma en gran parte a que se haya
producido el cambio de circunstancias. El inciso b) se
refiere al caso en que, después de haberse producido y
puesto de manifiesto un cambio en las circunstancias, el
Estado que lo invoca no ha planteado la cuestión de sus
efectos en el tratado, sino que ha seguido actuando
como si el tratado estuviera todavía en vigor. El relator
especial anterior, en el artículo 22, párrafo 3 ii) de
su proyecto (A/CN.4/107) basaba esta excepción en
que el hecho de no invocar el cambio de circunstan-
cias con razonable diligencia hace presumir que el
cambio no ha sido fundamental. Muy semejante fue
el criterio adoptado por la Corte con respecto a la
cuestión de la demora con que Francia planteó el cam-
bio de circunstancias aducido en el asunto de las Zonas
Francas 1*2, y así fue como el Tribunal Federal Suizo
trató una cuestión análoga de demora en el asunto del
Cantón de Turgovia contra el Cantón de St. Gall163. En
otras palabras, el relator especial anterior y los dos tri-
bunales en los asuntos que se acaban de mencionar
parecen haber considerado que el retraso excesivo en
invocar el cambio de circunstancias da lugar a una

162 C.P.J.I., Series A / B , N . ° 46, pág. 157.
163 Annual Digest of Public International Law Cases, 1927-

1928, asunto N.° 289.
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exclusión (estoppel) en virtud de actos propios que
está regulada por la disposición general del artículo 4
del presente proyecto. Este criterio parece acertado y por
tanto se ha redactado el inciso b) de modo que coloca
los casos de demora excesiva dentro de la excepción
contenida en ese artículo. El inciso c) prevé la even-
tualidad de que las partes mismas hayan pensado en la
posibilidad de un determinado cambio de circunstancias
y lo hayan previsto expresa o tácitamente en el tra-
tado, pues en ese caso la cuestión se regiría por el
tratado y no podría invocarse la doctrina rebus sic
stantibus para dejar sin efecto el tratado.
17. El párrafo 5 exceptúa de la doctrina rebus sic
stantibus dos clases de estipulaciones convencionales.
El inciso a) se refiere a una disposición que afecta en
realidad al traspaso de territorio, a los acuerdos sobre
fronteras o a la concesión de derechos territoriales, tales
como los derechos de paso. La alegación del Gobierno
suizo en el asunto de las Zonas Francas, según la cual
la doctrina no se aplica a las estipulaciones en que se
establecen derechos territoriales, parece ser correcta,
como también la distinción que hizo el Gobierno fran-
cés entre estipulaciones que establecen derechos terri-
toriales y estipulaciones que simplemente acompañan al
traspaso de un territorio 184. El inciso a) se limita pues
a los traspasos reales de territorios, a los acuerdo de
fronteras o a las concesiones de derechos territoriales.
En el inciso b), en cambio, se añade un caso en que se
exceptúa de la regla una estipulación que no crea un
derecho territorial sino que simplemente acompaña a
un traspaso de territorio; es el tipo de estipulación que
se encuentra en el litigio de Brema contra Prusia, en el
que era evidente que la restricción al uso del territorio
como puerto pesquero había sido una condición esen-
cial de la conformidad de Prusia al traspaso de ese
territoria 165. La decisión del tribunal alemán en este
asunto parece haber sido enteramente correcta y el
inciso b) recoge, pues, este punto en el presente ar-
tículo. El inciso c) exceptúa de la regla los tratados que
son instrumentos constitutivos de organizaciones inter-
nacionales, ya que la disolución de una organización y
el retiro de ella de un miembro son cuestiones que
deben ser decididas por la propia organización.
18. El párrafo 6 establece en efecto que un Estado
no puede poner término a un tratado o retirarse de él
fundándose en la doctrina rebus sic stantibus más
que mediante acuerdo al efecto o conforme a un pro-
cedimiento que ofrece a la parte que se opone a ello
la posibilidad, de alguna forma de determinación inde-
pendiente del derecho a invocar esa doctrina. Aunque
hay ciertamente ejemplos de denuncia puramente uni-
lateral fundada en esta causa, la opinión, entre tanto
los juristas como en la práctica de los Estados, es resuel-
tamente favorable a la tesis de que la denuncia o reti-
rada unilateral, sin intentar siquiera primero obtener la
conformidad de las otras partes, es inadmisible. El
carácter preciso de los actos que hay que realizar para
que sea admisible poner fin a un tratado o retirarse de

164 Véase supra, el párrafo 4.
íes véase supra, el párrafo 3.

él fundándose en un cambio de las circunstancias
plantea no obstante problemas delicados que son aná-
logos a los que se suscitan en relación con algunas
otras causas de extinción y nulidad. Hay que dejar,
pues, que este punto quede previsto en una disposición
general del artículo 25, sección IV.

SECCIÓN IV. — PROCEDIMIENTO PARA ANULAR, DENUN-

CIAR, TERMINAR O SUSPENDER UN TRATADO O PARA
RETIRARSE DE ÉL Y DIVISIBILIDAD DE LOS TRATA-
DOS

Artículo 23. — Facultad para anular, denunciar,
terminar o suspender un tratado o para retirarse de él

Las normas enunciadas en el artículo 4 de la parte I
sobre la facultad de un representante para negociar,
redactar, autenticar, firmar, ratificar, aprobar o aceptar
un tratado o adherirse a él, en nombre de su Estado,
serán también aplicables, mutatis mutandis, a la
facultad de un representante: d) para anular, denun-
ciar, terminar o suspender un tratado o para retirarse
de él; o b) para consentir en el acto por el cual otro
Estado anule, denuncie, termine o suspenda un tra-
tado o se retire de él.

Comentario
La facultad de anular, terminar o suspender un tra-

tado o de retirarse de él, tanto como la facultad de
concertar tratados, forma parte integrante de la facultad
de celebrar tratados que tiene el Estado. Si para el
ejercicio de esa facultad basta de ordinario una simple
notificación por escrito, sin embargo conviene que los
demás Estados puedan cerciorarse de la regularidad y
del carácter obligatorio de un instrumento de termina-
ción, retirada o suspensión. Por esto en el presente ar-
tículo se dispone que las normas relativas a la facultad
de los representantes para negociar y celebrar tratados
en nombre de su Estado, que fueron aprobadas provi-
sionalmente por la Comisión en el artículo 4 de la
parte I (A/5209, capítulo II), se apliquen también,
mutatis mutandis, a la facultad de los representantes
para terminar o suspender tratados o retirarse de ellos.

Articulo 24. — Terminación, retirada o suspensión
en virtud de un derecho expreso o implícito en el
tratado

1. Cuando en un tratado se estipule expresamente el
derecho a terminarlo, suspenderlo o retirarse de él, o
cuando ese derecho esté implícito en el tratado de
conformidad con el párrafo 3 del artículo 17 de esta
parte, la notificación de terminación o suspensión del
tratado o de retirada de él, para que surta efecto:

a) Deberá hacerse por escrito y llevar la firma de
un representante que sea competente para ello según lo
prescrito en el artículo 23;

b) Deberá satisfacer las condiciones estipuladas en
el tratado en cuanto a las circunstancias, el plazo o la
forma en que la notificación pueda hacerse;



100 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional. Vol. II

c) Deberá mencionar la disposición del tratado en
virtud de la cual se hace la notificación o, de no conte-
ner el tratado disposición alguna al respecto, indicar
el fundamento con que se pretende hacer valer, con
arreglo al párrafo 3 del artículo 17, el derecho a hacer
la notificación;

d) Llevará la fecha de la notificación y la fecha en
que ha de surtir efecto.
2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, esa noti-
ficación deberá comunicarse en la forma corriente por
la vía diplomática o por otra vía oficial: d) en el caso
de un tratado para el que no exista depositario, a todas
las demás partes en el tratado; b) en los demás casos,
al depositario, que enviará copia de la notificación a
todas las demás partes en el tratado.
3. Salvo que la notificación haya de surtir efecto
inmediatamente, o que el tratado disponga otra cosa,
toda notificación de terminación, retirada o suspensión
se podrá revocar en cualquier momento : a) antes de la
fecha señalada en el tratado para que la notificación
surta efecto: o b) de no existir una disposición al res-
pecto, antes de que expire el plazo para hacer la noti-
ficación prescrito en el tratado o en el párrafo 3 del
artículo 17 de esta parte.
Comentario
1. Este artículo se refiere al procedimiento para el
ejercicio de la facultad para terminar o suspender un
tratado, o retirarse de él, en virtud de las cláusulas del
tratado o de la aplicación de una norma de derecho
con arreglo al párrafo 3 del artículo 17. El acto de
procedimiento necesario, como se indica en el comen-
tario al artículo anterior, es una notificación por escrito.
Pero, para evitar dificultades, es indispensable que la
notificación se haga en buena y debida forma, que
proceda de la autoridad competente y que sea comu-
nicada regularmente a los demás Estados interesados.
2. En el párrafo 1 se enuncian las condiciones que
han de satisfacerse para la notificación de la termina-
ción o de la retirada. Según el apartado a), la notifi-
cación ha de hacerse por escrito y ha de llevar la
firma de una autoridad competente. Según el apartado
b) ha de atenerse a las condiciones estipuladas en el
tratado; por ejemplo, la condición, frecuente en los
tratados concertados por períodos sucesivos de años,
es que la notificación se haga por lo menos seis meses
antes de la expiración de uno de esos períodos. Según
el apartado c), la notificación ha de indicar el funda-
mento jurídico en que se apoya el Estado para hacer
valer el derecho a terminar o suspender el tratado o
retirarse de él; una disposición expresa, o sea un fun-
damento jurídico del que se deduzca la existencia de
ese derecho. Aunque esa indicación tal vez no sea
estrictamente necesaria en el caso de un derecho enun-
ciado expresamente en el tratado, puede ser útil para
prevenir el riesgo de que la notificación sea irregular,
puesto que pone de manifiesto los términos de la cláu-
sula convencional. En otros casos, parece conveniente
insistir en que se exprese en la notificación el funda-
mento jurídico del que se deduce el derecho a terminar
el tratado, puesto que puede ser objeto de controversia.

En general se estima preferible, para mayor regularidad
y seguridad de las relaciones nacidas del tratado, exigir
que se indique siempre el fundamento jurídico de la
notificación. Asimismo, para mayor regularidad y segu-
ridad, se estima conveniente exigir que se den en el
instrumento la fecha de la notificación y la fecha en que
ha de surtir efecto; así se dispone en el apartado d).

3. En el párrafo 2 se insiste en que la notificación
por la cual se pone término al tratado, etc., se comu-
nique a las demás partes en la forma debida, sea direc-
tamente o por conducto del depositario. En época de
tirantez suele suceder que la terminación de un tratado
o la amenaza de ponerle término sea objeto de una
declaración pública en el parlamento o por la prensa;
pero se estima esencial que esas declaraciones, cual-
quiera que sea el nivel a que se hagan, no se consideren
como una sustitución suficiente del acto jurídico en
buena y debida forma que exigen evidentemente las
normas diplomáticas y la necesidad de regularidad y
seguridad de las relaciones nacidas del tratado.

4. El párrafo 3 sigue una disposición análoga del
proyecto del relator especial (A/CN.4/107, artículo
26, párrafo 9) anterior, y prescribe que la notificación
de terminación, retirada o suspensión puede revocarse
en cualquier momento antes de que surta efecto, o
sea una fecha determinada en el tratado, por ejemplo
la expiración de un período «sucesivo» de aplicación
del tratado o la expiración del plazo para la notifica-
ción, determinado en el tratado o en el párrafo 3 del
artículo 17. En el proyecto del relator especial ante-
rior había una cláusula según la cual hacía falta que la
revocación contara con el asentimiento de cualquier
otra parte «que, como consecuencia de la notificación
original, haya hecho también una notificación semejante
o haya cambiado de actitude de algún modo». Aunque
el principio en que se basa esa cláusula sea sin duda
correcto, cabe preguntarse si la clásusula es realmente
necesaria, puesto que cualquier otro Estado que haya
seguido el ejemplo del primer Estado y haya notificado
la terminación o la retirada, puede asimismo revocar la
notificación.

5. En el proyecto del relator especial anterior también
se prescribe (ibid, artículo 26, párrafo 6) que, salvo
cuando el tratado lo permita expresamente, la notifica-
ción de terminación o retirada debe ser incondicional.
Pero siempre y cuando esté redactada como una notifi-
cación firme e inequívoca de terminación o retirada,
no parece que pueda oponerse objeción a que se
exprese que está sujeta a determinada condición. Si es
permisible revocar una notificación antes de que surta
efecto, parece asimismo permisible que se la revoque
con antelación en caso de que sobrevenga un suceso
determinado. Asimismo, si se pone expresamente una
condición como suspensiva, es posible que influya en la
fecha en la que puede estimarse que la notificación se
hizo efectivamente; pero si la intención de hacer la
notificación y la forma en que se exprese la condición
son inequívocas, difícilmente podrá admitirse que la
existencia de la condición sea suficiente para que la
notificación pierda su carácter de notificación.
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Artículo 25. — Anulación, denuncia, terminación o sus-
pensión de las obligaciones nacidas del tratado, en
virtud de un derecho resultante de la norma de
derecho

1. Cuando una parte en un tratado invoque el dere-
cho a anular, denunciar, terminar o suspender un tra-
tado o a retirarse de él en virtud de alguna de las
disposiciones de los artículos 5 a 9, l i a i 4, o l 9 a 2 2
de los presentes artículos, estará obligada ante todo a
notificar su alegación a la otra parte o a las otras
partes en el tratado. Esa notificación deberá: a) hacerse
por escrito y llevar la firma de un representante compe-
tente para ello según el artículo 23; b) contener una
exposición completa de los motivos en los que se funda
la alegación y de las disposiciones de los presentes
artículos que se aducen como justificativos; c) precisar
la medida que se propone adoptar respecto del tratado;
d) fijar un plazo razonable dentro del cual la otra parte
habrá de manifestar si impugna o no a la otra parte
su derecho a adoptar la medida que se propone. Sin
perjuicio de que, salvo en casos de especial urgencia, el
plazo a que se refiere el apartado d) sea al menos de
tres meses.
2. Dicha notificación habrá de comunicarse en buena
y debida forma por la vía diplomática o por otra vía
oficial: a) en el caso de un tratado para el que no
exista depositario, a todas las demás partes en el tra-
tado; fe)en los demás casos, al depositario, que enviará
copia de la notificación a todas las demás partes en el
tratado.
3. Si ninguna de las partes opone objeción alguna o
si no se recibe respuesta alguna antes de la expira-
ción del plazo determinado en la notificación, la parte
de la que proceda la alegación podrá adoptar la medida
propuesta en esa notificación. En este caso, deberá diri-
gir a la otra parte o a las otras partes una nueva
comunicación en la forma que se indica en el párrafo 2,
en la cual declare, de conformidad con su notificación
anterior, que anula o, según sea el caso, denuncia, ter-
mina o suspende el tratado o se retira de él.
4. Sin embargo, si alguna de las partes opone una
objeción, la parte de la que procede la notificación no
podrá adoptar la medida indicada en la notificación a
la que se refiere el párrafo 1, sino que deberá antes:
a) tratar de llegar a un acuerdo con la otra parte o las
otras partes, mediante negociación; b) de no ser
posible un acuerdo, ofrecer que la discrepancia se
someta, con fines de encuesta, mediación, conciliación,
arbitraje o arreglo judicial, a un tribunal, órgano o
autoridad imparcial en que se pongan de acuerdo los
Estados interesados.
5. Si la otra parte rechaza la oferta a la que se
refiere el apartado b) del párrafo 4 o no da ninguna
respuesta dentro del término de tres meses, se conside-
rará que ha desistido de su objeción; y será entonces
aplicable el párrafo 3.
6. Si, por lo contrario, se acepta la oferta a que se
refiere el apartado b) del párrafo 4, el tratado conti-
nuará en vigor hasta el resultado de la mediación, la

conciUación, el arbitraje o el arreglo judicial de la
divergencia; sin embargo, la ejecución de las obliga-
ciones del tratado podrá suspenderse provisionalmente:
a) por acuerdo entre las partes; o b) en cumplimiento
de una decisión o recomendación del tribunal, órgano
o autoridad encargado de la mediación, la conciliación,
el arbitraje o el arreglo judicial de la divergencia.
7. Cuando el tratado mismo disponga que toda diver-
gencia originada por su interpretación o apUcación sea
sometida a arbitraje o a la Corte Internacional de
Justicia, esa disposición prevalecerá, en caso de diver-
gencia, sobre las disposiciones del presente artículo.

Comentario
1. Aunque el artículo 25 se refiera esencialmente al
procedimiento, es en muchos aspectos el artículo más
importante para todos los casos en que se alega el
derecho a anular el tratado o ponerle término por
una causa que no está prevista de manera expresa o
implícita en el tratado. Como se indica en el comen-
tario al artículo 3, algunas de las causas para invalidar
o poner término a un tratado, aunque sean legítimas,
entrañan riesgos para la estabilidad de los tratados, si
pueden arbitrariamente ser alegadas y surtir efecto a
pesar de las objeciones de otras partes. Esos riesgos
son especialmente graves cuando se pretende denunciar
un tratado alegando una supuesta infracción o fundán-
dose en el principio rebus sic stantibus ya que estos
motivos son los que ofrecen las mayores posibilidades
de alegación unilateral y de apreciación subjetiva de
los hechos. Pero cabe también que se denuncie uni-
lateral y arbitrariamente un tratado por otras causas
tales como el error, la insuficiencia de poderes del
representante para concertar el tratado o la imposibi-
lidad de ejecución. Los únicos medios de evitar o
disminuir esos riesgos son, ante todo, definir en las
secciones II y III con la mayor precisión posible las
diversas causas y, luego, limitar por normas de proce-
dimiento las ocasiones para que se proceda arbitra-
riamente. Pero por precisas que sean las definiciones
de esas causas, la justificación de la pretensión de
anular, denunciar, etc., un tratado dependerá a
menudo en cada caso de los hechos cuya determi-
nación o apreciación es controvertible. En consecuen-
cia, la eficacia de esta rama del derecho de los
tratados depende en definitiva de las normas de proce-
dimiento que reglamenten el ejercicio del derecho a
invocar esas causas.
2. Si bien en la práctica de los Estados existen casos
en los que se ha invocado el derecho a denunciar
unilateralmente un tratado, también es cierto que las
otras partes han manifestado siempre una firme
oposición a tales pretensiones y han sostenido que el
tratado no puede lícitamente ser anulado sin su
consentimiento 166. En el caso de las zonas francas, el
propio Estado actor adoptó el criterio de que era
necesario el consentimiento de la otra parte o la
decisión de un tribunal competente, para poner

166 véanse los comentarios a los artículos 20 y 22.
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término a un tratado a base del principio rebus sic
stantibus. La Convención de La Habana sobre Tra-
tados m también estipuló que, a falta de acuerdo de
la otra parte, un Estado que invoque el principio
rebus sic stantibus ha de recurrir al arbitraje y que el
tratado ha de continuar en vigor en espera del resul-
tado del arbitraje. El Harvard Research Draft, no
solamente en sus artículos sobre la violación de
obligaciones convencionales y el principio rebus sic
stantibus, sino también en los relativos al fraude y
al error mutuo, exigía que la parte que propugnase la
extinción del tratado obtuviera una declaración en tal
sentido de «una autoridad o un tribunal internacional
competente» 168. Se preveía que la parte actora tendría
el derecho de suspender por su cuenta y riesgo el
cumplimiento de sus obligaciones en espera de la
decisión del tribunal o de la autoridad; pero no se
decía nada sobre lo que ocurriría si la otra parte se
negase a cooperar en la obtención de una decisión.
3. Sir H. Lauterpacht en los artículos de su primer
informe relativos a la validez esencial (A/CN.4/63,
artículos 11 a 15), prevé el recurso a la Corte Inter-
nacional de Justicia en los casos de tratados impuestos
por la fuerza y de ilicitud del objeto; y el recurso a
«la Corte Internacional de Justicia o a cualquier otro
tribunal que las partes acepten» en los casos de
inobservancia de limitaciones constitucionales, fraude
o error. Explica esas disposiciones en el siguiente
comentario sobre su artículo concerniente al error:
«El principio de la jurisdicción obligatoria de los
tribunales internacionales para determinar la existencia
del error como causa de invalidez de un tratado ha de
considerarse, después de analizado, como un principio
de lege lata. Ello es así porque todo reconocimiento
del derecho de una parte a declarar unilateralmente
la extinción de un tratado a causa de error o, en
general, de cualquier otra alegación de falta de con-
sentimiento real, equivaldría a negar la fuerza obli-
gatoria del tratado.»
4. El relator especial anterior trató de la cuestión
en los artículos 20 (casos de violación) y 23 (casos de
rebus sic stantibus) de su tercer informe (A/CN.
4/107) y en el artículo 23 (todos los casos de validez
esencial) de su tercer informe (A/CN.4/115).
Dejando aparte una ligera diferencia en su tratamiento de
los casos rebus sic stantibus 169, sus propuestas pueden
resumirse de la manera siguiente:

La parte reclamante ha de enviar primero a la
otra parte o a las otras partes una exposición
razonada de las causas alegadas como fundamento
de la anulación, extinción o retirada. Si la preten-
sión es rechazada o no es aceptada en un plazo
razonable, la parte reclamante podrá «proponer que
se remita el caso a un tribunal competente que

167 Artículo 15; véase Sexta Conferencia Internacional Ame-
ricana, Acta Final, pág. 137.

168 véase Harvard Law School, Research in International
Law, III, Law of Treaties, págs. 1126 y 1144.

169 En el proyecto relativo al principio rebus sic stantibus
se tenía en cuenta únicamente la suspensión del tratado y no
su extinción.

ambas partes designen de mutuo acuerdo (o, a
falta de dicho acuerdo, a la Corte Internacional de
Justicia)». Si esa propuesta no es aceptada dentro
de un plazo razonable, la parte reclamante podrá
«declarar que suspende en lo sucesivo la ejecución
del tratado»; y, si la propuesta continúa sin ser
aceptada después de seis meses, la parte reclamante
podrá declarar la invalidez efectiva del tratado. En
el caso de que la parte reclamante no proponga
someter la cuestión a un tribunal, el tratado conti-
nuará en vigor. Si, por el contrario, se hace la
propuesta y es aceptada, corresponderá al tribunal
decidir las medidas temporales de suspensión o de
otra índole que han de adoptarse en espera de su
fallo. Por último, si el tratado mismo estipula el
sometimiento de las controversias a él referentes
a arbitraje o arreglo judicial, se aplicarán las dispo-
siciones del tratado, que en caso de conflicto preva-
lecerán sobre las disposiciones generales.

Al explicar estas propuestas dentro del contexto del
principio rebus sic stantibus, el Relator Especial
anterior las justificaba así: «Parece pesar más la
opinión de que la parte que considera que por haber
cambiado esencialmente las circunstancias se debe
revisar o declarar extinguido un tratado, ha de
empezar por dirigir una petición (o por lo menos una
exposición razonada) en tal sentido a la otra parte
o partes, sin que exista un derecho automático o
inmediato de denunciarlo unilateralmente» (A/CN.
4/107, párrafo 155). Añadía que admitir un derecho
de denuncia unilateral estaría en contradicción con la
Declaración de Londres de 1871, que niega el derecho
de un Estado a desligarse de las disposiciones de un
tratado o modificarlas en modo alguno, salvo con el
consentimiento de las demás partes contratantes; y
consideraba que esa Declaración todavía «forma parte
del cuerpo de derecho internacional público».
5. Tal vez haya un elemento de petición de principio
en la afirmación hecha por el Relator Especial anterior
de que el derecho a denunciar unilateralmente es
incompatible con el principio según el cual un Estado
no puede eximirse de las obligaciones que acepta en
virtud de un tratado ni modificarlas sin el consenti-
miento de las demás partes; ese mismo elemento se
advierte ya en la afirmación hecha por su predecesor
que sostenía que admitir ese derecho equivaldría a
negar la fuerza obligatoria de los tratados. La cuestión
que en realidad se plantea en esos casos es la de
saber si, con arreglo al derecho general, ha existido
alguna vez un tratado con fuerza obligatoria o si de
haber existido ese tratado no ha terminado o se ha
extinguido por aplicación de la norma de derecho.
Estas son las cuestiones que hay que plantearse, en
principio, antes de aplicar la norma pacta sunt
servanda; porque si en uno u otro caso la respuesta
correcta es que, en derecho, no existía obligación
alguna nacida del tratado en el momento de la denun-
cia, no cabe aplicar la norma pacta sunt servanda y la
otra parte no puede invocarla en derecho. En otras
palabras, si no se quiere admitir el derecho a denun-
ciar unilateralmente un tratado no es porque la
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denuncia unilateral en cuanto tal viole la norma
pacta sunt servanda, sino por el temor, justificado por
ejemplos del pasado, de que si no se establecen
normas de procedimiento, puedan presentarse alega-
ciones para anular o denunciar el tratado que sean
injustificadas aunque se funden en razones legítimas
y que la norma pacta sunt servanda sea violada con
pretexto de invocar un derecho legítimo. Esta objeción
es muy real y un amplio sector de opinión apoya el
criterio general adoptado por los dos Relatores Espe-
ciales anteriores respecto de la necesidad de requisitos
de procedimiento para regular el recurso a las causas
jurídicas que se aleguen para afirmar la invalidez,
extinción o suspensión de tratados.
6. Así pues, el problema que se plantea es el de la
naturaleza de los requisitos de procedimiento sobre los
que se puede lícitamente insistir al redactar los presen-
tes artículos. Al parecer, algunas autoridades y
algunos Estados casi llegan a mantener que en todos
los casos la anulación, la denuncia o la retirada de un
tratado es inadmisible sin el consentimiento de las
demás partes. Este enfoque de la cuestión, aun siendo
comprensible a falta de una jurisdicción obligatoria,
subordina totalmente a la norma pacta sunt servanda
los principios jurídicos que rigen la invalidez y la
extinción de los tratados y casi llega a privarlos de
consecuencias jurídicas. Sir H. Lauterpacht, como ya
se ha señalado, procura resolver el problema some-
tiendo todos los casos de invalidez a la jurisdicción
obligatoria de la Corte Internacional de Justicia o
al arbitraje obligatorio. Indudablemente ésa sería la
solución ideal y la manera más sencilla de garantizar
la eficacia de la norma pacta sunt servanda. Pero,
teniendo en cuenta las dificultades que las propuestas
relativas a la jurisdicción obligatoria hallaron en la
Conferencia de Ginebra de 1958 sobre el Derecho del
Mar, no parece posible que la Comisión adopte esa
solución.
7. El proyecto de Sir G. Fitzmaurice, sin someter
en general las cuestiones de invalidación o de
extinción al arreglo judicial obligatorio, procuró hacer
de la voluntad de someter la cuestión a la Corte o
al arbitraje un medio de poner a prueba la legitimidad
de la pretensión de anular, repudiar, denunciar o
suspender un tratado. Si la pretensión fuese impugnada
y no se formulase ninguna propuesta de someter la
cuestión a la Corte o al arbitraje, el tratado conti-
nuaría en vigor y la anulación o la denuncia unilateral
del tratado serían entonces ilegítimas y constituirían
una violación de la norma pacta sunt servanda. Por
el contrario, si se hiciese la propuesta y no fuese
aceptada o no se le diera respuesta, la parte reclamante
quedaría en libertad de actuar unilateralmente, suspen-
diendo primero el cumplimiento de sus obligaciones
y luego, tras un nuevo plazo de seis meses, poniendo
término al tratado. En caso de que se hiciese la
propuesta y fuese aceptada, la cuestión sería remitida
al tribunal y la parte reclamante estaría obligada a
esperar la decisión de éste.
8. En este sistema también hay un elemento compul-
sivo, pero está expresado como una condición a la

que toda parte en el tratado ha de atenerse para poder
lícitamente anular o suspender el tratado en virtud
de pretensión jurídica alegada, pero impugnada. El
Estado reclamante no está obligado a aceptar el
arreglo judicial o el arbitraje obligatorios de la con-
troversia a petición de la otra parte tan sólo porque
entre ambos exista una controversia no resuelta con
respecto al tratado. Así pues, el Estado reclamante no
puede quedar sometido a la Corte a instancia de la
otra parte cuando ésta estime que las negociaciones
han llegado a un punto muerto, pero tampoco puede
lícitamente anular o suspender el tratado unilateral-
mente por su propia decisión acerca del fundamento
jurídico de su reclamación; debe en primer lugar pro-
poner un arbitraje o arreglo judicial. En el artículo 25
del presente proyecto se adopta el mismo sistema
general propuesto por el Relator Especial anterior,
pero modificándolo en ciertos aspectos.
9. En primer lugar, el párrafo 4 dispone que la parte
reclamante podrá proponer que la controversia sea
objeto de «investigación», «mediación» o «concilia-
ción», así como de «arbitraje» o «arreglo judicial»,
y que la autoridad a la que se propone someter la
controversia podrá ser «un tribunal, órgano o auto-
ridad imparcial que los Estados interesados acepten».
Puesto que el arbitraje y el arreglo judicial no son
admitidos por todos los Estados como medio de
resolver controversias, parece necesario ampliar el
alcance tanto de los procedimientos como de los
órganos a los que el Estado reclamante proponga
recurrir. Puede añadirse que esa modificación adapta
más el sistema al Artículo 33 de la Carta de las
Naciones Unidas. También sirve para subrayar que
la base de las disposiciones de procedimiento esta-
blecidas en el artículo 25 no es la imposición de un
sistema de jurisdicción obligatoria, sino la formulación
de requisitos de procedimiento cuya observancia ha
de ser condición de toda denuncia o suspensión lícita
de obligaciones convencionales sin el consentimiento
de la otra parte.
10. La otra modificación principal del sistema del
Relator Especial anterior se encuentra en el párrafo 3
del artículo 25, que prevé que el Estado reclamante
podrá actuar unilateral e inmediatamente si las demás
partes no oponen ninguna objeción en sus respuestas
o no dan respuesta alguna en el plazo especificado en
la notificación. El Relator Especial anterior prescribía
un nuevo plazo de espera de seis meses, en el que
sería posible suspender el cumplimiento de las obli-
gaciones del tratado, pero no denunciar el tratado. La
utilidad de tal disposición para proporcionar la
máxima seguridad contra la invalidación unilateral de
los tratados está fuera de duda. Pero, si el primer
objetivo de los requisitos de procedimiento es propor-
cionar protección contra la denuncia unilateral de los
tratados, también ha de tomarse en cuenta el interés
de una parte que tenga motivos legítimos para invocar
una de las causas de invalidación o extinción que
constan en la sección II o III. Por consiguiente, el
actual Relator Especial no ha estimado procedente
ir más allá de la exigencia de que la parte actora ha
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de manifestar su intención a la otra parte y concederle
un plazo razonable para que haga sus observaciones
sobre el caso. La otra parte, aun cuando no pueda
adoptar inmediatamente una actitud definitiva respecto
de la reclamación, podrá en un plazo razonable
indicar si tiene algo que alegar para impugnar la
exposición que la parte reclamante ha hecho del caso.
Una notificación a este respecto pondrá en marcha
el ulterior procedimiento de negociación, etc., previsto
en el párrafo 4, durante el cual la parte requerida
podrá exponer sus objeciones a la pretensión del
reclamante.
11. El párrafo 1 dispone que toda parte que pida la
anulación, denuncia, extinción o suspensión de un
tratado o que se retire de él debe proporcionar a la
otra parte o a las otras partes una exposición completa
de su pretensión por escrito y especifiar, en primer lugar,
la medida precisa que se propone adoptar y, en
segundo lugar, un plazo razonable dentro del cual
la otra parte ha de manifestar si impugna o no el
derecho del reclamante a adoptar esa medida. El
párrafo también establece que el «plazo razonable»
no ha de ser inferior a tres meses, salvo en caso de
urgencia especial. Si tres meses son suficientes por
regla general, es cuestión que la Comisión ha de exa-
minar. Por otro lado, es posible imaginar algunos
casos, como el de una violación grave del tratado, en
que podría haber razones especiales para un plazo
más breve de notificación.
12. El párrafo 2 se refiere tan sólo a la comunica-
ción regular de la notificación a las demás partes
directamente o por conducto del depositario.
13. El párrafo 3, por las razones ya indicadas en el
anterior párrafo 10, establece que, en caso de que la
otra parte no oponga ninguna objeción en su res-
puesta o no dé respuesta alguna dentro del plazo
fijado, la parte reclamante quedará en libertad de
actuar en virtud de su notificación anterior y de
anular, denunciar, etc., el tratado.
14. El párrafo 4 dispone que, si alguna parte
impugna el derecho de la parte reclamante a adoptar
la medida especificada en su notificación, la parte
reclamante deberá, en primer lugar, tratar de resolver
el asunto mediante negociación. Sin duda las nego-
ciaciones pueden terminar con la aceptación o la
retirada de la pretensión del reclamante o con un
acuerdo de revisar el tratado. Sin embargo, en caso
de que terminen sin resolver el caso, entrará en juego
el procedimiento de denuncia unilateral ya descrito
en los anteriores párrafos 8 y 9. La parte actora, si
desea insistir en su punto de vista respecto de la
extinción o suspensión del tratado, no puede hacerlo
unilateralmente, sino que debe proponer que la contro-
versia sea objeto de «investigación, mediación, conci-
liación, arbitraje o arreglo judicial por un tribunal,
órgano o autoridad imparcial que los Estados intere-
sados acepten».
15. El párrafo 5 dispone que, si la propuesta es
rechazada o queda sin respuesta de la otra parte en
un plazo de tres meses, el procedimiento de adopción
de medidas unilaterales queda descartado y la parte

reclamante puede adoptar la medida especificada en
su notificación inicial.
16. El párrafo 6 se refiere al caso de que la oferta
sea hecha y aceptada y dispone que el tratado conti-
nuará en vigor, en espera del resultado de la media-
ción, la conciliación, el arbitraje o el arreglo judicial
de la controversia en que ambas partes hayan conve-
nido. Al mismo tiempo se reconoce la posibilidad de
suspender provisionalmente el cumplimiento de las
obligaciones del tratado mediante acuerdo de las
partes o por decisión o recomendación del tribunal u
órgano al que haya sido remitida la controversia. El
Relator Especial no desconoce que pueden surgir difi-
cultades en la práctica, para llegar a un acuerdo sobre
el método de arreglo pacífico que ha de emplearse o
sobre el nombramiento de las personas o del órgano
a que ha de encomendarse la mediación, la conci-
liación o el arbitraje de la controversia. Pero no sería
procedente tratar y resolver todas esas dificultades en
el presente artículo. Si las partes no llegan a un
acuerdo sobre esas cuestiones, puede plantearse el pro-
blema de si una u otra de las partes aplica de buena
fe el procedimiento del presente artículo.
17. El párrafo 7 tan sólo salvaguarda la aplicación
de las cláusulas sobre «controversias» en los tratados
que prevén expresamente el sometimiento de las
controversias a la Corte Internacional de Justicia o
al arbitraje.

Artículo 26. — Divisibilidad de los tratados

1. Salvo que el tratado mismo disponga otra cosa,
toda notificación hecha de conformidad con el
artículo 24 con objeto de poner término a las dispo-
siciones de un tratado, de suspenderlas o de retirarse
del tratado, se aplicará a la totalidad del tratado.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos 3 y
4 y salvo que el tratado mismo disponga otra cosa,
toda notificación hecha de conformidad con el
artículo 25 con objeto de anular o denunciar un tra-
tado o de ponerle término o suspender sus disposiciones
o retirarse del tratado, se aplicará a la totalidad del
tratado.
3. a) Toda notificación hecha de conformidad con
el artículo 25 y en la cual se invoque una causa
concerniente sólo a una parte de un tratado, se limi-
tará de modo que se aplique únicamente a esa parte:
i) Si las disposiciones de esa parte forman un todo

en cuanto a su aplicación, y son enteramente
independientes del resto del tratado (exceptuadas
las disposiciones generales y las cláusulas finales);.

ii) Y si la aceptación de esta parte no se puso como
condición expresa de la aceptación de otras partes
sea en virtud de una cláusula del tratado mismo
durante las negociaciones.

b) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 4, la
notificación se aplicará a la totalidad de esa parte y
no estará limitada a determinadas disposiciones.
4. Toda notificación hecha de conformidad con el
artículo 25 y en la cual se invoque una causa concer-
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niente sólo a una disposición de un tratado se limitará
de modo que se aplique únicamente a esa disposición:
a) si esa disposición es, en cuanto a su aplicación,
enteramente independiente de las demás disposiciones
del tratado (exceptuadas las disposiciones generales y
las cláusulas finales); b) y si se trata de una dispo-
sición a la que sea posible formular reservas según el
párrafo 1 del artículo 18 de la parte I.

Comentario
1. La mayoría de los autores han examinado la
divisibilidad de las disposiciones de un tratado única-
mente al estudiar hasta qué punto una infracción del
tratado concede a la parte perjudicada el derecho a
poner término al tratado. Antes, los autores tendían
a considerar las disposiciones de un tratado como
indivisibles, de manera que la infracción de una de
las disposiciones concedía a la parte perjudicada el
derecho a poner término a todo el tratado m . Después,
los autores llegaron a distinguir entre la infracción de
cláusulas esenciales y la de cláusulas no esenciales;
y así puede decirse que han reconocido que las dispo-
siciones de un tratado son en cierto modo divisibles.
De hecho, se plantean dos problemas de divisibilidad
respecto de los casos de infracción: 1) el problema de
separar las disposiciones secundarias de las esenciales,
a fin de determinar el concepto de infracción grave;
y 2) el problema del derecho de la parte perjudicada
a denunciar la totalidad del tratado o solamente las
disposiciones a que se refiere la infracción. En el
presente proyecto esas cuestiones están tratadas en los
párrafos 2, 3 y 4 del artículo 20. Sin embargo, ha
de subrayarse que el caso de infracción es en cierto
modo especial, puesto que la violación de derechos
concedidos por el tratado puede facultar a la parte
perjudicada a invocar el principio in adimplenti non
est adimplendum y la doctrina de las represalias. En
otras palabras, en caso de infracción puede haber
derecho a anular o suspender solamente parte del
tratado, fundándose en causas independientes de
cualquier concepto general de la divisibilidad de obli-
gaciones convencionales que pueda ser aplicable en
otras circunstancias. El problema en los casos de
infracción no radica principalmente en determinar si
la parte perjudicada puede estar facultada a limitar
su acto de denuncia o suspensión únicamente a algunas
partes del tratado, sino saber si, a pesar del carácter
grave de la infracción, la parte perjudicada puede en
cualquier circunstancia estar obligada a limitar su
acto de denuncia o suspensión a las disposiciones o a
la parte del tratado a que se refiere la infracción. Este
problema será estudiado más adelante.

2. Fuera del caso especial de la «infracción», se
plantea el problema general de si, al invocar otras
causas de extinción o de invalidez, una parte en el
tratado está en todo caso facultada u obligada a
limitar su pretensión a las disposiciones o a la parte

del tratado a que se refiere la causa de extinción o
de invalidez. Esta cuestión no ha sido examinada en
los informes de los anteriores relatores especiales,
pero fue objeto de un artículo del «Harvard Research
Draft». Este artículom titulado «Disposiciones
divisibles» establece que las disposiciones de los
artículos referentes a casos de ruptura de relaciones
diplomáticas, violación de obligaciones convencionales,
principio rebus sic stantibus y error mutuo «pueden
aplicarse a una disposición aislada del tratado, si tal
disposición es claramente independiente de otras dispo-
siciones del tratado».
3. La existencia de una doctrina general de divi-
sibilidad de las disposiciones de un tratado está
apoyada, en opinión de los autores del Harvard
Research Draft, en varias consideraciones. En primer
lugar, señalan que en 1912 el Instituto de Derecho
Internacional en su «Règlement concernant les effets
de la guerre sur les traités» m aceptó el principio de
divisibilidad para los tratados que contienen dispo-
siciones de más de una especie. A continuación indi-
can que ahora muchos tratados multilaterales con-
tienen gran número de artículos sobre diversas
cuestiones sin relación entre sí y que las disposiciones
referentes a una cuestión pueden ser totalmente inde-
pendientes de las relativas a otra. En esos casos,
mantienen que «puede ponerse término a una dispo-
sición o suspenderla sin que necesariamente se per-
turbe el equilibrio de derechos y obligaciones estable-
cido en las restantes disposiciones del tratado y sin
que desaparezca ninguna de las consideraciones que
hayan inducido a algunas de las partes a aceptar el
tratado» m . Reconocen que algunos tratados multi-
laterales han de ser considerados como un todo indi-
visible porque, si se permitiese que alguna de sus
disposiciones fuesen invalidadas o suspendidas y otras
quedasen en vigor, se produciría una desigualdad con
respecto a los derechos y obligaciones de las partes
en virtud del tratado. No creen posible establecer
ningún criterio de aplicación general para determinar
los tratados que entran en la categoría de los tratados
indivisibles, pero citan como ejemplos los tratados de
desarme y los tratados de asistencia mutua contra la
agresión, de alianza y de garantía; también estiman que
pertenecen a esa categoría los tratados en que las
obligaciones de las partes son diferentes. En cuanto
a la categoría de los tratados divisibles, dicen que
incluso los tratados bilaterales, por ejemplo los de
comercio, pueden contener disposiciones muy diversas,
algunas de las cuales no dependen necesariamente de
las restantes. Pero insisten sobre todo en el número

170 Véase un resumen histórico interesante en Harvard Law
School, Research in International Law, I I I , Law of Treaties,
págs. 1135 a 1139.

171 Artículo 30: véase Harvard Law School, Research in
International Law, III , Law of Treaties, pág. 1134.

172 Artículo 3 ; véase : Instituto de Derecho Internacional,
Tableau général des résolutions, 1873-1956, págs. 174 y 175.
Es curioso que el Harvard Research Draft, después de citar la
opinión del Instituto con evidente aprobación, no haya formu-
lado ninguna disposición relativa al principio de divisibilidad
en su artículo 35 relativo al efecto de la guerra sobre los
tratados.

173 Harvard Law School, Research in International Law,
n i , Law of Treaties, págs. 1138 y 1139.
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creciente de tratados multilaterales voluminosos, como
el Tratado de Versalles con sus 440 artículos, la
Convención Sanitaria de 1928 con sus 172 artículos,
y otros tratados del mismo carácter, que suelen
referirse a una multitud de cuestiones diferentes y a
veces sin relación entre sí. También señalan que en
varios casos se ha puesto término a determinadas
disposiciones de los tratados de paz de la primera
guerra mundial o han sido revisadas dejando en vigor
el resto del tratado; y algunos tratados, como el
Tratado de Neuilly preveían efectivamente que una
Potencia pusiera término a determinadas disposiciones
o las suspendiera y dejara en vigor el resto del tratado.
4. Además, el «Harvard Research Draft» se basa en
el hecho de que la Corte Permanente reconoció que
«determinados artículos o partes de un tratado pueden
ser totalmente independientes de otros a causa de su
colocación en el texto o de las cuestiones diferentes
de que se ocupen» m . A este respecto, el proyecto de
Harvard cita los pronunciamentos de la Corte en el
caso de las Zonas francas1T5, y en dos opiniones
consultivas concernientes a la Organización Interna-
cional del Trabajo 176 y al caso Wimbledon m , todos
ellos concernientes a la interpretación del Tratado de
Versalles. Esos pronunciamientos no parecen llegar
más allá de un reconocimiento por la Corte de que
algunos tratados pueden referirse a una o más cues-
tiones en series independientes de disposiciones que
regulan por completo cada cuestión; y que esto puede
tener efectos sobre el criterio con que hayan de inter-
pretarse las diferentes disposicionesm. Aunque esos
pronunciamientos de la Corte Permanente han sido
también citados por otros autores m como prueba de
la existencia en derecho internacional de un concepto
general de la divisibilidad de las disposiciones de un
tratado, parece necesario tener cuidado en no hacerles
decir más que lo que dicen. Las consideraciones que
pueden justificar la interpretación de determinadas
disposiciones de un tratado como un código completo
de normas no son necesariamente idénticas a las que
pueden justificar la anulación, extinción o suspensión
de determinada parte, dejando en vigor el resto del
tratado. Una norma que, como en el «Harvard
Research Draft», admita la divisibilidad de cualquier
«disposición aislada del tratado si tal disposición es
claramente independiente de otras disposiciones del
tratado» puede por esa razón resultar demasiado
amplia.
5. El manual más reciente sobre el derecho de los
tratados 18° aunque adopta la misma línea general

174 Ha rva rd Law School, Research in International Law, III ,
Law of Treaties, pág. 1144.

17 5 C.P.J.I. , Series A / B , N.° 46, pág. 140.
» « Ibid., Series B, N.° 2, págs. 23 y 25; Serie B, N.° 13,

pág. 18.
177 Ibid., Series A , N . ° 1, pág. 24.
178 Véase en general Hudson, Permanent Court of Interna-

tional Justice, pág. 647.
u s p o r ejemplo, Lord McNair , Law of Treaties (1961),

capítulo 28, y la opinión disidente del Magist rado Lauterpacht
en el asunto Norwegian Loans, C.I.J., 1956, pág. 56.

180 Lord McNair , op. cit., capítulo 28.

sobre la divisibilidad de las disposiciones de un tratado,
es más prudente en cuanto a la enunciación de una
norma general. Por ello insiste acertadamente en que
cuando la denuncia se efectúe en virtud de una facultad
conferida por el tratado, no es admisible la divisibi-
lidad a menos que el tratado expresamente prevea la
denuncia separada de determinados artículos. Por otro
lado, dicho manual apoya la distinción entre dispo-
siciones esenciales y secundarias en los casos de
infracción, pero no expresa criterio alguno sobre las
condiciones en que la parte perjudicada puede limitar
su denuncia a ciertas disposiciones del tratado. El
manual también otorga firme apoyo al principio de la
divisibilidad al determinar el efecto de la guerra sobre
los tratados, citando varias decisiones de tribunales
nacionales que distinguen a este respecto entre las
diferentes clases de disposiciones. Por último, sin
formular una norma precisa, el manual sugiere que el
criterio de examinar por separado las disposiciones
de un tratado se ha llevado tan lejos en derecho inter-
nacional que el principio de la disyunción ha de ser
considerado como aplicable a los casos de invalidez,
tanto inicial como ulterior; y parece considerar que la
división puede efectuarse para salvar una disposición
concreta eliminando de ella una parte que carece de
validez o para impedir que la invalidez de determinada
disposición eche por tierra todo el tratado.

6. Ni la Corte Permanente ni la actual Corte han for-
mulado ningún pronunciamiento sobre la divisibilidad
de las disposiciones del tratado dentro del contexto de
la validez esencial o de la extinción de los tratados. Sin
embargo, la cuestión fue planteada tanto en el asunto
de los Norwegian Loans m como en el de Interhan-
del1S2 con respecto a la denominada reserva «automá-
tica» a las declaraciones efectuadas en virtud de la
cláusula facultativa y fue examinada en las opiniones
de algunos de los magistrados. El examen más com-
pleto de la cuestión es el realizado en el asunto de los
Norwegian Loans 183 por el magistrado Lauterpacht que
admitió el principio de la disyunción en el derecho de
los tratados, pero rehusó aplicarlo a la reserva « auto-
mática». Después de señalar que anteriormente los
tratadistas consideraban que cada disposición de un tra-
tado estaba indisolublemente ligada a las demás, mani-
festó que no es ésa la opinión moderna. Se refirió a
los pronunciamientos de la Corte Permanente men-
cionados en el párrafo 4 de este comentario y observó
que la opinión de la Corte Internacional de justicia
en el asunto de las Reservas a la Convención sobre el
Genocidio 184 también mostraba que «se puede poner
límites razonables al concepto de la indivisibilidad de
un tratado y que algunas de sus disposiciones quizá no
sean de carácter esencial para el tratado en su totali-
dad». A continuación añadió lo siguiente185:

181 C.I.J., Reports, 1957, pág. 9.
182 Ibid., 1959, pág. 6.
183 Ibid., 1957, págs. 55 a 59.
184 Ibid., 1951, pág. 15.
185 Ibid., 1957, págs. 56 y 57.
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«La práctica internacional en esta materia no es
bastante abundante para permitir un intento fundado
de generalización y está justificado buscar apoyo en
los principios general del derecho aplicable tal
como constan en las legislaciones nacionales. Es prin-
cipio general del derecho la licitud —y quizá la obli-
gatoriedad de separar una condición inválida del resto
del instrumento, considerando a éste como válido
siempre que, teniendo en cuenta la intención de las
partes y la naturaleza del instrumento, la condición
de que se trate no constituya una parte esencial del
instrumento. Utile non debet per inutile vitiari. Esto
es también aplicable a las disposiciones y reservas
concernientes a la jurisdicción de la Corte ... Sin
embargo, estimo que no está permitido a la Corte en
el caso presente separar del conjunto de la acepta-
ción la condición inválida, porque el principio de la
divisibilidad es aplicable únicamente a las disposi-
ciones y condiciones que no sean de carácter funda-
mental.»

Estimó que la reserva automática había sido una con-
dición esencial de la aceptación del Estado y, por
tanto, no era separable de ella.
7. En el asunto Interhandel el magistrado Lauter-
pacht186 reiteró el mencionado criterio y en este asunto
el magistrado Spender187 también adoptó la misma
actitud general, sosteniendo que la reserva automática
no era separable de la declaración porque no se trataba
de «una mera condición sino de una condición esen-
cial de la aceptación de los Estados Unidos». «La reser-
va», añadió, «puede calificarse de una reserva crítica
sin la cual la declaración de aceptación nunca habría
sido hecha». Por otra parte, el magistrado Klaestad 1

estaba dispuesto a aplicar el principio de divisibilidad a
la reserva automática en este asunto concreto. Entendía
que los Estados Unidos habían tenido la intención de
hacer una declaración real y efectiva aceptando la juris-
dicción obligatoria, aunque con excepciones de gran
alcance. Siendo ése el caso, opinaba que la circunstan-
cia de que parte de la reserva estuviese en oposición
con el Estatuto de la Corte «no implicaba necesaria-
mente la imposibilidad para la Corte de dar efecto a
las demás parte de la declaración de aceptación que
estaban en conformidad con el Estatuto». Esta opinión
fue compartida por el magistrado Armand-Ugon,
aunque éste también llegó a la conclusión de que la
reserva no había sido «un factor determinante» en el
momento de la formulación y presentación de la decla-
ración de los Estados Unidos, sino que era tan sólo
una «estipulación accesoria».
8. Las opiniones examinadas en los dos párrafos ante-
riores se refieren a una cuestión de «validez esencial»
suscitada por la contradicción entre la reserva auto-
mática y el Estatuto de la Corte. Aunque los magistra-
dos no estaban de acuerdo sobre si la divisibilidad
había o no de ser admitida en ese caso concreto, todos
ellos partían de la base de que las disposiciones de un

186 Ibid., 1959, págs. 116 y 117.
i " Ibid., pág. 57.
188 Ibid., págs. 77 y 78.

tratado son, en principio, separables en casos de vali-
dez esencial bajo ciertas condiciones. Diferían princi-
palmente en sus conclusiones sobre si en ese caso con-
creto la divisibilidad sería o no contraria a las inten-
ciones iniciales del Estado contratante al hacer su
declaración de aceptación. Es claro que las opiniones
de esos magistrados proporcionan firme apoyo a la opi-
nión de que el principio de divisibilidad es aplicable a
los casos de validez esencial, y ello con el fin de sepa-
rar una disposición concreta del resto del instrumento.
Sin embargo, es necesario, al examinar sus pronun-
ciamientos sobre las condiciones necesarias para la
aplicación del principio, recordar que en dicho caso se
trataba de una declaración unilateral en la que sólo
intervenía la intención de una parte.
9. Hay que mencionar otro pronunciamiento judicial:
el del magistrado Lauterpacht en la opinión consultiva
sobre la Admissibility of Hearings of Petitioners by the
Committees for South-West Africa. Refiriéndose a la
laguna originada en el régimen de mandato por la nega-
tiva del Estado mandatario a cooperar con la Comi-
sión, subrayó que un mandato constituye una situa-
ción jurídica internacional que «vas más allá de una
simple relación contractual». A continuación añadió 189:

«No se puede permitir que la unidad y el funcio-
namiento del sistema que ha sido establecido se
malogren por una interrupción o laguna surgida a
consecuencia del acto de una parte, o de otra manera.
Así enfocada, la cuestión planteada ante la Corte es
potencialmente de más amplio alcance que el pro-
blema que ha suscitado la presente opinión consul-
tiva. Precisamente porque el sistema que ha sido
establecido constituye una unidad, respecto de ins-
trumentos de esta índole, el derecho —el derecho
vigente interpretado judicialmente— encuentra me-
dios para allanar un obstáculo o para colmar una
laguna o adoptar una medida distinta, a fin de impe-
dir que todo el sistema llegue a un punto muerto
debido al defecto de cualquier eslabón o parte de él.
La cuestión no se asemeja a la infracción de las
disposiciones de un tratado ordinario, la cual origina
por lo general un derecho de la parte perjudicada a
denunciarla y a reclamar indemnización. Resulta
instructivo a este respecto que, con respecto a los
textos generales de carácter normativo o a los que
establecen un régimen o una administración interna-
cional, haya sido reconocido cada vez con mayor
amplitud en la práctica internacional el principio de
la divisibilidad de sus disposiciones, a fin de asegurar
la aplicación continua de la totalidad del tratado. El
tratado en su conjunto no queda extinguido a conse-
cuencia de la violación de determinada cláusula.
Tampoco queda necesariamente reducido a la impo-
tencia y a la ineficacia como consecuencia de la
acción o de la inacción de una de las partes. El tra-
tado continúa existiendo, a reserva de su adapta-
ción a las circunstancias que han surgido.»

El caso de «divisibilidad» examinado en el mencionado
pronunciamiento es, desde luego, muy especial y los

189 Ibid., 1956, párr. 23, págs. 48 y 49.
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demás miembros de la Corte adoptaron un criterio algo
diferente en el referido caso. Además, aunque las tres
opiniones de la Corte concernientes al Mandato en el
Africa sudoccidental puede decirse que implican el pro-
blema de la imposibilidad de ejecutar ciertas estipu-
laciones del mandato, la cuestión no ha sido realmente
tratada por la Corte como un problema de separar del
resto del Mandato las estipulaciones de cumplimiento
imposible.
10. Las conclusiones generales a que el Relator Espe-
cial ha llegado a la luz de las pruebas disponibles,
están recogidas en las disposiciones del artículo 26. Ha
de aceptarse, en su opinión, que el principio de divi-
sibilidad se aplica en cierta medida tanto a los casos de
invalidez como a los casos de extinción y suspensión.
Claro es que no resulta conveniente que se ponga tér-
mino a tratados celebrados entre Estados soberanos ni
que se les anule en su totalidad fundándose en causas
de invalidez, extinción o suspensión que se refieren a
puntos muy secundarios del tratado. Es también de
mucho peso la razón aducida por determinados autores,
de que algunos tratados, especialmente los tratados de
paz, contienen lo que en realidad es una serie de trata-
dos seperados y combinados en el mismo instrumento.
Tampoco es dudoso que en los tratados multilaterales
que establecen normas objetivas es con frecuencia
posible eliminar ciertas disposiciones sin perturbar gra-
vemente el equilibrio de los intereses de las partes en
el tratado. Por otro lado, el elemento consensual de
todo tratado, ya sea éste contractual o normativo, exige
que el principio de la divisibilidad de las disposiciones
del tratado no se aplique de tal manera que perturbe
gravemente la base de obligación sobre la cual se ha
otorgado el consentimiento en el tratado. Por lo tanto,
el problema consiste en hallar una solución que man-
tenga intacta la base primera del tratado y al mismo
tiempo impida que el tratado sea anulado por causas de
invalidez inicial o ulterior que se refieran a cuestiones
secundarias.
11. El párrafo 1 se refiere al caso de que una parte
denuncie o suspenda las disposiciones de un tratado,
en ejercicio de una facultad que conste expresa o táci-
tamente en el tratado. Si bien es posible encontrar casos
de tratados que autoricen únicamente la denuncia o
suspensión de determinadas disposiciones, ciertamente
no se puede suponer que las partes en un tratado hayan
tenido la intención de autorizar esa denuncia o suspen-
sión parcial de sus disposiciones, a menos que lo hayan
hecho expresamente en el tratado.
12. El párrafo 2 enuncia lo que todavía se considera
como la norma primordial a pesar de la amplia acepta-
ción de que goza hoy el principio de la divisibilidad.
La presunción sigue siendo que en caso de que cual-
quier parte de un tratado esté viciada por alguna causa
inicial o ulterior de invalidez, la totalidad del tratado
queda invalidada, a menos que las partes convengan en
que continúe en vigor en forma modificada. La rázon
de ello es que, siendo el tratado esencialmente de
carácter contractual o normativo, hay un proceso de
toma y daca al concertarlo y la eUminación de cual-
quiera de las disposiciones del tratado modifica la base

sobre la que se otorgó el consentimiento. Por tanto,
únicamente cuando se demuestre con claridad que la
respectiva disposición no ha sido esencial para deter-
minar el consentimiento en el tratado, o no ha consti-
tuido un factor esencial para determinar el consenti-
miento de las demás partes en el tratado, queda relegada
esa norma primordial, en beneficio del principio de la
divisibilidad.

13. Los dos párrafos siguientes se ocupan de los
casos en que la anulación, extinción, o suspensión es
alegada a base de causas que no figuran en el tratado.
El párrafo 3 está dedicado al caso, ya señalado, de que
en el tratado haya una o más disposiciones que esta-
blezcan un sistema independiente y completo para una
o varias materias determinadas. En otras palabras, el
instrumento contiene en sí mismo lo que en realidad
son dos o más tratados distintos, unidos en su nego-
ciación y conclusión y por las disposiciones generales
y las cláusulas finales del instrumento, pero que en
otros aspectos son totalmente independientes entre sí.
La solución lógica parece ser considerar cada parte
como un tratado distinto, a fin de aplicar las normas de
validez esencial y de extinción establecidas en las
secciones II y III, siempre que las partes sean realmente
independientes una de otra y que los Estados contra-
tantes no consideren la aceptación de una parte como
condición esencial de la aceptación de la otra parte.

14. El párrafo 4 trata del tipo de problemas ejempli-
ficado por el criterio de algunos de los magistrados en
los asuntos Norwegian Loans e Interhandel, sobre la
reserva «automática», que ha sido examinado en los
párrafos 6 a 8. En opinión del Relator Especial, el
principio de la divisibilidad sólo ha de aplicarse a
determinadas disposiciones dentro de límites relativa-
mente estrechos; y es inadmisible permitir que el princi-
pio sea aplicado en forma que modifique en algún
punto esencial las bases sobre las cuales las partes han
otorgado su consentimiento en el tratado. En la
redacción del párrafo se tienen en cuenta las opiniones
manifestadas por varios magistrados en los asuntos
sometidos a la Corte Internacional de Justicia. Tam-
bién parece oportuno a este respecto, lo mismo que en
la definición de violación grave que figura en el ar-
tículo 20, unir la cuestión del carácter secundario de la
estipulación a la de si es o no permisible que ésta sea
objeto de reserva.

SECCIÓN V. — EFECTOS JURÍDICOS DE LA NULIDAD,
LA ANULACIÓN O LA TERMINACIÓN DE UN TRATADO

Articulo 27. — Efectos jurídicos de la nulidad
o la anulación de un tratado

1. Cuando un tratado sea nulo ab initio, todo acto
que se funde en el instrumento nulo carecerá de
eficacia o efecto jurídico y los Estados interesados reco-
brarán en la medida de lo posible la situación que antes
tenían.
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2. Cuando un tratado sea anulado en fecha poste-
rior a su entrada en vigor, los derechos y obligaciones
de las partes cesarán de tener eficacia o efecto después
de esa fecha. Todo acto realizado y todo derecho adqui-
rido con arreglo al tratado antes de su anulación con-
servarán toda su eficacia y surtirán todos sus efectos:
a) salvo que las partes acuerden lo contrario, o b) salvo
que la anulación del tratado resulte de actos fraudu-
lentos de una de las partes, caso en el cual podrá exi-
gírsele que restaure a la otra parte, en la medida de lo
posible, en la situación que antes tenía.
3. Los párrafos 1 y 2 también se aplicarán, mutatis
mutandis, cuando el consentimiento de un Estado en un
tratado multilateral sea nulo ab initio o sea anulado en
fecha posterior a la entrada en vigor del tratado para
ese Estado.

Comentario

1. Este artículo se refiere únicamente a los efectos
jurídicos de la nulidad o anulación de un tratado. No se
refiere ni a la responsabilidad ni a la reparación que
resulten de los actos que causen la nulidad o la anu-
lación del tratado. El fraude o la coacción, por ejemplo,
plantea sin duda alguna la cuestión de la responsabili-
dad y de la reparación tanto como de la nulidad o la
anulación. Pero esas cuestiones no corresponden a
esta parte, que se refiere únicamente a la nulidad o la
anulación del tratado.
2. Según el párrafo 1 cuando un tratado es nulo ab
initio todo acto realizado con arreglo al tratado carece
de eficacia o efectos jurídicos, y los Estados interesados
han de recobrar en la medida de lo posible la situación
que antes tenían. Tal vez pueda decirse que en el caso
de un tratado nulo ab initio, por ser contrario a una
norma de jus cogens, ha de aplicarse el principio de
derecho privado in pari delicto potior est conditio dejen-
dentis. Pero se estima que una norma en virtud de la
cual ha de restaurarse a las partes, en la medida de lo
posible, en la situación que antes tenían resulta más
apropiada para los tratados entre Estados y más conve-
niente desde el punto de vista del interés general inter-
nacional.
3. Según el párrafo 2 en el caso de un tratado que se
anula más tarde en una fecha determinada, sus dispo-
siciones dejan de aplicarse después de esa fecha, pero
siguen teniendo validez los actos realizados o los
derechos adquiridos antes de la anulación. Esta es la
consecuencia normal de la anulación de un tratado que
es meramente anulable. En cambio, parece justo prever
el derecho de restitutio in integrum en los casos en que
la causa de la anulación del tratado sea el fraude de
que se ha valido una de las partes para lograr que la
otra consienta en el tratado.
4. Según el párrafo 3 las mismas normas se aplican,
mutatis mutandis, cuando el consentimiento de un
Estado en un tratado multilateral sea nulo ab initio o
sea anulado en fecha posterior, sin que se menoscabe
la validez general del tratado. Esos casos serán poco
frecuentes, pero de ocurrir parece lógico que se les
apliquen los mismos principios.

Artículo 28. — Efectos jurídicos de la terminación
de un tratado

1. Salvo que el tratado disponga lo contrario o las
partes acuerden otra cosa, la terminación legítima de un
tratado en conformidad con las disposiciones de la
sección III: a) eximirá ipso facto a las partes de la apli-
cación ulterior de las disposiciones del tratado; pero
b) no menoscabará la validez de los actos realizados o
de los derechos adquiridos con arreglo a las disposi-
ciones del tratado antes de su terminación.
2. El párrafo 1 también se aplicará, mutatis mutandis,
cuando un Estado, con arreglo a derecho, denuncie un
tratado multilateral o se retire de él.
3. El hecho de que, de conformidad con el párrafo 1
o el párrafo 2 de este artículo, un Estado quede exi-
mido de la obligación de seguir ejecutando las dispo-
siciones de un tratado no le exime en modo alguno del
deber de cumplir las obligaciones asumidas en virtud
del tratado que, además, haya de cumplir con arreglo
al derecho internacional independientemente del tra-
tado.

Comentario.
1. El artículo 28, lo mismo que el artículo anterior,
no se refiere ni a la responsabilidad ni a la reparación
que resulten de los actos que causen la terminación de
un tratado, tales como la violación del tratado por una
de las partes; se limita a los efectos jurídicos de la ter-
minación del tratado.
2. Según el párrafo 1 la terminación del tratado exime
a las partes de toda ejecución ulterior del tratado, pero
no menoscaba la validez de los actos realizados o de
los derechos adquiridos en virtud del tratado antes de
su terminación. Desde luego, esas disposiciones pueden
verse modificadas por los términos del propio tratado o
por acuerdo de las partes en el momento de la termi-
nación. El artículo 19 de la Convención sobre la
responsabilidad de los explotadores de buques
nucleares190, por ejemplo, estipula expresamente que aun
después de la terminación de la Convención deben ser
posible exigir responsabilidad por un accidente nuclear
durante un plazo determinado en relación con los
buques cuya explotación fue autorizada durante la
vigencia de la Convención.
3. Las disposiciones del párrafo 1 no requieren expli-
cación y su principal objeto es hacer hincapié en que
la terminación del tratado no tiene en principio efecto
retroactivo en cuanto a la validez de los actos de las
partes durante la vigencia del tratado ni anulan los
derechos ya adquiridos en virtud del tratado. La termi-
nación del tratado no influye en modo alguno en la
aplicación del tratado mientras está en vigor ni en sus
consecuencias jurídicas.
4. Según el párrafo 2 la situación de un Estado que
denuncia un tratado multilateral o se retira de él se
rige por los mismos principios. En algunos tratados
multilarerales se dispone expresamente que la denuncia

190 Firmada en Bruselas el 25 de mayo de 1962.
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del tratado por un Estado no le exime de sus obliga-
ciones respecto de los actos realizados durante la vigen-
cia del tratado; por ejemplo, la Convención Europea
sobre Derechos Humanos y Libertades Fundamentales
(artículo 65) m . Pero en la gran mayoría de casos el
tratado guarda silencio sobre este extremo y simple-
mente presume que han de aplicarse los principios
enunciados en el presente artículo.
5. El párrafo 3 dispone —ex abundanti cautela—
que la exención de la ejecución de las disposiciones
del tratado no exime a las partes del deber de cumplir
las obligaciones asumidas en virtud del tratado y que
además deban cumplir con arreglo al derecho interna-
cional general o a otros tratados. Aunque este punto
sea evidente, tal vez valga la pena de que se enuncie en

el proyecto de artículos ya que en varias convenciones
importantes que contienen normas generales de derecho
internacional e incluso normas de jus cogens figuran
cláusulas de denuncia. Unas pocas convenciones, como
los Convenios de Ginebra de 1949 para la huma-
nización de la guerra, estipulan expresamente que la
denuncia no menoscaba las obligaciones de las partes
impuestas por el derecho internacional general. Pero la
mayoría de los tratados no lo hace así, e incluso la
Convención sobre el Genocidio192 contiene disposi-
ciones para su denuncia sin indicar que el Estado
denunciante continuará sometido a las obligaciones
que le impone el derecho internacional general en rela-
ción con el genocidio.

191 United Nations Treaty Seríes, vol. 213, pág. 252. 192 Ibid., vol. 78, pág. 277.


